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PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para  
garantizar los derechos laborales, culturales y de 

autor de los actores y actrices en Colombia.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer un conjunto de medidas que garanticen 
el ejercicio de la actuación como una profesión en Co-
lombia, protegiendo los derechos laborales, culturales 
y de autor de los actores y actrices en sus creaciones, 
conservación, desarrollo y difusión de su trabajo y 
obras artísticas.

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula 
lo concerniente a la actuación como profesión, derechos 
laborales y oportunidades de empleo, derechos de autor, 
difusión del trabajo de los actores y régimen sancionato-
rio, entre otros; brindando herramientas para dignificar 
esta labor por sus aportes culturales a la nación.

Parágrafo. La presente ley rige para todo tipo de 
producciones o actividades que requieran de actores y 
actrices para su realización, bien sean escénicas, tea-
trales, audiovisuales, sonoras o de doblaje. 

Artículo 3°. Actor o actriz. Se considera actor para 
efectos de esta ley, aquel creador que se sirve de su cuer-
po, su voz, su intelecto y su capacidad histriónica para 
crear personajes e interpretaciones en producciones tea-
trales y todo tipo de expresiones artísticas y realizaciones 
audiovisuales, radiales y demás medios. El actor o actriz 
es titular de derechos morales y patrimoniales de autor. 

Artículo 4°. Actor profesional. Para efectos de esta 
ley se entiende por actor profesional aquel actor o ac-
triz que acredite alguno de los siguientes requisitos:

i) Título profesional de maestro en artes escénicas
o títulos afines;

ii) Experiencia de trabajo actoral mayor de diez
(10) años acumulados y certificados en cualquier me-
dio escénico o audiovisual, avalada por el Comité de
Acreditación Actoral;

iii) Combinación entre educación informal, técni-
ca o tecnológica y, experiencia de trabajo actoral mí-
nimo de cinco (5) años acumulados y certificados en 
cualquier medio escénico o audiovisual, avalada por el 
Comité de Acreditación Actoral.

Artículo 5°. Ensayo, caracterización, actividad pre-
paratoria y conexa a la creación de personajes. Es toda 
actividad propia de la actuación, mediante la cual el 
actor o actriz prepara la creación o caracterización del 
personaje, ensaya la realización de la obra, investiga, 
estudia, memoriza guiones y realiza cualquier otra acti-
vidad relacionada con el mismo, en el lugar de trabajo 
y fuera de él. 

Artículo 6°. Creaciones artísticas como patrimo-
nio cultural. Las creaciones artísticas de los actores, 
como agentes generadores de patrimonio cultural de 
la nación, contribuyen a la construcción de identidad 
cultural y memoria de la nación. De acuerdo con lo an-
terior, el trabajo de los actores profesionales debe ser 
protegido y sus derechos garantizados por el Estado. 
Las producciones dramáticas en cine, televisión, teatro 
y otras formas de lenguaje escénico o audiovisual son 
bienes de interés cultural.

Artículo 7°. Roles en creaciones artísticas. Entién-
dase por creaciones artísticas: 

– Rol protagónico: Personaje interpretado por un
actor o actriz, alrededor del cual gira la trama central 
de la producción.

– Rol coprotagónico o antagónico: Personaje inter-
pretado por un actor o actriz que, teniendo su propia 
historia dentro de la trama, esta gira alrededor de los 
protagonistas.

T E X T O S  D E  P L E N A R I A

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 06 DE DICIEMBRE DE 2023 AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 19 

DE 2023 SENADO

por la cual se reducen las barreras para la adquisición de vivienda, por medio de los créditos hipotecarios, 
se promueve la utilización de energías limpias para vivienda y se dictan otras disposiciones -Vivienda  

al alcance de todos-.

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 06 DE DICIEMBRE DE 2023 AL PROYECTO DE LEY No. 019 

DE 2023 SENADO “POR LA CUAL SE REDUCEN LAS BARRERAS PARA LA 
ADQUISICIÓN DE VIVIENDA, POR MEDIO DE LOS CRÉDITOS HIPOTECARIOS, 
SE PROMUEVE LA UTILIZACIÓN DE ENERGÍAS LIMPIAS PARA VIVIENDA Y SE 

DICTAN OTRAS DISPOSICIONES” -VIVIENDA AL ALCANCE DE TODOS-“ 
 

EL CONGRESO DE COLOMBIA 
DECRETA: 

 
ARTÍCULO 1º. Objeto. La presente Ley tiene como objeto incluir para los usuarios la 
opción de incorporar los gastos de escrituración y registro dentro de los préstamos 
hipotecarios, así como establecer la responsabilidad de los bancos de incluir la posibilidad 
de que se implemente la digitalización de la valoración técnica y promover el uso de 
energías limpias en las viviendas. Además, se busca crear planes de socialización para dar 
a conocer los beneficios existentes en materia de financiación de vivienda.  
 
ARTÍCULO 2 º. Inclusión de los derechos notariales, impuestos y gastos de 
registro en los préstamos hipotecarios del régimen de financiación de vivienda 
a largo plazo. Adiciónese un parágrafo al artículo 23 de la Ley 546 de 1999, el cual 
quedará así:  
 
ARTICULO 23. DERECHOS NOTARIALES Y GASTOS DE REGISTRO. Los derechos 
notariales y gastos de registro que se causen con ocasión de la constitución o modificación 
de gravámenes hipotecarios, a favor de un participante en el sistema especializado de 
financiación de vivienda, para garantizar un crédito de vivienda individual, se liquidarán al 
setenta por ciento (70%) de la tarifa ordinaria aplicable. La cancelación de gravámenes 
hipotecarios de créditos para vivienda se considerará acto sin cuantía.  
 
Para efectos de los derechos notariales y gastos de registro, la constitución del patrimonio 
de familia de que trata el artículo 22, cuya inembargabilidad se entenderá levantada 
únicamente a favor del acreedor hipotecario que financió su adquisición, o de quien lo 
suceda en sus derechos, en todos los casos se considerará como un acto sin cuantía.  
 
PARÁGRAFO. Los establecimientos de crédito y las entidades descritas en el artículo 1º 
de la Ley 546 de 1999 podrán ofrecer a los solicitantes la opción de incluir los costos de 

escrituración, impuestos y gastos de registro incluyendo el de transferencia de dominio, 
dentro del préstamo hipotecario, previa autorización del solicitante. 
 
En todo caso, la inclusión de los referidos costos en el financiamiento no se computará para 
efectos de fijar el límite a la financiación de vivienda previsto en la normatividad vigente.  
 
ARTÍCULO 3º. Inclusión de los derechos notariales y gastos de registro en los 
préstamos hipotecarios de vivienda de interés social. Adiciónese un parágrafo al 
artículo 31 de la Ley 546 de 1999, el cual quedará así:  
 
ARTICULO 31. DERECHOS NOTARIALES Y GASTOS DE REGISTRO. Los derechos 
notariales y gastos de registro que se causen con ocasión de la constitución o modificación 
de gravámenes hipotecarios, a favor de un participante en el sistema especializado de 
financiación de vivienda, para garantizar un crédito de vivienda individual de interés social 
no subsidiable, se liquidarán al cuarenta por ciento (40%) de la tarifa ordinaria aplicable.  
 
Los derechos notariales y gastos de registro que se causen con ocasión de la constitución 
o modificación de gravámenes hipotecarios, a favor de un participante en el sistema 
especializado de financiación de vivienda, para garantizar un crédito de vivienda individual 
de interés social, que en razón de su cuantía pueda ser objeto de subsidio directo, se 
liquidarán al diez por ciento (10%) de la tarifa ordinaria aplicable.  
 
Para efectos de los derechos notariales y gastos de registro, la constitución del patrimonio 
de familia de que trata el artículo 22, cuya inembargabilidad se entenderá levantada 
únicamente a favor del acreedor hipotecario que financió su adquisición, o de quien lo 
suceda en sus derechos, en todos los casos se considerará como un acto sin cuantía. 
Igualmente la cancelación de los gravámenes será considerado un acto sin cuantía.  
 
PARÁGRAFO 1º. Los establecimientos de crédito y las entidades descritas en el artículo 
1º de la Ley 546 de 1999 podrán ofrecer a los solicitantes la opción de incluir los costos de 
escrituración, impuestos y gastos de registro incluyendo el de transferencia de dominio, 
dentro del préstamo hipotecario, previa autorización del solicitante.  
 
En todo caso, la inclusión de los referidos costos en el financiamiento no se computará para 
efectos de fijar el límite a la financiación de vivienda previsto en la normatividad vigente.  
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PARAGRAFO 2º. Lo previsto en el presente artículo, se aplicará sin perjuicio de las normas 
que establezcan tarifas más favorables, respecto de actos relativos a viviendas de interés 
social.  
 
ARTÍCULO 4º. Digitalización de la valoración técnica. Los establecimientos de 
crédito y las entidades descritas en el artículo 1 de la Ley 546 de 1999 podrán hacer uso 
de avalúos técnicos o cualquier otra metodología técnicamente idónea que permita 
proyectar el precio de los inmuebles.  
 
La utilización de las metodologías de proyección de precios podrá realizarse directamente 
por las entidades referidas en el inciso anterior o por terceros especializados. 
 
PARÁGRAFO. Los avalúos técnicos y metodologías técnicamente idóneas a que se refiere 
el presente artículo podrán realizarse a través de mecanismos digitales, siempre que se 
garantice la autenticidad, disponibilidad e integridad de la información.  
 
Artículo 5 º. Promoción del uso de energías solares. El Gobierno nacional a través 
del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio y el Ministerio de Minas y Energía en el marco 
de sus funciones, fijará planes, programas y proyectos para el uso de energía solar 
fotovoltaica en el desarrollo de los proyectos de vivienda y en la modalidad de mejoramiento 
de vivienda destinados a familias de bajos recursos, en concordancia con lo establecido en 
la Ley 2294 de 2023 o Plan Nacional de Desarrollo.  
 
Artículo 6 º. Promoción y financiamiento de energías solares en la adquisición 
de vivienda. En aras de promover el acceso al financiamiento para el uso de energías 
solares en vivienda, el Fondo Nacional de Garantías -FNG- implementará líneas de crédito 
y garantía dirigidas a personas naturales de bajos recursos con el objeto de financiar la 
adquisición de los elementos necesarios para la provisión de este tipo de energías, con 
prelación de las poblaciones de las zonas no interconectadas y/o donde se presenta 
intermitencia constante del servicio de energía o fallas en la prestación del servicio de 
energía eléctrica.  
 
Artículo 7 º. Incentivo para la adopción de tecnologías solares en viviendas. Con 
el objetivo de impulsar la integración de sistemas solares en residencias, las entidades 
financieras podrán incluir en el crédito hipotecario la adquisición y los costos derivados de 
la instalación de los sistemas fotovoltaicos.  

Estos costos, una vez verificados, no se computarán al determinar el límite de 
financiamiento de vivienda según la normativa vigente.  
 
Los bancos, cooperativas o entidades de financiamiento de créditos hipotecarios, podrán 
ofrecer tasas de interés preferenciales a aquellos que elijan esta opción, siempre sujetas a 
los términos y condiciones determinados por cada entidad financiera.  
 
Artículo 8º. Mecanismos de socialización. El Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio 
en conjunto con el Consejo Superior de Vivienda, en un término no mayor a seis (6) meses 
a partir de la entrada en vigencia de la presente Ley, crearán planes de socialización de los 
beneficios existentes en materia de financiación de vivienda nueva o usada a largo plazo y 
de vivienda de interés social, incluyendo los beneficios en materia de derechos notariales, 
gasto de registro, avalúos técnicos, estudio de títulos, programas de subsidio y registro de 
interesados o postores, de acuerdo a la disponibilidad presupuestal, así como los beneficios 
del uso y adecuación en las viviendas de la energía solar fotovoltaica. Para ello creará entre 
otros: programas y comerciales de radio y televisión, perifoneo, socialización y 
acompañamiento personal priorizando zonas rurales, además de una plataforma o app en 
coordinación con el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones de 
Colombia a la que puedan acceder fácilmente y de manera gratuita los colombianos. 

Artículo 9º. Voluntariedad. Las disposiciones contenidas en la presente Ley, no son 
impositivas para los usuarios que accedan a créditos hipotecarios para la financiación de 
vivienda, ni tampoco será causal para que las entidades facultadas en la prestación de estos 
servicios, nieguen las solicitudes de financiación a quienes no deseen acceder a los 
beneficios.  
 
Artículo 10º. Los fondos de vivienda que forman parte del presupuesto general de La 
Nación y tienen como propósito otorgar crédito para vivienda, así como las demás entidades 
de Estado que como política pública tienen como objeto y/o funciones promover la 
adquisición de vivienda, incluyendo las empresas industriales y comerciales del Estado de 
carácter financiero del orden nacional, podrán escoger voluntariamente las notarías 
requeridas para el desarrollo de dicha actividad.  
 
Parágrafo. No obstante, lo anterior, sus actividades se ejecutarán en cumplimiento de los 
principios de la función administrativa previstos en el artículo 209 de la Constitución Política. 

Artículo 11º. Vigencia. La presente Ley rige a partir de la fecha de su promulgación y 
deroga las disposiciones que le sean contrarias. 

 
Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992, me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado de 
la República del día 06 de diciembre de 2023 al PROYECTO DE LEY No. 019 DE 2023 
SENADO “POR LA CUAL SE REDUCEN LAS BARRERAS PARA LA ADQUISICIÓN DE 
VIVIENDA, POR MEDIO DE LOS CRÉDITOS HIPOTECARIOS, SE PROMUEVE LA 
UTILIZACIÓN DE ENERGÍAS LIMPIAS PARA VIVIENDA Y SE DICTAN OTRAS 
DISPOSICIONES” -VIVIENDA AL ALCANCE DE TODOS-“. 
 
Cordialmente, 
 
 
 
NORMA HURTADO SÁNCHEZ    BEATRIZ LORENA RÍOS CUÉLLAR 
Coordinadora Ponente     Ponente 
        
 
El presente Texto Definitivo, fue aprobado con modificaciones en Sesión Plenaria del 
Senado de la República del día 06 de diciembre de 2023, de conformidad con el articulado 
propuesto. 
 
 
 
GREGORIO ELJACH PACHECO 
Secretario General 

PARAGRAFO 2º. Lo previsto en el presente artículo, se aplicará sin perjuicio de las normas 
que establezcan tarifas más favorables, respecto de actos relativos a viviendas de interés 
social.  
 
ARTÍCULO 4º. Digitalización de la valoración técnica. Los establecimientos de 
crédito y las entidades descritas en el artículo 1 de la Ley 546 de 1999 podrán hacer uso 
de avalúos técnicos o cualquier otra metodología técnicamente idónea que permita 
proyectar el precio de los inmuebles.  
 
La utilización de las metodologías de proyección de precios podrá realizarse directamente 
por las entidades referidas en el inciso anterior o por terceros especializados. 
 
PARÁGRAFO. Los avalúos técnicos y metodologías técnicamente idóneas a que se refiere 
el presente artículo podrán realizarse a través de mecanismos digitales, siempre que se 
garantice la autenticidad, disponibilidad e integridad de la información.  
 
Artículo 5 º. Promoción del uso de energías solares. El Gobierno nacional a través 
del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio y el Ministerio de Minas y Energía en el marco 
de sus funciones, fijará planes, programas y proyectos para el uso de energía solar 
fotovoltaica en el desarrollo de los proyectos de vivienda y en la modalidad de mejoramiento 
de vivienda destinados a familias de bajos recursos, en concordancia con lo establecido en 
la Ley 2294 de 2023 o Plan Nacional de Desarrollo.  
 
Artículo 6 º. Promoción y financiamiento de energías solares en la adquisición 
de vivienda. En aras de promover el acceso al financiamiento para el uso de energías 
solares en vivienda, el Fondo Nacional de Garantías -FNG- implementará líneas de crédito 
y garantía dirigidas a personas naturales de bajos recursos con el objeto de financiar la 
adquisición de los elementos necesarios para la provisión de este tipo de energías, con 
prelación de las poblaciones de las zonas no interconectadas y/o donde se presenta 
intermitencia constante del servicio de energía o fallas en la prestación del servicio de 
energía eléctrica.  
 
Artículo 7 º. Incentivo para la adopción de tecnologías solares en viviendas. Con 
el objetivo de impulsar la integración de sistemas solares en residencias, las entidades 
financieras podrán incluir en el crédito hipotecario la adquisición y los costos derivados de 
la instalación de los sistemas fotovoltaicos.  

Estos costos, una vez verificados, no se computarán al determinar el límite de 
financiamiento de vivienda según la normativa vigente.  
 
Los bancos, cooperativas o entidades de financiamiento de créditos hipotecarios, podrán 
ofrecer tasas de interés preferenciales a aquellos que elijan esta opción, siempre sujetas a 
los términos y condiciones determinados por cada entidad financiera.  
 
Artículo 8º. Mecanismos de socialización. El Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio 
en conjunto con el Consejo Superior de Vivienda, en un término no mayor a seis (6) meses 
a partir de la entrada en vigencia de la presente Ley, crearán planes de socialización de los 
beneficios existentes en materia de financiación de vivienda nueva o usada a largo plazo y 
de vivienda de interés social, incluyendo los beneficios en materia de derechos notariales, 
gasto de registro, avalúos técnicos, estudio de títulos, programas de subsidio y registro de 
interesados o postores, de acuerdo a la disponibilidad presupuestal, así como los beneficios 
del uso y adecuación en las viviendas de la energía solar fotovoltaica. Para ello creará entre 
otros: programas y comerciales de radio y televisión, perifoneo, socialización y 
acompañamiento personal priorizando zonas rurales, además de una plataforma o app en 
coordinación con el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones de 
Colombia a la que puedan acceder fácilmente y de manera gratuita los colombianos. 

Artículo 9º. Voluntariedad. Las disposiciones contenidas en la presente Ley, no son 
impositivas para los usuarios que accedan a créditos hipotecarios para la financiación de 
vivienda, ni tampoco será causal para que las entidades facultadas en la prestación de estos 
servicios, nieguen las solicitudes de financiación a quienes no deseen acceder a los 
beneficios.  
 
Artículo 10º. Los fondos de vivienda que forman parte del presupuesto general de La 
Nación y tienen como propósito otorgar crédito para vivienda, así como las demás entidades 
de Estado que como política pública tienen como objeto y/o funciones promover la 
adquisición de vivienda, incluyendo las empresas industriales y comerciales del Estado de 
carácter financiero del orden nacional, podrán escoger voluntariamente las notarías 
requeridas para el desarrollo de dicha actividad.  
 
Parágrafo. No obstante, lo anterior, sus actividades se ejecutarán en cumplimiento de los 
principios de la función administrativa previstos en el artículo 209 de la Constitución Política. 

Artículo 11º. Vigencia. La presente Ley rige a partir de la fecha de su promulgación y 
deroga las disposiciones que le sean contrarias. 

 
Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992, me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado de 
la República del día 06 de diciembre de 2023 al PROYECTO DE LEY No. 019 DE 2023 
SENADO “POR LA CUAL SE REDUCEN LAS BARRERAS PARA LA ADQUISICIÓN DE 
VIVIENDA, POR MEDIO DE LOS CRÉDITOS HIPOTECARIOS, SE PROMUEVE LA 
UTILIZACIÓN DE ENERGÍAS LIMPIAS PARA VIVIENDA Y SE DICTAN OTRAS 
DISPOSICIONES” -VIVIENDA AL ALCANCE DE TODOS-“. 
 
Cordialmente, 
 
 
 
NORMA HURTADO SÁNCHEZ    BEATRIZ LORENA RÍOS CUÉLLAR 
Coordinadora Ponente     Ponente 
        
 
El presente Texto Definitivo, fue aprobado con modificaciones en Sesión Plenaria del 
Senado de la República del día 06 de diciembre de 2023, de conformidad con el articulado 
propuesto. 
 
 
 
GREGORIO ELJACH PACHECO 
Secretario General 
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TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 04 DE DICIEMBRE DE 2023 AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 105 

DE 2022 SENADO

por medio de la cual se establecen los cargos, oficios o profesiones susceptibles de aplicación de la inhabilidad 
por delitos sexuales contra menores y se dictan otras disposiciones. “Entornos seguros”.

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 04 DE DICIEMBRE DE 2023 AL PROYECTO DE LEY No.105 DE 
2022 SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE ESTABLECEN LOS CARGOS, OFICIOS O 
PROFESIONES SUSCEPTIBLES DE APLICACIÓN DE LA INHABILIDAD POR DELITOS 
SEXUALES CONTRA MENORES Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES. “ENTORNOS 

SEGUROS”

El Congreso de la República

DECRETA:

ARTÍCULO 1º.  OBJETO. El objeto de la presente ley es establecer los cargos, oficios o 
profesiones susceptibles de aplicación de la inhabilidad por delitos sexuales contra menores en 
los términos de la Ley 1918 de 2019 y el límite de la aplicación de la inhabilidad.

ARTÍCULO 2º. Adiciónense dos incisos al artículo 219-C de la Ley 599 de 2000, el cual quedará 
así: 

Inhabilidades por delitos sexuales cometidos contra menores: Las personas que hayan 
sido condenadas por la comisión de delitos contra la libertad, integridad y formación sexual de 
persona menor de 18 años de acuerdo con el Título IV de la presente ley; serán inhabilitadas 
para el desempeño de cargos, oficios o profesiones que involucren una relación directa y 
habitual con menores de edad. 

El juez fijará la duración de la inhabilidad en el fallo condenatorio sujetándose a los límites 
temporales establecidos en el inciso primero del artículo 51 de la presente ley, la cual empezará 
a contarse una vez se cumpla la pena principal.

El juez determinará la relación directa y habitual con menores de edad del condenado para 
imponer la inhabilidad para ejercer cargos, oficios o profesiones por delitos sexuales contra 
menores.

ARTÍCULO 3º.º. Adiciónese el artículo 2° a la Ley 1918 de 2018, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 2. CARGOS, OFICIOS O PROFESIONES, SUSCEPTIBLES DE APLICACIÓN 
DE LA INHABILIDAD POR DELITOS SEXUALES CONTRA MENORES. Son susceptibles de 
aplicación de la inhabilidad especial por delitos contra la libertad, integridad y formación sexual 
cometido contra persona menor de 18 años, los cargos, oficios o profesiones desarrollados en 

los ámbitos: educativo, recreativo de cuidado, protección, asistencia, salud, nutrición, bienestar, 
cultural, artístico, deportivo, religioso, seguridad; que impliquen un trato directo, habitual o 
circunstancial con menores de edad. 
 
Para los efectos de la presente ley se entenderá por trato directo, el contacto o la interacción 
personal o a través de cualquier medio tecnológico, que se genere en el ejercicio del cargo, 
profesión u oficio, de forma frecuente con menores de edad.  
 
Son susceptibles de aplicación de la inhabilidad especial los siguientes cargos, oficios o 
profesiones: 
 
1. Docentes, Directivos docentes, coordinadores, orientadores, personal administrativo y demás 

vinculado a instituciones de educación formal en los distintos niveles educativos. (Inicial, 
preescolar, básica, media y educación superior).  

2. Formadores, instructores, y personal vinculado a educación para el trabajo y el desarrollo 
humano o su equivalente.  

3. Personal de atención directa que su público objetivo sea menor de edad, en servicios 
culturales, de recreación y deporte, entre otros (Ludotecas, bibliotecas, parques, clubes 
deportivos o centros de diversiones).  

4. Personal de servicio de transporte escolar.  
5. Personal de atención directa en servicios de hotelería y turismo que su público objetivo sea 

menor de edad. 
6. Agentes educativos institucionales y comunitarios de modalidades y estrategias enmarcadas 

en el servicio público de bienestar familiar que su público objetivo sea menor de edad, bien 
sea en prevención o protección, (Hogares de Paso y servicios de Albergue y Cuidado).  

7. Personal médico, de psicología, enfermería, odontología y demás personal de salud, de 
atención directa que su público objetivo sea menor de edad. 

8. Personal de servicios de limpieza en entornos familiares, educativos, recreativos, deportivos, 
o de contacto directo que su público objetivo sea menor de edad 

9. Sacerdotes, pastores, catequistas y guías espirituales.  
10. Personal de atención directa en ventas y comercio, que su público sea a la población infantil.  
11. Personal de servicios de cuidados a población infantil, en el ámbito institucional o a 

domicilio. (Auxiliares de enfermería, acompañantes o cuidadores especializados en la 
atención de menores de edad).  

12. Agentes de protección y seguridad. (personal vinculado a empresas de seguridad privada, 
servicios de logística y seguridad en eventos públicos, otros). 

13. Personal civil vinculado a cuerpos de salvamento y defensa de la población (Defensa Civil, 
Bomberos, otros).  

14. Instructores, formadores, orientadores de los centros de desarrollo y bienestar de 
estimulación temprana o primera infancia.  

15. Representantes legales y miembros de juntas directivas de entidades públicas y privadas 
que prestan servicios para la atención de los niños, las niñas y adolescentes.  

16. Cualquier cargo, oficio o profesión que demuestre un trato directo y habitual con menores 
de edad.  

17. Personas o entidades que sostengan contratos temporales con instituciones en los ámbitos 
educativo, recreativo, de cuidado, protección, asistencia, salud, nutrición, bienestar, cultural, 
artístico, deportivo, religioso, o de seguridad.  Este grupo estará sujeto a la inhabilidad 
especial cuando su labor implique la realización de reparaciones, obras de construcción, 
mantenimiento, o cualquier otra actividad que brinde un acceso directo o potencial a 
menores de edad dentro de las instalaciones de la respectiva institución.  

 
Parágrafo. Los cargos, oficios o profesiones enunciados, pueden ser ejecutados en el marco 
de una relación de carácter remunerado o no remunerado; en causa o actividad que desarrolla 
una entidad pública o privada. 
 
ARTÍCULO 4° Modifíquese el artículo 5 de la Ley 1918 de 2018, el cual quedará así:  
 
ARTÍCULO 5. SANCIONES. La omisión al deber de verificación en los términos de la presente 
ley o la contratación de personas inhabilitadas para el ejercicio de los cargos, oficios o 
profesiones mencionadas en el artículo 2 acarreará a las entidades públicas o privadas y/o 
personas naturales contratantes, sanción consistente en multa equivalente al valor de cincuenta 
(50) a quinientos (500) salarios mínimos mensuales legales vigentes.  
 
Parágrafo 1. Las sanciones a las que se refiere el inciso anterior, serán impuestas por el 
Instituto Colombiano de Bienestar familiar - ICBF mediante el procedimiento sancionatorio 
regulado por el artículo 50 de la ley 1437 de 2011.  
 
Parágrafo 2. El valor de las multas causadas con ocasión de las sanciones anteriormente 
referidas, será recaudado por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar – ICBF y será 
destinado, en partes iguales, a la financiación del funcionamiento y promoción del registro de 
inhabilidades por delitos sexuales contra menores de edad, y al Fondo contra la Explotación 
Sexual de Niños, Niñas y Adolescentes, creado por el artículo 24 de la Ley 679 de 2001. 
 
ARTÍCULO 5º Adiciónese un numeral al literal B del artículo 307 de la Ley 906 de 2004. 

ARTÍCULO 307. MEDIDAS DE ASEGURAMIENTO. Son medidas de aseguramiento: 
 
(…) 
 
B. No privativas de la libertad. 
 
10. La prohibición del ejercicio de cargos, oficios o profesiones que impliquen un trato directo, 
habitual o circunstancial con menores de edad. 
 
ARTÍCULO 6º: VIGENCIA La presente ley rige a partir de su publicación y deroga las 
disposiciones que le sean contrarias. 
 
Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, 
me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado de la República 
del día 04 de diciembre de 2023 al PROYECTO DE LEY No. 105 DE 2022 SENADO “POR 
MEDIO DE LA CUAL SE ESTABLECEN LOS CARGOS, OFICIOS O PROFESIONES 
SUSCEPTIBLES DE APLICACIÓN DE LA INHABILIDAD POR DELITOS SEXUALES 
CONTRA MENORES Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES. “ENTORNOS SEGUROS”. 
 
Cordialmente, 
 
 
 
OSCAR BARRETO QUIROGA 
Senador Ponente 
           
 
El presente Texto Definitivo, fue aprobado con modificaciones en Sesión Plenaria del Senado 
de la República del día 04 de diciembre de 2023, de conformidad con el texto propuesto para 
segundo debate. 
 
 
GREGORIO ELJACH PACHECO 
Secretario General 
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TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 12 DE DICIEMBRE DE 2023 AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 106 

DE 2023 SENADO

por medio del cual se establece la legislación permanente de los Decretos Legislativos números 560 y 772 
de 2020, Decretos Reglamentarios números 842 y 1332 de 2020 en materia de insolvencia empresaria y se 

dictan otras disposiciones.

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 12 DE DICIEMBRE DE 2023 AL PROYECTO DE LEY No. 

106 DE 2023 SENADO. “POR MEDIO DEL CUAL SE ESTABLECE LA 
LEGISLACIÓN PERMANENTE DE LOS DECRETOS LEGISLATIVOS 560 Y 772 
DE 2020, DECRETOS REGLAMENTARIOS 842 Y 1332 DE 2020 EN MATERIA 

DE INSOLVENCIA EMPRESARIA Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 
 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 

D E C R E T A: 

ARTÍCULO 1. OBJETO: Incorporar como legislación permanente el Decreto 
Legislativo 560 de 2020, excepto los artículos 1, 3, 7, 15, 16, Numeral 3 del Parágrafo 
Primero del artículo 8 y Título III del mencionado decreto. Como también el Decreto 
Legislativo 772 de 2020, excepto los artículos 1, 7, 8, 13, 15, 16, y 17.  

ARTÍCULO 2. Acceso expedito a los mecanismos de reorganización. Las 
solicitudes de acceso a los mecanismos de reorganización presentadas por deudores se 
tramitarán de manera expedita por las autoridades competentes, considerando los 
recursos disponibles para ello. El Juez del Concurso no realizará auditoría sobre el 
contenido o la exactitud de los documentos aportados ni sobre la información financiera 
o cumplimiento de las políticas contables, lo cual será de responsabilidad exclusiva del 
deudor y su contador o revisor fiscal, según corresponda. Lo anterior, sin perjuicio de 
requerir que se certifique que se lleva la contabilidad regular y verificar la completitud 
de la documentación. No obstante, con el auto de admisión podrá ordenar la ampliación, 
ajuste o actualización que fuere pertinente de la información o documentos radicados 
con la solicitud, a fin de que se puedan adelantar eficaz y ágilmente las etapas del 
proceso, so pena de las sanciones a que haya lugar.  

ARTÍCULO 3. Mecanismos de alivio financiero y reactivación empresarial. En 
los acuerdos de reorganización se podrán incluir disposiciones que flexibilicen los plazos 
de pago de las obligaciones, pagos a los acreedores de distintas clases de forma 
simultánea o sucesiva y mecanismos de alivio financiero y reactivación empresarial que 
cumplan con las siguientes condiciones:  

1. Capitalización de pasivos. El acuerdo de reorganización podrá contener la 
capitalización de pasivos mediante la suscripción voluntaria, por parte de cada acreedor 
interesado, de acciones o la participación que corresponda según el tipo societario, 
bonos de riesgo y demás mecanismos de subordinación de deudas que lleguen a 
convenirse. 

Las acciones o bonos de riesgo correspondientes a acreencias capitalizadas por los 
establecimientos de crédito se contabilizarán como inversiones negociables y deberán 
venderse dentro del plazo de vigencia del acuerdo.  

Los bonos de riesgo que se suscriban dentro de los acuerdos a que se refiere la presente 
norma se computarán como una cuenta patrimonial y, en caso de liquidación de la 
empresa reorganizada, se pagarán con posterioridad a todos los pasivos externos y 
antes de cualquier reembolso a favor de los accionistas.  

Las acciones y bonos de riesgo provenientes de la capitalización de pasivos podrán 
conferir a sus titulares toda clase de privilegios económicos e, incluso, derechos de voto 
especiales en determinadas materias del ente societario, así como el derecho a un 
dividendo o remuneración mínima y preferencial, siempre y cuando tales prerrogativas 
sean aprobadas por el máximo órgano social del deudor conforme a la ley y los 
estatutos.  

Para la emisión y colocación de las acciones y bonos de riesgo provenientes de 
capitalización de créditos, será suficiente la inclusión en el acuerdo del reglamento de 
suscripción. En consecuencia, no se requerirá trámite o autorización alguna para la 
colocación de los títulos respectivos y el aumento del capital podrá ser inscrito, sin 
costo, en el registro mercantil de la Cámara de comercio competente, acompañado de 
la copia del acuerdo y el certificado del representante legal y el revisor fiscal, o en su 
defecto del contador de la entidad, sobre el número de títulos suscritos y el aumento 
registrado en el capital.  

La enajenación de las participaciones sociales provenientes de capitalizaciones implicará 
una oferta preferencial a los socios, en los términos previstos en el acuerdo. Para la 
enajenación a terceros se recurrirá a mecanismos de oferta pública o privada, según se 
disponga en el acuerdo y de conformidad con las disposiciones propias del mercado 

público de valores. Lo anterior, sin perjuicio de lo previsto en disposiciones legales 
especiales que sean aplicables a la enajenación de participaciones sociales en 
determinadas entidades o por parte de cierta clase de socios.  

Para efectos de la aplicación de estas disposiciones, se deberá entender que se refiere 
a todos los tipos societarios y, por ello, cuando se hace referencia a las acciones, esto 
resulta aplicable a los demás tipos de participación que corresponda según el tipo 
societario.  

2. Descarga de pasivos. Cuando el pasivo del deudor sea superior a su valoración 
como empresa en marcha, el acuerdo de reorganización podrá disponer la descarga de 
aquella parte del pasivo que exceda la mencionada valoración. Para lo anterior, el 
acuerdo deberá: 

2.1. Estar acompañado de una valoración elaborada mediante una metodología 
generalmente aceptada y que cumpla con todos los requisitos señalados en el artículo 
226 del Código General del Proceso.  

2.2. Ser aprobada por una mayoría de acreedores externos que representen por lo 
menos el sesenta por ciento (60%) de aquellos con vocación de pago. La mayoría se 
calculará excluyendo votos de acreedores internos y vinculados.  

2.3. No afectar los derechos de acreedores laborales, pensionados, alimentos de 
menores o acreedores garantizados, en los términos de la Ley 1676 de 2013.  

2.4. Disponer la cancelación, sin contraprestación, de los derechos de accionistas o 
socios.  

2.5. Señalar la nueva estructura del capital social del deudor, indicando qué acreedores 
hacen parte del pasivo interno, el valor nominal y número de sus participaciones.  

3. Pactos de deuda sostenible  

Con el fin de reducir los términos de pago de las obligaciones en el tiempo, en los 
acuerdos de reorganización, se podrán incluir pactos de deuda sostenible, bajo los 
cuales no se contemple un cronograma de pago y la extinción total de las obligaciones 
a favor de las entidades financieras como parte del acuerdo, sino su reestructuración o 

reperfilamiento, para lo cual deberá ser aprobada por el 60% de la categoría de 
acreedores financieros. En estos casos, los términos del acuerdo de reorganización se 
entenderán cumplidos cuando el deudor emita y entregue a esos acreedores los títulos 
que contengan los términos de las obligaciones respectivas.  

ARTÍCULO 4. Estímulos a la financiación del deudor durante la negociación 
de un acuerdo de reorganización. Entre el inicio del proceso de reorganización y la 
confirmación del acuerdo de reorganización, el concursado podrá obtener crédito para 
el desarrollo del giro ordinario de sus negocios durante la negociación. Estas 
obligaciones tendrán la preferencia prevista en el artículo 71 de la Ley 1116 de 2006. 
En este evento, no se requerirá la autorización del Juez del Concurso.  

En el evento en el que la concursada demuestre al juez del concurso que no logró 
obtener nueva financiación para el desarrollo del giro ordinario de sus negocios en las 
condiciones anteriores, podrá solicitar autorización para obtenerla en las siguientes 
condiciones: 

1. Respaldar el crédito con garantías sobre sus propios activos que no se encuentren 
gravados a favor de otros acreedores o sobre nuevos activos adquiridos.  

2. Otorgar un gravamen de segundo grado sobre los activos previamente gravados con 
garantía.  

3. Otorgar una garantía de primer grado sobre bienes previamente gravados, con el 
consentimiento previo del acreedor garantizado que será subordinado. En ausencia del 
consentimiento de dicho acreedor, el juez podrá autorizar la creación de la garantía de 
primer grado siempre que el deudor concursado demuestre que, a pesar del nuevo 
gravamen, el acreedor originalmente garantizado gozará de protección razonable. La 
protección razonable supone establecer o implementar medidas para proteger la 
posición del acreedor garantizado, tales como la realización de un pago anticipado total 
o parcial de las obligaciones garantizadas, la sustitución del activo objeto de la garantía 
por uno equivalente, la realización de pagos periódicos, entre otras.  

En todo caso, los demás acreedores podrán presentar propuestas de financiación, 
propias o de terceros, en condiciones menos gravosas que las presentadas por la 
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concursada. En tal caso, si el Juez del Concurso considera que las condiciones 
presentadas son menos gravosas, el deudor podrá optar, dentro de los tres (3) días 
siguientes, por seguir el trámite de la autorización con dicha propuesta o ajustar su 
propuesta a los términos menos gravosos. De no optar por alguna de estas alternativas, 
la solicitud de autorización se rechazará de plano.  

PARÁGRAFO 1. En todos los eventos regulados en esta norma, la concursada deberá 
demostrar que los activos no comprometidos en las operaciones de crédito son 
suficientes para asegurar el pago de las obligaciones alimentarias de los niños, niñas y 
adolescentes, pensionales, las salariales y prestaciones derivadas de los contratos de 
trabajo, en caso de haberlas.  

PARÁGRAFO 2. La solicitud de autorización prevista en este artículo se tramitará 
mediante petición escrita del deudor, con la recomendación del promotor, en caso de 
haber sido nombrado. De la solicitud se correrá traslado por diez (10) días. Durante el 
traslado, los interesados podrán presentar sus observaciones y propuestas alternativas 
de financiación menos gravosas. El Juez del Concurso podrá solicitar información 
adicional y decretar pruebas, si lo considera necesario. El Juez del Concurso podrá 
resolver de plano mediante auto escrito o en audiencia. 

PARÁGRAFO 3. A efectos de preservar la empresa y el empleo, la Dirección de 
Impuestos y Aduanas Nacionales - DIAN y las entidades del Estado podrán hacer 
rebajas de sanciones, intereses y capital. Las acreencias de primera clase a favor de 
estas entidades públicas quedarán subordinadas en el pago dentro de dicha clase, 
respecto de las acreencias que mejoren su prelación, como consecuencia de la 
financiación a la empresa en reorganización, por parte de los titulares de acreencias 
afectas al concurso.  

ARTÍCULO 5. Salvamento de empresas en estado de liquidación inminente. 
Con el propósito de rescatar la empresa y conservar la unidad productiva, cualquier 
acreedor podrá evitar la liquidación judicial de un deudor manifestando su interés en 
aportar nuevo capital, en los términos que se indican a continuación, siempre y cuando 
se evidencie con la información que reposa en el expediente que el patrimonio de la 
concursada es negativo.  

El interés se deberá manifestar una vez proferido el auto que declara la terminación del 
proceso de reorganización y ordena el inicio del proceso de liquidación, en el término 
para presentar recursos durante la audiencia o durante la ejecutoria del auto escrito 
que decreta la liquidación por no presentación del acuerdo de reorganización.  

Presentada la manifestación de interés, el juez del concurso mantendrá el 
nombramiento del liquidador, pero suspenderá otros efectos de la liquidación judicial, 
según corresponda.  

El liquidador deberá presentar un estimado de los gastos de liquidación y la 
actualización del inventario de activos, dentro del mes siguiente a la orden del juez del 
concurso, a fin de verificar que el patrimonio neto de liquidación es negativo y 
determinar los acreedores con vocación de pago. Posteriormente, se correrá traslado 
por diez (10) días del inventario activos actualizado y de la estimación de gastos de la 
liquidación, y por tres (3) días de las objeciones presentadas.  

A continuación, se reanudará la audiencia para resolver sobre la operación. En el evento 
de existir objeciones, se resolverán previamente a continuar con el estudio de la 
operación. Resueltas las objeciones, el Juez del Concurso instará al interesado o 
interesados a que presenten su oferta.  

La oferta económica deberá corresponder, como mínimo, al valor a pagar por la 
totalidad de los créditos de la primera clase, las indemnizaciones laborales por 
terminación anticipada sin justa causa, la normalización de los pasivos pensionales, los 
gastos de administración de la reorganización, los créditos a favor de los acreedores 
garantizados y los demás créditos con vocación de pago, de conformidad con el 
inventario de activos. 

Verificado el depósito oportunamente realizado, el Juez del Concurso autorizará la 
operación, por auto escrito o en audiencia, cuando se cumplan los siguientes requisitos:  
 
1. Que el patrimonio del deudor sea negativo.  
 
2. Que el interesado o interesados hayan realizado el depósito del valor completo de la 
operación.  

Aprobada la operación, se realizarán los pagos a favor de la totalidad de los créditos de 
la primera clase, y los demás créditos con vocación de pago, incluyendo los gastos de 
administración de la reorganización y los créditos a favor de los acreedores 
garantizados, con cargo al depósito realizado por el interesado. Sin embargo, el valor 
correspondiente a la eventual indemnización por la terminación de contratos de trabajo 
no se entregará a los trabajadores, sino que se mantendrá como una reserva de la 
sociedad para atender estas eventuales obligaciones.  
 
En la misma providencia se declarará terminado el proceso de liquidación judicial, y se 
ordenará al liquidador presentar su rendición final de cuentas dentro de los cinco (5) 
días siguientes. De la rendición final de cuentas se correrá traslado por tres (3) días.  
 
A continuación, el Juez del Concurso proferirá la providencia de terminación del proceso 
de liquidación judicial, en la cual se aprobará la rendición final de cuentas, se fijarán los 
honorarios del liquidador conforme lo reglamente el Gobierno nacional, se ordenará la 
capitalización a valor nominal de las acreencias pagadas, y la emisión de nuevas 
acciones a favor de él o de los adquirentes. Para estos efectos no se aplicará el derecho 
de preferencia. Igualmente, en la providencia se ordenará la cancelación de las acciones 
de los anteriores accionistas. Las obligaciones insolutas del concurso o cualquier otra 
deuda originada con anterioridad al inicio del proceso de insolvencia que no se haya 
presentado en el proceso concursal se extinguirán, sin perjuicio de las acciones de 
responsabilidad a que haya lugar en contra de los administradores y controlantes, en 
los términos de la Ley 1116 de 2006.  
 
De no realizarse el depósito del valor completo a pagar por parte del oferente u 
oferentes seleccionados, el juez del concurso impondrá una sanción equivalente al 
cincuenta por ciento (50%) del valor ofertado, la cual, corresponderá a un ingreso no 
gravado para la masa de la liquidación. En este caso, al igual que en el evento en el 
que no se confirme la operación, se continuará con el proceso de liquidación judicial, 
conforme las etapas que correspondan. 
 
Los acreedores que presenten ofertas conjuntas responderán por ellas solidaria e 
ilimitadamente. En caso de que exista más de una oferta. se preferirá aquella que 
presente el mayor valor. Si se presentan ofertas iguales, se preferirá la del acreedor no 
vinculado sobre la del acreedor vinculado.  

TÍTULO II 
NEGOCIACIÓN DE ACUERDOS DE REORGANIZACIÓN Y PROCEDIMIENTO DE 

RECUPERACIÓN EMPRESARIAL 
 

ARTÍCULO 6. Negociación de acuerdos de reorganización. Los deudores 
destinatarios del régimen de insolvencia empresarial contenido en la Ley 1116 de 2006, 
podrán celebrar acuerdos de reorganización a través del trámite de negociación. Para 
estos efectos, el deudor deberá presentar un aviso de la intención de iniciar la 
negociación ante el Juez del Concurso, según la Ley 1116 de 2006 en lo pertinente y 
en los términos que establezca dicha entidad, y deberá cumplir con alguno de los 
supuestos del artículo 9 de la Ley 1116 de 2006. Verificada la completitud de la 
información, el Juez del Concurso admitirá la solicitud y dará inicio a la negociación de 
un acuerdo de reorganización.  
 
A partir de ese momento, la negociación tendrá una duración máxima de tres (3) meses. 
Durante la negociación, los acreedores deberán presentar sus inconformidades al 
deudor en relación con la graduación y calificación de créditos y determinación de los 
derechos de voto, aportando los soportes documentales que sustenten su posición.  
 
El acuerdo celebrado deberá presentarse al Juez del Concurso para su confirmación, 
antes del vencimiento del término de negociación, y deberá cumplir con los mismos 
requisitos de mayorías y de contenido del acuerdo de reorganización establecidos en la 
Ley 1116 de 2006. El Juez del Concurso convocará una audiencia en la cual, 
inicialmente, se resolverán las inconformidades presentadas por los acreedores en 
relación con la calificación y graduación de los créditos y la determinación de los votos, 
únicamente con fundamento en los argumentos y en las pruebas documentales 
presentadas al deudor durante la negociación. De no asistir a la audiencia o no 
presentar la sustentación durante la misma, la inconformidad se entenderá desistida. 
Posteriormente, el Juez del Concurso oirá a los acreedores que hubieren votado en 
contra, con el fin de que presenten sus inconformidades en relación con el acuerdo y 
realizará un control de legalidad del mismo. A continuación, el Juez del Concurso se 
pronunciará sobre la confirmación o no del acuerdo presentado. 
 
De confirmar el acuerdo, éste tendrá los mismos efectos de un acuerdo de 
reorganización conforme a la Ley 1116 de 2006 y se impartirán las órdenes pertinentes 
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del artículo 36 de la Ley 1116 de 2006 y las demás normas pertinentes que 
correspondan según la naturaleza de la negociación. En caso contrario, se dará 
aplicación a los efectos indicados para el fracaso de la negociación.  
 
PARÁGRAFO 1. Durante el término de negociación, se producirán los siguientes 
efectos:  
 
1. Se aplicarán las restricciones establecidas en el artículo 17 de la Ley 1116 de 2006, 
pero el Juez del Concurso no podrá ordenar el levantamiento de medidas cautelares 
decretadas y practicadas en procesos ejecutivos o de cobro coactivo, la entrega de 
recursos administrados por fiducias, la continuidad de contratos, la suspensión del 
término de negociación, o resolver cualquier otra disputa entre el deudor y sus 
acreedores.  
 
2. Se suspenderán los procesos de ejecución, cobro coactivo, restitución de tenencia y 
ejecución de garantías en contra del deudor.  
 
PARÁGRAFO 2. En el evento en el que el deudor no presente la documentación 
completa para la aprobación del acuerdo celebrado, el Juez del Concurso, por una sola 
vez, requerirá al deudor mediante oficio para que la complete o brinde las explicaciones 
pertinentes dentro de los cinco (5) días siguientes. En el evento en que el deudor no 
responda el requerimiento o no complete la documentación en el tiempo indicado, se 
dará aplicación a las consecuencias del fracaso de la negociación. Igualmente, en el 
evento en el que el deudor no presente el acuerdo antes del vencimiento del término 
de negociación o el acuerdo no se confirme por el Juez del Concurso, se dará aplicación 
a las consecuencias del fracaso de la negociación.  
 
PARÁGRAFO 3. A través del presente trámite de negociación, el deudor podrá 
negociar acuerdos de reorganización con una o varias de las categorías establecidas en 
el artículo 31 de la Ley 1116 de 2006. El acuerdo de reorganización por categoría deberá 
ser aprobado por la mayoría simple de los votos admisibles de la categoría 
correspondiente. Para estos efectos, los votos de los acreedores internos y de los 
vinculados no tendrán valor alguno, aunque hagan parte de la categoría respectiva. En 
tal evento, los efectos del acuerdo confirmado solamente serán vinculantes para la 
categoría respectiva y no se extenderán a los demás acreedores, de forma que las 

obligaciones con éstos deberán ser atendidas dentro del giro ordinario de los negocios 
del deudor, durante las negociaciones y con posterioridad a la confirmación del acuerdo. 
 
ARTÍCULO 7. Procedimientos de recuperación empresarial en las cámaras de 
comercio. Con la finalidad de tener mayor capacidad y cobertura y así atender a los 
deudores, la cámara de comercio con jurisdicción territorial en el domicilio del deudor, 
a través de su centro de conciliación o directamente, a través de mediación y con la 
participación de un mediador de la lista que elabore para el efecto, podrá adelantar 
procedimientos de recuperación empresarial para su posterior validación judicial, 
respecto de los deudores sujetos al régimen de insolvencia previsto en la Ley 1116 de 
2006 y las personas excluidas del régimen de insolvencia relacionadas en el artículo 3 
del mismo régimen, siempre que no esté sujetas de manera obligatoria a un régimen 
especial de recuperación de negocios o no tengan un régimen de recuperación.  
 
Los deudores que opten por el uso de este procedimiento, se adherirán al reglamento 
que para el efecto establezca la cámara de comercio.  
 
El mediador queda facultado para examinar la información contable y financiera de la 
empresa; verificar la calificación y graduación de créditos y determinación de derechos 
de voto y la propuesta de acuerdo de pago presentada por el deudor y queda 
legalmente investido de la función para dar fe pública acerca del acuerdo celebrado y 
de quienes lo suscribieron.  
 
El procedimiento estará regulado por el reglamento expedido por la cámara de 
comercio, la cual adoptará el reglamento único conforme lo establezca la Confederación 
Colombiana de Cámaras de Comercio, que deberá ser aprobado por la Superintendencia 
de Sociedades.  
 
El procedimiento tendrá una duración máxima de tres (3) meses, contados a partir de 
la comunicación de inicio y tendrá los efectos previstos en el artículo 17 de la Ley 1116 
de 2006, sin que proceda el levantamiento de medidas cautelares o autorizaciones allí 
previstas.  
 
El inicio del procedimiento suspenderá los procesos de ejecución, cobro coactivo, 
restitución de tenencia y ejecución de garantías, respecto a todos los acreedores.  

Una vez culminada la mediación con la celebración del acuerdo, este podrá ser 
presentado a una validación ante el Juez del Concurso o ante los jueces civiles del 
circuito en el caso de los sujetos de que trata el artículo 3 de la Ley 1116 de 2006.  
 
La validación judicial tendrá por objeto extender los efectos del acuerdo celebrado y 
decidir acerca de las objeciones y observaciones de los acreedores que votaron 
negativamente o se abstuvieron de participar en la mediación. 
 
El Gobierno nacional reglamentará la materia a efectos de establecer un trámite 
expedito de validación, según la competencia, con el propósito de verificar la legalidad 
del acuerdo y que sea de obligatorio cumplimiento para todos los acreedores, 
incluyendo a los ausentes y disidentes.  
 
Las objeciones u observaciones que se presenten podrán ser sometidas a cualquiera de 
los mecanismos de solución alternativa de controversias.  
 
En caso de acordarse un compromiso por todas las partes, las controversias u 
objeciones serán resueltas por un árbitro único siguiendo el procedimiento establecido 
para el juez concursal. Para la designación del árbitro y la fijación de la tarifa se 
aplicarán las reglas establecidas en el reglamento del centro de conciliación y arbitraje 
que se hubiere pactado.  
 
ARTÍCULO 8. Fracaso del trámite o procedimiento. En el evento del fracaso de 
la negociación de un acuerdo de reorganización o del procedimiento de recuperación 
empresarial, se dará por terminado, y el deudor no podrá intentar ninguno de estos 
trámites o procedimientos dentro del año siguiente de terminación de los mismos. No 
obstante, el deudor podrá solicitar la admisión a un proceso de insolvencia en los 
términos de la Ley 1116 de 2006 o el régimen que le resulte aplicable.  
 
La negociación de un acuerdo de reorganización no podrá adelantarse simultáneamente 
con el procedimiento de recuperación empresarial.  
 
ARTÍCULO 9. Aplicación subsidiaria de la Ley 1116 de 2006. En lo no dispuesto 
en la presente Ley, para la negociación de acuerdos de reorganización y los 

procedimientos de recuperación empresarial, en cuanto fuere compatible con su 
naturaleza, se aplicarán las normas pertinentes contenidas en la Ley 1116 de 2006.  
 

TÍTULO III 
RÉGIMEN CONCURSAL 

 
ARTÍCULO 10. Acceso expedito a los mecanismos de reorganización y 
liquidación. Las solicitudes de acceso a los mecanismos de reorganización y 
liquidación judicial respecto de los deudores, se tramitarán de manera expedita por 
autoridades competentes, considerando los recursos disponibles para ello. El Juez del 
Concurso no realizará auditoría sobre el contenido o exactitud los documentos 
aportados ni sobre la información financiera o cumplimiento de las políticas contables, 
lo cual será responsabilidad exclusiva del deudor y su contador o revisor fiscal, según 
corresponda. Lo anterior, sin perjuicio requerir que se certifique que se lleva la 
contabilidad regular y verificar la completitud de la documentación. No obstante, con el 
auto de admisión podrá ordenar la ampliación, o actualización que fuere pertinente de 
la información o documentos radicados con la solicitud, a fin de que se puedan adelantar 
eficaz y ágilmente las etapas del proceso, so pena de las sanciones a que haya lugar.  
 
ARTÍCULO 11 Uso de herramientas tecnológicas e inteligencia artificial. Con 
el fin de poder atender los de procesos, procedimientos y trámites de insolvencia 
regulados en la Ley 1116 de 2006, y la presente Ley, la Superintendencia de Sociedades 
o entidad competente podrá solicitar el diligenciamiento de formatos electrónicos como 
parte de la solicitud de admisión y la radicación electrónica de la solicitud y de la 
información. Estos formatos deberán diligenciarse en los términos que establezca la 
Superintendencia de Sociedades o la entidad competente. Igualmente, la 
Superintendencia de Sociedades o entidad competente podrá hacer uso de 
herramientas tecnológicas e inteligencia artificial en el desarrollo de las etapas de los 
procesos, procedimientos y trámites de insolvencia. El uso de estas herramientas 
tecnológicas e inteligencia artificial podrá ser implementado de manera permanente.  
 
PARÁGRAFO 1. No obstante lo establecido en este artículo, la Superintendencia de 
Sociedades o la entidad competente deberá garantizar el acceso a la justicia de los 
deudores que indiquen su incapacidad de acceder y hacer uso de estos formatos y 
radicaciones electrónicas, para lo cual, se dispondrá de las facilidades tecnológicas y 
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apoyo en la secretaría del despacho para el diligenciamiento y radicación de la solicitud 
y su información y/o la radicación en físico de documentos y memoriales.  
 
PARÁGRAFO 2. La información aportada por los deudores admitidos a cualquier 
proceso, procedimiento o trámite de reorganización ante la Superintendencia de 
Sociedades y las cámaras de comercio, podrá quedar disponible en el sistema de 
información empresarial de la Superintendencia de Sociedades, en la forma que esta 
entidad lo establezca, para consulta por parte de terceros.  
 
ARTÍCULO 12. Mecanismos de protección de la empresa y el empleo. A partir 
de la fecha de inicio de un proceso de reorganización de los que trata la Ley 1116 de 
2006 y la presente Ley, con el objetivo de preservar la empresa y el empleo, las medidas 
cautelares practicadas en procesos ejecutivos o de cobro coactivo que recaen sobre 
bienes distintos a los sujetos a registro, se levantarán por ministerio de la ley, con la 
expedición del auto de inicio del proceso, por lo tanto, el juez que conoce de la ejecución 
deberá entregar los dineros o bienes al deudor, incluso si el proceso ejecutivo no se 
hubiere remitido para su incorporación en el proceso concursal. El promotor o quien 
ejerza su función deberá verificar el destino de los bienes desembargados e informar al 
juez, dentro del término que éste indique. 
 
ARTÍCULO 13. Mecanismos de protección durante los procesos de 
reorganización empresarial para los compradores de inmuebles destinados a 
vivienda. Los deudores que se sometan a un proceso, procedimiento o trámite de los 
establecidos en la legislación vigente, que tengan como objeto la construcción y venta 
de inmuebles destinados a vivienda, podrán, sin autorización previa del Juez del 
Concurso, realizar pagos del crédito hipotecario sobre el cual se constituyó la hipoteca 
de mayor extensión, directamente, o mediante el pago que realice el adquirente al 
acreedor hipotecario con la correspondiente subrogación, en la alícuota o proporción 
que sea aplicable, con el fin de que el acreedor hipotecario levante el gravamen sobre 
la unidad respectiva y, posteriormente, suscriba la escritura pública de transferencia de 
dominio de dicha unidad de vivienda a favor del adquirente, siempre y cuando, el 
adquirente hubiere pagado previamente al deudor la totalidad del precio pactado o se 
hubiere subrogado en el pago de la alícuota ante el acreedor hipotecario. En todo caso, 
el deudor deberá informar al Juez del Concurso acerca de las operaciones, dentro de 
los cinco (5) días siguientes a su realización, aportando la lista discriminada de los 

compradores, la identificación de la unidad y el monto pagado, allegando los soportes 
respectivos.  
 
Las cláusulas del acuerdo de reorganización deberán respetar los compromisos del 
contrato de promesa de compraventa o del documento contractual relativo al inmueble 
destinado a vivienda y contener estipulaciones para que, según el avance de obra y 
demás condiciones propias de cada proyecto, se cumpla con la obligación de transferir 
los inmuebles a los promitentes compradores y no simplemente la devolución de los 
anticipos diferidos en el tiempo. En el evento en el que los inmuebles estén gravados 
con hipoteca de mayor extensión, deberá contener las estipulaciones relativas al 
proceso para el levantamiento proporcional y la transferencia de los inmuebles a los 
promitentes compradores.  
 
ARTÍCULO 14 Mecanismos de recuperación de valor en los procesos de 
liquidación. En cualquiera de los procesos de liquidación judicial deberá preferirse la 
adjudicación en bloque o en estado de unidad productiva. Si no pudiera hacerse en tal 
forma, los bienes serán adjudicados en forma separada, siempre con el criterio de 
generación de valor. No obstante, el liquidador podrá poner a consideración de los 
acreedores con vocación de pago la celebración de uno o varios contratos de fiducia 
para la transferencia total o parcial de los bienes y adjudicación como pago con 
derechos fiduciarios, en conjunto con el texto del contrato correspondiente y sus 
condiciones. El Juez de Concurso dará traslado de la propuesta y el contrato por el 
término de cinco (5) días.  
 
Esta propuesta deberá ser aprobada por la mayoría de los acreedores con vocación de 
pago. En caso de guardar silencio, se entenderá que el acreedor respectivo vota 
positivamente la propuesta. El contrato de fiducia y sus cláusulas no son de 
responsabilidad de Juez del Concurso, sin embargo, por solicitud de cualquier acreedor, 
éste podrá, antes de su aprobación, requerir ajustes en las cláusulas que no 
correspondan a la finalidad de adjudicación como mecanismo de pago y la 
administración razonable de los activos, o aprobarlo sujeto a la realización de los ajustes 
que considere necesarios.  
 
Igualmente, el liquidador podrá adjudicar unidades de bienes a acreedores o entre 
grupos de acreedores, preservando las prelaciones legales en forma directa. 

PARÁGRAFO 1. Los adjudicatarios deberán recibir el pago en dinero a más tardar 
dentro de los dos (2) meses siguientes al desembargo de los recursos para el pago. 
Vencido dicho plazo sin que se hubieren recibido estas sumas por parte de los 
acreedores, operará la caducidad y, como consecuencia de la misma, éstas sumas 
acrecentarán la masa. Respecto de bienes cuya tradición implique indefectiblemente 
una actuación previa por parte del beneficiario del pago, éste tendrá la carga de cumplir 
con lo que corresponda dentro de los treinta (30) días previstos en el artículo 58 de la 
Ley 1116 de 2006, so pena de que opere la caducidad y, como consecuencia, tales 
bienes también acrecentarán la masa.  
 
PARÁGRAFO 2. Agotada la etapa de venta directa de activos en el marco de cualquier 
proceso de liquidación judicial, se podrá acudir al sistema de martillo electrónico. Para 
estos efectos, el precio de base no será inferior al setenta por ciento (70%) del avalúo 
y, de no lograrse la venta, el precio base para un segundo remate será el cincuenta por 
ciento (50%) del avalúo. De no lograrse la venta, se procederá a la adjudicación en los 
términos de la Ley 1116 de 2006.  
 
ARTÍCULO 15. Fortalecimiento de la lista de auxiliares de justicia para los 
procesos de insolvencia. Con el fin de poder atender la proliferación de procesos, 
procedimientos y trámites de insolvencia regulados en la legislación vigente, la 
Superintendencia de Sociedades y los Jueces Civiles requieren contar con mayor 
capacidad en la lista de auxiliares de la justicia y evitar desplazamientos de los auxiliares 
de la justicia a diferentes partes del país. Así, un mismo auxiliar de la justicia podrá 
actuar como promotor, liquidador e interventor en varios procesos, sin exceder un 
máximo de seis (6), para cada uno de los procesos de reorganización, liquidación e 
intervención, de forma simultánea.  
 
Igualmente, los Jueces Civiles que decidan usar la lista de auxiliares de la 
Superintendencia de Sociedades, solo podrán tener en cuenta aquellos que tengan 
domicilio en el lugar del despacho judicial donde son requeridos. 
 
PARÁGRAFO. Las personas naturales que, en ejercicio del cargo de auxiliar de la 
justicia, hayan sido excluidas de la Lista de Auxiliares de Justicia administrada por la 
Superintendencia de Sociedades o se encuentren en trámite de exclusión, a la fecha de 
entrada de vigencia de esta ley, como consecuencia exclusiva de su no aceptación a la 

designación, podrán solicitar su inclusión inmediata a la lista, acreditando que su 
domicilio no era el mismo del despacho judicial donde fueron requeridos.  
 
ARTÍCULO 16. Cumplimiento de obligaciones derivadas de la financiación 
durante la negociación del acuerdo de reorganización. Los deudores que 
obtengan financiación en los términos del artículo 4 de la presente Ley, deberán estar 
cumpliendo con los términos del crédito para el momento de la confirmación del acuerdo 
de reorganización. De lo contrario, el Juez del Concurso no podrá confirmarlo.  
 
ARTÍCULO 17. Acuerdos de reorganización por categorías para los 
procedimientos de recuperación empresarial. El parágrafo 3 del artículo 6 de la 
presente Ley, será aplicable a los procedimientos de recuperación empresarial ante las 
cámaras de comercio previstos en el artículo 9 del precitado Decreto Legislativo.  
 

TÍTULO V 
PROCESO DE REORGANIZACIÓN ABREVIADO Y PROCESO DE LIQUIDACIÓN 

JUDICIAL SIMPLIFICADO 
 
ARTÍCULO 18. Proceso de reorganización abreviado para pequeñas 
insolvencias. Con el fin de poder atender los procesos de reorganización y dar una 
solución rápida a las pequeñas insolvencias, los deudores destinatarios del régimen de 
insolvencia empresarial contenido en la Ley 1116 de 2006 cuyos activos sean inferiores 
o iguales a cinco mil salarios mínimos legales mensuales vigentes (5.000 SMMLV), sólo 
podrán ser admitidos a un proceso de reorganización abreviado.  
 
Para estos efectos, el deudor o los acreedores deben presentar la solicitud de admisión 
ante el Juez del Concurso, y en los términos que este establezca, cumpliendo con los 
requisitos establecidos en la Ley 1116 de 2006 y el supuesto de cesación de pagos. 
Verificada la completitud de la información, el Juez del Concurso admitirá la solicitud y 
dará inicio al proceso de reorganización abreviado. La información presentada por el 
deudor quedará a disposición de sus acreedores en el expediente de forma permanente. 
Las partes tienen la carga de revisar el expediente, asistir a las reuniones y audiencias 
e informarse completa y debidamente sobre el proceso de reorganización abreviado y 
sus consecuencias. 
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En la providencia de apertura se incluirán, además de las órdenes aplicables del artículo 
19 de la Ley 1116 de 2006, las siguientes:  
 
1. Se designará al promotor conforme a lo previsto en la Ley 1116 de 2006.  
 
2. Se ordenará a quien ejerza las funciones de promotor presentar el proyecto de 
calificación y graduación de créditos y determinación de derechos de voto incluyendo 
aquellas acreencias causadas entre la fecha de corte presentada con la solicitud de 
admisión al proceso y la fecha de inicio del proceso, y al deudor actualizar el inventario 
de activos y pasivos con corte al día anterior al auto de admisión, dentro de los quince 
(15) días siguientes a la notificación del auto de inicio del proceso.  
 
3. Se impartirá la orden al deudor de inscribir el formulario de ejecución concursal en 
el Registro de Garantías Mobiliarias de que trata la Ley 1676 de 2013.  
 
4. Se impartirá la orden de informar a los despachos judiciales y entidades que estén 
conociendo de procesos ejecutivos, de cobro coactivo, y de restitución, tanto judiciales 
como extrajudiciales promovidos contra el deudor, con el fin de que apliquen los 
artículos 20, 22 y 70 de la Ley 1116 de 2006 y lo previsto en el artículo 12 de la presente 
Ley.  
 
5. Se fijará una fecha que tenga lugar dentro de los tres (3) meses siguientes para 
realizar la reunión de conciliación de las objeciones a la calificación y graduación de 
créditos, determinación de los derechos de voto y de presentación del acuerdo de 
reorganización. Las objeciones, junto con las pruebas que las soportan, se deberán 
presentar a más tardar con cinco (5) días de antelación a la fecha de la reunión. Este 
escrito y las pruebas presentadas harán parte del expediente. Desde la presentación de 
cada objeción, el deudor deberá realizar esfuerzos de acercamiento con el acreedor 
objetante con el fin de conciliarla.  
 
6. Se fijará una fecha para realizar una audiencia de resolución de objeciones y de 
confirmación del acuerdo de reorganización.  
 
El deudor deberá acreditar, ante el Juez del Concurso, el cumplimiento de las órdenes 
impartidas en el auto de inicio del proceso de reorganización abreviado, dentro de los 

cinco (5) días siguientes al vencimiento de cada término, salvo que la orden indique un 
término diferente. En el evento en que no cumpla satisfactoria y oportunamente con 
las órdenes impartidas en la providencia de apertura, o en cualquier momento que el 
juez lo considere adecuado para la buena marcha del proceso, podrá dar por terminada 
la función en cabeza del representante legal o del deudor en caso de las personas 
naturales comerciantes y designar a un promotor de la lista de la Superintendencia de 
Sociedades, conforme al procedimiento previsto en su reglamento.  
 
Desde la providencia de apertura y durante todas las etapas hasta la confirmación del 
acuerdo, el promotor, en caso de haber sido nombrado, deberá colaborar con el deudor 
en la elaboración del plan de negocios y la propuesta de acuerdo de reorganización, 
sustentado en el flujo de caja proyectado que prepare el deudor.  
 
PARÁGRAFO 1. La reunión de conciliación de las objeciones a la calificación y 
graduación de créditos, determinación de los derechos de voto y determinación de los 
derechos de voto y de presentación del plan de negocios y el acuerdo de reorganización, 
será presidida por el Juez del Concurso, en uso de sus facultades de conciliador, de 
conformidad con el numeral 6 del artículo 5 la Ley 1116 de 2006. La reunión no será 
grabada y se sujetará al siguiente procedimiento:  
 
1. El Juez del Concurso procederá a la verificación de asistencia de los acreedores 
presentes o representados.  
 
2. A continuación, quien ejerza las funciones de promotor presentará un resumen de 
las objeciones conciliadas y aquellas que se encuentren pendientes.  
 
3.El Juez del Concurso exhortará a las partes a conciliar sus diferencias, para lo cual 
deberá proponer fórmulas de arreglo, sin que ello signifique prejuzgamiento y podrá 
suspender la reunión a efectos de que el deudor y sus acreedores puedan resolver sus 
diferencias, fijando inmediatamente fecha para su reanudación.  
 
4. Agotadas todas las sesiones de la reunión de conciliación, quien ejerza las funciones 
de promotor levantará un acta de lo ocurrido y la allegará al expediente dentro de los 
tres (3) días siguientes a la última sesión, junto con el informe de objeciones 
formuladas, conciliadas y no conciliadas e, igualmente, expondrá el plan de negocios y 

la propuesta de acuerdo de reorganización, sustentado en el flujo de caja proyectado 
por el deudor.  
 
PARÁGRAFO 2. A continuación, el Juez del Concurso realizará una audiencia de 
resolución de objeciones y de confirmación del acuerdo de reorganización, en la cual, 
inicialmente, se resolverán las objeciones presentadas por los acreedores en relación 
con el proyecto de calificación y graduación de los créditos y la determinación de los 
votos, únicamente con fundamento en los argumentos y en las pruebas documentales 
presentadas previamente por escrito. De no asistir a la audiencia o no presentar la 
sustentación durante la misma, la objeción se entenderá desistida. La audiencia se 
sujetará al siguiente procedimiento:  
 
1. El Juez del Concurso oirá a los acreedores que hubieren votado en contra, con el fin 
de que presenten sus inconformidades en relación con el acuerdo.  
 
2. A continuación, el Juez del Concurso permitirá a los acreedores allegar votos 
adicionales y, finalmente, realizará el control de legalidad y se pronunciará sobre la 
confirmación o no del acuerdo presentado.  
 
3. El acuerdo celebrado deberá cumplir con los mismos requisitos de mayorías y de 
contenido del acuerdo de reorganización establecidos en la legislación vigente.  
 
4. De confirmar el acuerdo, éste tendrá los mismos efectos de un acuerdo de 
reorganización celebrado conforme a la Ley 1116 de 2006 y se impartirán las órdenes 
pertinentes del artículo 36 y las demás que correspondan, según la naturaleza del 
proceso de reorganización abreviado. En caso contrario, se ordenará el inicio del 
proceso de liquidación judicial simplificado del deudor y se podrá nombrar el liquidador 
en providencia separada.  
 
PARÁGRAFO 3. El Gobierno nacional podrá disponer que el monto de activos previsto 
en esta Ley para la aplicación obligatoria del proceso de reorganización abreviado sea 
diferente.  
 
ARTÍCULO 19. Proceso de liquidación judicial simplificado para pequeñas 
insolvencias. Con el fin de poder atender la proliferación de procesos de liquidación 

judicial y dar una solución rápida a las pequeñas insolvencias, los deudores destinatarios 
del régimen de insolvencia empresarial contenido en la Ley 1116 de 2006, cuyos activos 
sean inferiores o iguales a cinco mil salarios mínimos legales mensuales vigentes (5.000 
SMMLV) solo podrán ser admitidos a un proceso de liquidación simplificado.  
 
Para estos efectos, el deudor debe presentar la solicitud de admisión ante el Juez del 
Concurso, y en los términos que este establezca, cumpliendo con los requisitos 
establecidos en la Ley 1116 de 2006. Verificada la completitud de la información, el 
Juez del Concurso admitirá la solicitud y dará inicio al proceso de liquidación judicial 
simplificada. La información presentada por el deudor quedará a disposición de sus 
acreedores en el expediente de forma permanente. Las partes tienen la carga de revisar 
el expediente, asistir a las audiencias e informarse completa y debidamente sobre el 
proceso de liquidación judicial simplificado y sus consecuencias. 
 
El proceso de liquidación judicial simplificado se tramitará de conformidad con las 
siguientes reglas:  
 
1. El Juez del Concurso proferirá el auto de apertura del proceso, en el cual designará 
un liquidador de la lista de auxiliares de la Superintendencia de Sociedades y proferirá 
las demás órdenes pertinentes del inicio del proceso de liquidación judicial.  
 
2. El liquidador deberá presentar una estimación de los gastos de administración de la 
liquidación, incluyendo las indemnizaciones por terminación de contratos de trabajo y 
los gastos de archivo dentro de los quince (15) días siguientes a su posesión. En 
cualquier momento, el liquidador podrá presentar ofertas vinculantes de venta de los 
activos condicionadas a la aprobación del inventario por parte del Juez del Concurso.  
 
3. El plazo para que los acreedores presenten sus créditos al liquidador será de diez 
(10) días contados desde la fecha de desfijación del aviso que informa sobre la apertura 
del proceso de liquidación judicial, y el plazo para que el liquidador remita el proyecto 
de calificación y graduación de créditos será de quince (15) días contados desde el 
vencimiento del término para presentar créditos.  
 
4. Posteriormente, se correrá traslado del proyecto de calificación y graduación de 
créditos y del inventario de bienes presentado con la base contable del valor neto de 
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liquidación, conjuntamente, por cinco (5) días. No habrá lugar a elaborar un proyecto 
de determinación de los derechos de voto por cuanto la adjudicación se realizará por el 
Juez del Concurso, salvo que se manifieste el interés en la aplicación del artículo 66 de 
la Ley 1116 de 2006 o del artículo 5 de la presente ley, caso en el cual, se procederá a 
elaborar el mencionado proyecto, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 1116 de 
2006.  
 
5. Los acreedores podrán objetar el valor neto de liquidación asignado a los bienes 
presentando un avalúo conforme a lo señalado en la Ley 1116 de 2006 o una oferta 
vinculante de compra de uno o varios bienes por un valor superior al asignado. En el 
evento en que se presenten objeciones, se correrá traslado de las mismas por tres (3) 
días, y el Juez del Concurso las resolverá mediante auto escrito o en audiencia, a su 
discreción.  
 
De no presentarse objeciones, o de conciliarse o allanarse la totalidad de las objeciones, 
el Juez del Concurso proferirá el auto aprobando la calificación y graduación de créditos 
y el inventario. 
 
6. A continuación, correrá un plazo de dos (2) meses para ejecutar las ofertas de 
compraventa de activos y vender los demás bienes directamente por un valor no inferior 
al neto de liquidación, o mediante martillo electrónico.  
 
7. Vencido el periodo anterior, dentro de los diez (10) días siguientes, el liquidador 
presentará un proyecto de adjudicación, siguiendo las reglas señaladas en el artículo 
58 de la Ley 1116 de 2006. El Juez del Concurso mediante auto susceptible únicamente 
del recurso de reposición proferirá la decisión de adjudicación.  
 
8. Dentro de los veinte (20) días siguientes a la firma de la adjudicación, el liquidador 
realizará la entrega de los bienes.  
 
9. Una vez ejecutadas las órdenes incluidas en el auto de adjudicación de bienes, el 
liquidador deberá presentar al Juez del proceso de liquidación judicial una rendición de 
cuentas finales de su gestión, donde incluirá una relación pormenorizada de los pagos 
efectuados, acompañada de las pruebas pertinentes. De la rendición final de cuentas 
se correrá traslado por cinco (5) días.  

PARÁGRAFO 1. La información financiera con corte al último mes presentada con la 
solicitud siempre debe venir preparada bajo el no cumplimiento de la hipótesis de 
negocio en marcha, es decir, con la base contable del valor neto de liquidación, tal 
como se establece en el Decreto 2420 de 2015 o norma que lo modifique o adicione. 
En el evento en el que el proceso se inicie como consecuencia del fracaso de un proceso 
de reorganización ordinario o de reorganización abreviado o la terminación de un 
acuerdo de reorganización por incumplimiento no subsanado, el ex representante legal 
deberá realizar el ajuste de la información financiera para presentarla en las condiciones 
mencionadas, dentro del mes siguiente a la terminación de su gestión. En el evento en 
el que haya venido ejerciendo como representante legal o su suplente no cumpla con 
la obligación, el Juez del Concurso impondrá las sanciones que correspondan y podrá 
impartir las órdenes pertinentes al liquidador. Lo anterior, sin perjuicio de la 
responsabilidad que le puede acarrear esta conducta al ex representante legal.  
 
PARÁGRAFO 2. El término para exclusión de bienes ya sea porque no son propiedad 
del deudor o por el ejercicio de los derechos de un acreedor garantizado será de un (1) 
mes contado a partir de la apertura del proceso de liquidación judicial simplificada.  
 
PARÁGRAFO 3. El Gobierno nacional podrá disponer que el monto de activos previsto 
en la presente ley para la aplicación obligatoria del proceso de liquidación simplificada 
sea diferente. 
 
ARTÍCULO 20. Aplicación subsidiaria de la Ley 1116 de 2006 y la presente 
Ley. En lo no dispuesto en la presente Ley, para el proceso de reorganización abreviado 
y de liquidación judicial simplificada, en cuanto fuere compatible con su naturaleza, se 
aplicarán las normas pertinentes contenidas en la Ley 1116 de 2006 y las aquí 
dispuestas.  
 
Artículo 21. Vigencia y derogatorias. Deróguese los artículos 37 y 38 de la Ley 
1116 de 2006. En todos los casos en que resultaría aplicable la liquidación por 
adjudicación procederá la liquidación judicial o la liquidación judicial simplificada según 
corresponda.  

Los procesos de liquidación por adjudicación iniciados con anterioridad a la entrada en 
vigor de la presente ley continuarán su trámite. La presente Ley rige a partir de su 
sanción y publicación. 
 
 
Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992, me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado 
de la República del día 12 de diciembre de 2023 al PROYECTO DE LEY No. 106 DE 
2023 SENADO. “POR MEDIO DEL CUAL SE ESTABLECE LA LEGISLACIÓN 
PERMANENTE DE LOS DECRETOS LEGISLATIVOS 560 Y 772 DE 2020, 
DECRETOS REGLAMENTARIOS 842 Y 1332 DE 2020 EN MATERIA DE 
INSOLVENCIA EMPRESARIA Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 
 
Cordialmente, 
 
 
 
MAURICIO GÓMEZ AMÍN   JUAN CARLOS GARCÉS ROJAS  
Senador de la República    Senador de la República  
 
 
El presente Texto Definitivo, fue aprobado sin modificaciones en Sesión Plenaria del 
Senado de la República del día 12 de diciembre de 2023, de conformidad con el 
articulado propuesto. 
 
 
 
 
GREGORIO ELJACH PACHECO 
Secretario General 
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TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 13 DE DICIEMBRE DE 2023 AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 157 

DE 2023 SENADO

por medio de la cual se modifica la Ley 270 de 1996, se determina la integración y estructura  
de la jurisdicción agraria y rural, y se adoptan otras disposiciones.

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 13 DE DICIEMBRE DE 2023 AL PROYECTO DE LEY No. 
157 DE 2023 SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE MODIFICA LA LEY 270 

DE 1996, SE DETERMINA LA INTEGRACIÓN Y ESTRUCTURA DE LA 
JURISDICCIÓN AGRARIA Y RURAL, Y SE ADOPTAN OTRAS 

DISPOSICIONES”. 
 

EL CONGRESO DE COLOMBIA  
 

D E C R E T A: 
 

ARTÍCULO 1. OBJETO. La presente ley estatutaria tiene por objeto establecer la 
integración y estructura de la Jurisdicción Agraria y Rural, en armonía con la Ley 
Estatutaria 270 de 1996 y en cumplimiento de lo dispuesto en el Acto Legislativo 03 de 
2023. 
 
ARTÍCULO 2. INTEGRACIÓN DE LA RAMA JUDICIAL. Agréguese un literal al 
artículo 11 de la Ley 270 de 1996 del siguiente tenor: 
 
“(...) 
          e)  De la Jurisdicción Agraria y Rural: 

1)  Sala Civil, Agraria y Rural de la Corte Suprema de Justicia y Consejo 
de Estado, en los asuntos de su respectiva competencia. 
2)  Tribunales Agrarios y Rurales. 
3)  Juzgados Agrarios y Rurales. (...)” 

 
ARTÍCULO 3. Modifíquese el inciso segundo del artículo 12 de la Ley 270° de 1996, el 
cual quedará así: 
 
“(...) Dicha función se ejerce por la jurisdicción constitucional, el Consejo Superior de 
la Judicatura, la jurisdicción de lo contencioso administrativo, la jurisdicción agraria y 
rural, las jurisdicciones especiales tales como: la penal militar, la indígena y la justicia 
de paz, y la jurisdicción ordinaria que conocerá de todos los asuntos que no estén 
atribuidos por la Constitución o la ley a otra jurisdicción.” 

ARTÍCULO 4.        Modifíquese el artículo 16 de la Ley 270 de 1996 el cual quedará 
así: 
 
“ARTÍCULO 16. SALAS. La Corte Suprema de Justicia cumplirá sus funciones por 
medio de cinco salas, integradas así: La Sala Plena, por todos los Magistrados de la 
Corporación; la Sala de Gobierno, integrada por el Presidente, el Vicepresidente y los 
Presidentes de cada una de las Salas especializadas; la Sala de Casación Civil, Agraria 
y Rural, integrada por siete Magistrados; la Sala de Casación Laboral, integrada por 
siete Magistrados y la Sala de Casación Penal, integrada por nueve Magistrados. 
 
Salvo en los asuntos de competencia de la Jurisdicción Agraria y Aural, las Salas de 
Casación Civil, Agraria y Rural, Laboral y Penal, actuarán según su especialidad como 
Tribunal de Casación, pudiendo seleccionar las sentencias objeto de su 
pronunciamiento, para los fines de unificación de la jurisprudencia, protección de los 
derechos constitucionales y control de legalidad de los fallos. También conocerán de los 
conflictos de competencia que, en el ámbito de sus especialidades, se susciten entre 
las Salas de un mismo tribunal, o entre Tribunales, o entre estos y juzgados de otro 
distrito, o entre juzgados de diferentes distritos. 
 
Parágrafo. La Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia contará con 
cuatro salas de descongestión, cada una integrada por tres Magistrados de 
descongestión, que actuarán de forma transitoria y tendrán como único fin tramitar y 
decidir los recursos de casación que determine la Sala de Casación Laboral de esta 
Corte. Los Magistrados de Descongestión no harán parte de la Sala Plena, no tramitarán 
tutelas, ni recursos de revisión, no conocerán de las apelaciones en procesos especiales 
de calificación de suspensión o paro colectivo del trabajo, ni de los conflictos de 
competencia, que en el ámbito de su especialidad se susciten, y no tendrán funciones 
administrativas. El reglamento de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de 
Justicia determinará las condiciones del reparto de los procesos.  
 
Las salas de descongestión actuarán independientemente de la Sala de Casación 
Laboral de la Corte Suprema de Justicia, pero cuando la mayoría de los integrantes de 
aquellas consideren procedente cambiar la jurisprudencia sobre un determinado asunto 

o crear una nueva, devolverán el expediente a la Sala de Casación Laboral para que 
esta decida. 

La elección y los requisitos para acceder al cargo de Magistrado de las Salas de 
Descongestión Laboral serán los previstos en la Constitución y la ley para los 
Magistrados de la Corte Suprema de Justicia. La Sala Administrativa del Consejo 
Superior de la Judicatura, o quien haga sus veces, determinará la estructura y planta 
de personal de dichas salas.”de 

ARTÍCULO 5. Modifíquese el inciso primero del artículo 34° de la Ley 270 de 1996 el 
cual quedará así:

“Artículo 34. Integración y Composición. El Consejo de Estado es el máximo 
Tribunal de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo y estará integrado por 
treinta y tres (33) magistrados, elegidos por la misma Corporación para los períodos 
individuales que determina la Constitución Política, de listas superiores a cinco (5) 
candidatos, que reúnan los requisitos constitucionales, por cada vacante que se 
presente, enviadas por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura.
(...)”(...)

ARTÍCULO 6.        Modifíquese el artículo 36° de la Ley 270 de 1996, el cual quedará 
así:

“Artículo 36. De la Sala de lo Contencioso Administrativo. La Sala de lo 
Contencioso Administrativo se dividirá en cinco (5) Secciones, cada una de las cuales 
ejercerá separadamente las funciones que de conformidad con su especialidad y 
cantidad de trabajo le asigne la Sala Plena del Consejo de Estado, de acuerdo con la 
ley y el reglamento interno de la Corporación y estarán integradas de la siguiente 
manera:

La Sección Primera, por seis (6) magistrados.
La Sección Segunda se dividirá en dos (2) Subsecciones, cada una de las cuales estará 
integrada por tres (3) Magistrados.
La Sección Tercera se dividirá en tres (3) Subsecciones, cada una de las cuales estará 
integrada por tres (3) magistrados.

La Sección Cuarta, por cuatro (4) magistrados, y
La Sección Quinta, por cuatro (4) magistrados.

Sin perjuicio de las específicas competencias que atribuya la ley, el reglamento de la 
Corporación determinará y asignará los asuntos y las materias cuyo conocimiento 
corresponda a cada Sección y a las respectivas Subsecciones.

En todo caso, la acción de pérdida de investidura de congresistas será de competencia
de la sala plena de lo contencioso administrativo.de 

PARÁGRAFO TRANSITORIO. Los nuevos despachos que por medio de esta ley se 
crean para la integración de la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso 
Administrativo, tendrán la misma organización y estructura que en la actualidad tienen 
los despachos ya existentes en esa Sección”los 

ARTÍCULO 7.        Agréguese un Capítulo IV-A al Título Tercero de la Ley 270 de 1996 
del siguiente tenor:

“(...)
CAPÍTULO IV-A
DE LA JURISDICCIÓN AGRARIA Y RURALDE

ARTÍCULO 49A. INTEGRACIÓN DE LA JURISDICCIÓN AGRARIA Y RURAL. La 
Jurisdicción Agraria y Rural está integrada por la Sala de Casación Civil, Agraria y Rural 
de la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado en los asuntos de su 
competencia; así como por los Tribunales Agrarios y Rurales, y los Juzgados Agrarios y 
Rurales.

1. Del órgano de Cierre

ARTÍCULO 50A. INTEGRACIÓN. La Sala de Casación Civil, Agraria y Rural de 
la Corte Suprema de Justicia es el órgano de cierre de la Jurisdicción Agraria y 
Rural, sin perjuicio de las competencias que el artículo 237 de la Constitución 
Política de Colombia le asigna al Consejo de Estado.
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2. De los Tribunales Agrarios y RuralesDe 

ARTÍCULO 51A. JURISDICCIÓN.  Los Tribunales Agrarios y Rurales son 
creados por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura para el 
cumplimiento de las funciones que determine la ley procesal en cada distrito 
judicial agrario y rural. Tienen el número de Magistrados que determine la Sala 
Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura que, en todo caso, no será 
menor de tres.

Los Tribunales Superiores ejercerán sus funciones por conducto de la Sala Plena, 
integrada por la totalidad de los Magistrados, por la Sala de Gobierno, por las 
Salas especializadas y por las demás Salas de Decisión plurales e impares, de 
acuerdo con la ley.acu

ARTÍCULO 52A. DE LA SALA PLENA.  La Sala Plena de los Tribunales Agrarios 
y Rurales, conformada por la totalidad de los Magistrados que integran la 
Corporación ejercerá las siguientes funciones:
1. Elegir los jueces de lo Agrarios y Rurales de listas que, conforme a las 

normas sobre Carrera Judicial le remita la Sala Administrativa del respectivo 
Consejo Seccional de la Judicatura.

2. Elegir al Presidente y al Vicepresidente de la Corporación, y a los empleados 
que le corresponda conforme a la ley o al reglamento.

3. Hacer la evaluación del factor cualitativo de la calificación de servicios de los 
Jueces Agrarios y Rurales del respectivo Distrito Judicial, que servirá de base 
para la calificación integral.

4. Dirimir los conflictos de competencias que surjan entre las secciones o 
subsecciones de un mismo Tribunal y aquellos que se susciten entre dos 
Jueces Agrarios y Rurales del mismo distrito.

5. Las demás que le asigne la ley.

3.    De los Juzgados Agrarios y Rurales

ARTÍCULO 53A. INTEGRACIÓN. La célula básica de la organización judicial para la 
administración de justicia agraria y rural es el Juzgado Agrario y Rural. El mismo se 
integrará por los jueces, el secretario, los asistentes que la especialidad demande y el 

personal auxiliar calificado que determine el Consejo Superior de la Judicatura, de 
conformidad con las necesidades de servicios identificadas por este último. Cuando el 
número de asuntos o procesos agrarios y rurales por juzgado así lo justifique, el Consejo 
Superior de la Judicatura podrá crear jueces adjuntos en los despachos judiciales, 
asignando a cada uno el reparto individual de los procesos que corresponda para su 
conocimiento y decisión, de conformidad con lo dispuesto por el Consejo Superior de la 
Judicatura en virtud del artículo 63° de esta ley. 
  
PARÁGRAFO 1°. La creación progresiva de los juzgados agrarios y rurales se hará de 
conformidad con lo establecido en el Acto Legislativo 03 de 2023. 
  
PARÁGRAFO 2°. Los Juzgados Agrarios y Rurales contarán con equipos técnicos e 
interdisciplinarios, conformados a partir del reconocimiento de las necesidades que 
requieren los asuntos a su cargo, a efectos de administrar justicia de manera célere y 
en estricta aplicación de los principios y procedimientos del Derecho Agrario. 
  
ARTÍCULO 54A. CENTROS ESPECIALIZADOS DE APOYO TÉCNICO AGRARIO Y 
RURAL. Los Tribunales y Juzgados Agrarios y Rurales se apoyarán en equipos 
interdisciplinarios cuya función será ofrecer el soporte técnico, pericial y de contexto 
requerido por los Magistrados y Jueces Agrarios y Rurales para la debida administración 
de justicia, en atención a la normatividad, singularidad y territorialidad de las 
controversias agrarias y rurales. Los equipos interdisciplinarios de que trata el presente 
artículo integrarán los Centros Especializados de Apoyo Técnico Agrario y Rural que, a 
su vez, estarán conformados por (1) Coordinador y cinco (5) profesionales 
seleccionados de acuerdo con las necesidades de servicio identificadas por el Consejo 
Superior de la Judicatura. 
  
PARÁGRAFO. Los Centros Especializados de Apoyo Técnico serán creados por el 
Consejo Superior de la Judicatura y podrán atender las necesidades de servicios de 
hasta un (1) Tribunal Agrario y Rural y dos (2) juzgados agrarios y rurales 
respectivamente, de acuerdo con la demanda y distribución que determine el Consejo 
Superior de la Judicatura. 
  
ARTÍCULO 55A. FACILITADORES AGRARIOS Y RURALES. Los Tribunales y 
Juzgados Agrarios y Rurales de la Jurisdicción Agraria y Rural contarán con un facilitador 

agrario y rural, profesional en Derecho y/o profesiones afines, cuya función será proveer 
información y orientación jurídica a los ciudadanos interesados en acceder a los 
servicios de administración de justicia en asuntos y controversias relacionados  con la 
jurisdicción territorial de los circuitos y distritos judiciales agrarios y rurales, las 
competencias y trámites requeridos a la justicia agraria y rural, las rutas de acceso a la 
administración de justicia agraria y rural, entre otros, y podrán desarrollar las 
actuaciones que le sean asignadas por los jueces del circuito con el objeto de facilitar 
el acceso a la justicia de sujetos de especial protección constitucional.  
 
Los facilitadores agrarios y rurales prestarán un servicio público gratuito que busca la 
materialización del derecho fundamental de acceso a la justicia.  En este sentido, no 
podrá cobrarse a los usuarios por los servicios de información y orientación jurídica. 
  
PARÁGRAFO. La formación de los facilitadores estará a cargo de la Escuela Judicial 
Rodrigo Lara Bonilla y su vinculación se hará conforme a los criterios establecidos por 
el Consejo Superior de la Judicatura. 
  
ARTÍCULO 56A. RÉGIMEN DE LOS JUZGADOS. Los Juzgados Agrarios y Rurales 
que de conformidad con las necesidades de la administración de justicia determine la 
Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura para el cumplimiento de las 
funciones que prevea la ley procesal en cada circuito o municipio, integran la 
Jurisdicción Agraria y Rural. Sus características, denominación y número serán 
establecidos por esa misma Corporación, de conformidad con lo establecido en la Ley. 
  
PARÁGRAFO. En lo que refiere a la gestión administrativa de los Juzgados Agrarios y 
Rurales, éstos podrán compartir logística con las entidades de la rama ejecutiva de 
mayor presencia en áreas rurales que para ese propósito celebren un convenio 
interadministrativo con el Consejo Superior de la Judicatura.” 
 
En las zonas rurales en donde haya poca presencia de entidades de la rama ejecutiva, 
el Consejo Superior de la Judicatura coordinará la creación de nuevos despachos 
judiciales, teniendo en cuenta las zonas localizadas por el Ministerio de Agricultura y el 
Ministerio de Justicia y del Derecho, en función de los volúmenes demográficos y 
rurales, pocas vías de comunicación y medios de transporte.  La creación de estos 

despachos judiciales se realizará bajo los principios de sostenibilidad fiscal, gradualidad, 
progresividad, y de acuerdo a las necesidades específicas de los territorios.  

ARTÍCULO 8. Modifíquese el artículo 50 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así:

“ARTÍCULO 50: Con el objeto de desconcentrar el funcionamiento de la administración 
de justicia, y sin perjuicio de lo dispuesto en normas especiales, para efectos judiciales, 
el territorio de la nación se divide en distritos judiciales, distritos judiciales 
administrativos o distritos judiciales agrarios y rurales. Los distritos judiciales 
administrativos y los distritos judiciales agrarios y rurales se dividen en circuitos. En la 
jurisdicción ordinaria, los circuitos estarán integrados por jurisdicciones municipales.

La división judicial podrá no coincidir con la división político administrativa y se hará 
procurando realizar los principios de fácil acceso, proporcionalidad de cargas de trabajo, 
proximidad y fácil comunicación entre los distintos despachos, cercanía del juez con los 
lugares en que hubieren ocurrido los hechos, oportunidad y celeridad del control 
ejercido mediante la segunda instancia y suficiencia de recursos para atender la 
demanda de justicia.”dem

ARTÍCULO 9°. PROVISIÓN DE CARGOS. Para la provisión de los cargos de juez de 
los Juzgados Agrarios y Rurales y de magistrados de los Tribunales Agrarios y Rurales, 
el Consejo Superior de la Judicatura dispondrá de la realización de un concurso de 
méritos conforme a las reglas señaladas en la ley e incorporará como criterio de 
valoración el conocimiento de la normativa en materia agraria, ambiental, en derecho 
administrativo y en las normas que desarrollan el proceso judicial agrario y rural, y el 
proceso contencioso administrativo.

Para lograr la cobertura de las zonas priorizadas según los criterios establecidos en el 
Acto Legislativo 03 de 2023, la provisión de los cargos de juez y magistrado en estos 
despachos podrá realizarse en provisionalidad, hasta tanto se surta el respectivo 
concurso y se provea el cargo en propiedad, de acuerdo con las listas respectivas. No 
obstante, para posesionarse y ejercer los cargos de juez y magistrado deberán tomar y 
aprobar, el curso de capacitación en la normatividad agraria y ambiental, en derecho 
administrativo, en el procedimiento judicial agrario y rural y en el proceso contencioso 
administrativo, de acuerdo con el plan que para tal fin diseñe e implemente la Escuela 
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Judicial Rodrigo Lara Bonilla, cuyo diseño deberá efectuarse dentro de los seis (6) meses 
siguientes a la expedición de esta Ley. 
 
PARÁGRAFO 1°. El Consejo Superior de la Judicatura deberá convocar al concurso de 
méritos de que trata el parágrafo anterior dentro de los seis (6) meses siguientes a 
partir de la expedición de esta ley, fijando un cronograma que permita culminar el 
concurso y proveer los cargos por el sistema de carrera en un plazo no mayor a un (1) 
año. 
 
PARÁGRAFO 2°. Los exámenes de conocimiento en los concursos para proveer cargos 
de Jueces Agrarios y Rurales y Magistrados de los Tribunales Agrarios y Rurales 
comprenderán, en forma preponderante, temas de derecho agrario y derecho 
administrativo.  
 
ARTÍCULO 10° PRESUPUESTO. El Gobierno Nacional garantizará los recursos 
necesarios para la implementación y funcionamiento de la Jurisdicción Agraria y Rural 
asegurando la disponibilidad presupuestal de acuerdo con las leyes orgánicas de 
presupuesto, el Marco Fiscal de Mediano Plazo y el Marco de Gasto de Mediano Plazo 
establecido para el sector. 
 
ARTÍCULO 11°. ARMONIZACIONES. De conformidad con el artículo 4° del Acto 
Legislativo 03 de 2023, sustitúyase la expresión “Sala Civil y Agraria” por “Sala Civil, 
Agraria y Rural” en la Ley 270 de 1996 y demás normas que corresponda. Así mismo, 
inclúyase la expresión “y la jurisdicción agraria y rural” en todas las disposiciones de la 
Ley 270 de 1996 que hagan referencia a facultades, atribuciones y disposiciones 
comunes a las Jurisdicciones Ordinaria y Contenciosa Administrativa de que trata el 
Título Tercero de la ley en cuestión. 
 
ARTÍCULO 12° VIGENCIA. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga 
todas las disposiciones que le sean contrarias. 
 
Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992, me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado 
de la República del día 13 de diciembre de 2023 al PROYECTO DE LEY No. 157 DE 
2023 SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE MODIFICA LA LEY 270 DE 1996, 

SE DETERMINA LA INTEGRACIÓN Y ESTRUCTURA DE LA JURISDICCIÓN 
AGRARIA Y RURAL, Y SE ADOPTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 
 
Cordialmente, 
 
 
 
ALEXANDER LÓPEZ MAYA  CARLOS FERNANDO MOTOA SOLARTE 
Senador de la República   Senador de la República  
 
 

 
ALEJANDRO A. VEGA PÉREZ  GERMÁN BLANCO ÁLVAREZ 
Senador de la República   Senador de la República 
 
 

 
ALFREDO DELUQUE ZULETA  HUMBERTO DE LA CALLE LOMBANA 
Senador de la República             Senador de la República 
  
 

 
MARÍA FERNANDA CABAL M.  JULIÁN GALLO CUBILLOS  
Senadora de la República   Senador de la República 
 
 

El presente Texto Definitivo, fue aprobado con modificaciones en Sesión Plenaria del 
Senado de la República del día 13 de diciembre de 2023, de conformidad con el 
articulado propuesto. 
 
 
 
GREGORIO ELJACH PACHECO 
Secretario General 

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 12 DE DICIEMBRE DE 2023 AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 190 

DE 2023 SENADO – 293 DE 2023 CÁMARA

por la cual se establecen exenciones de impuestos de carácter nacional y tributos aduaneros  
para la realización de la Copa Mundial Femenina Sub 20 FIFA 2024.

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 12 DE DICIEMBRE DE 2023 AL PROYECTO DE LEY No. 190 

DE 2023 SENADO – 293 DE 2023 CÁMARA “POR LA CUAL SE ESTABLECEN 
EXENCIONES DE IMPUESTOS DE CARÁCTER NACIONAL Y TRIBUTOS 

ADUANEROS PARA LA REALIZACIÓN DE LA COPA MUNDIAL FEMENINA SUB 20 
FIFA 2024”. 

 
EL CONGRESO DE COLOMBIA  

 
DECRETA: 

 
Articulo 1°. Objeto. La presente ley tiene como objeto establecer mecanismos que 
faciliten y promuevan la realización de la Copa Mundial Femenina Sub 20 de la FIFA en 
el territorio nacional en el año 2024, a través de exenciones de impuestos de carácter 
nacional y tributos aduaneros. 
 
Articulo 2°. Beneficios Tributarios. Con ocasión de la realización de la Copa 
Mundial Femenina Sub 20 FIFA 2024, se establecen los siguientes beneficios 
tributarios: 
 

1. Los impuestos sobre la renta y complementario de ganancias ocasionales, 
sobre las ventas (IVA) y el gravamen a los movimientos financieros (GMF) no 
serán impuestos a la Federación Internacional de Fútbol Asociación (en 
adelante FIFA) y/o a las filiales de la FIFA, a la Delegación de la FIFA, Equipos, 
Funcionarios de Juego, Asociaciones Miembros, Asociaciones de Miembros 
Participantes y a miembros, Confederaciones invitadas, personal y empleados 
de estas partes, con excepción de las jugadoras. 
 
2. La FIFA y las filiales de la FIFA, Equipos, funcionarios de Juego, 
Confederaciones invitadas de la FIFA, Asociaciones Miembros, Asociaciones de 
Miembros Participantes, no constituyen un establecimiento permanente en el 
país, ni están de cualquier otra manera sujetos a los impuestos sobre la renta 
y complementario de ganancias ocasionales, sobre las ventas (IVA) y el 
gravamen a los movimientos financieros (GMF). 

 
3. No habrá lugar a retención en la fuente a título del impuesto sobre la renta 
y complementario de ganancias ocasionales sobre los pagos o abonos en 

cuenta que se efectúen a la FIFA y/o a las filiales de la FIFA y sobre pagos o 
abonos en cuenta que realice la FIFA y/o filiales de la FIFA a los sujetos de 
que trata este artículo. Tampoco habrá lugar a retención a título del gravamen 
a los movimientos financieros (GMF) sobre los pagos o abono en cuenta que 
realice la FIFA y/o filiales de la FIFA. 

 
4. La FIFA y/o las filiales de la FIFA, la Delegación de la FIFA, Equipos, 
funcionarios de Juego, Asociaciones Miembros, Asociaciones de Miembros 
Participantes y a miembros, Confederaciones invitadas, personal y empleados 
de estas partes, tienen el derecho a la devolución total del valor del impuesto 
sobre las ventas (IVA) en productos o servicios adquiridos mediante factura 
electrónica de venta. 

 

Parágrafo 1°. El Ministerio del Deporte o la dependencia que este delegue 
expedirá un certificado que acredite la condición de sujeto beneficiario de los 
beneficios tributarios de que trata el presente artículo. 
 
Parágrafo 2°. Los beneficios tributarios consagrados en el presente artículo 
deberán corresponder a las operaciones o transacciones asociadas al 
desarrollo de la Copa Mundial Femenina Sub 20 FIFA 2024. 
 

Articulo 3°. Beneficios para las Importaciones. Con ocasión de la realización 
de la Copa Mundial Femenina Sub 20 FIFA 2024, se establecen las siguientes 
exenciones de los tributos aduaneros para las importaciones: 
 
A. PERSONAS Y ENTIDADES BENEFICIARIAS: 

1. La FIFA, filiales de la FIFA y todos los miembros de la Delegación de la 
FIFA; 

2. Funcionarios de las Confederaciones invitadas de la FIFA; 

3. Todos los funcionarios de la Asociación de Miembros Participantes; 

4. Funcionarios de los encuentros deportivos; 
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5. Los equipos (y miembros de la delegación de cada equipo, incluyendo los 
médicos de los mismos); 

 
6. Personal Comercial; 

7. Titulares de licencias y sus funcionarios; 

8. Programadora Anfitriona, Agencia de Derechos de radiodifusión, de 
difusión televisiva y personal de las mismas; 

9. Personal de los socios de comercialización minorista y de artículos de la 
FIFA, Proveedores de Alojamiento de la FIFA, socios de boletería de la FIFA y 
socios de Soluciones IT de la FIFA; 

10. Personal de los asesores designados de la FIFA; 

11. Personal de los socios/proveedores de servicios de hospitalidad de la 
FIFA; 

12. Personal de los socios/proveedores de servicio web de la FIFA; y 

13. Representante de los medios de comunicación. 

B. MERCANCÍAS EXCLUIDAS (Lista no exhaustiva): 

1. Equipo técnico y alimentos para los equipos; 

2. Todo el equipo técnico (incluyendo equipos de grabación y radiodifusión) 
de propiedad de la FIFA, estaciones transmisoras de radio y televisión, 
Agencias de Derechos de Radiodifusión, de difusión televisiva y de la 
Programadora Anfitriona; 

3. Todo el equipo técnico (tales como cámaras y dispositivos de computación) 
de propiedad de los representantes de los medios de comunicación; 

4. Equipos médicos y suministros (incluyendo productos farmacéuticos) para 

los equipos y representantes del Comité Médico de la FIFA; 

5. Material de oficina y equipo técnico necesario en cualquier sede operativa 
y centros organizacionales de todas las personas y entidades beneficiarias en 
el Literal A del presente artículo (tales como fotocopiadoras, computadores, 
impresoras, escáneres, máquinas de fax y otros equipos de telecomunicación); 

6. Equipo técnico, tales como bolas de fútbol y equipos, necesario para la 
FIFA, la Asociación de miembros participantes y/o los equipos; 

7. Material publicitario y promocional para la Competición de todas las 
personas y entidades beneficiarias previstas en el literal A del presente 
artículo; 

8. Materiales para la implementación operativa de los contratos con filiales 
comerciales; 

9. Material relacionado con la explotación de los derechos asociados a la 
competición y al desempeño de las obligaciones atinentes a la competición de 
todas las personas y entidades beneficiarias previstas en el literal A del 
presente artículo; 

10. Artículos de valor en especie, tales como, sin limitación, vehículos o 
hardware de tecnología de información, a ser suministrados por cualquiera de 
las filiales de la FIFA y/o la Asociación Anfitriona; y 

11. Cualquier otro material requerido por las personas y entidades 
beneficiarias previstas en el Literal A del presente artículo para la 
organización, montaje, administración, mercadeo, implementación de 
derechos, entre otros, en relación con la Competición. 

Parágrafo. El Gobierno nacional, en desarrollo de la Ley 1609 de 2013, establecerá 
los procedimientos que se requieran para facilitar la importación y la reexportación 
de las mercancías requeridas para la realización de la competencia. 

Articulo 4°. Exoneración del Equipaje del Viajero. Se encuentran exonerados 
del gravamen ad valórem, a que hace referencia el Decreto Ley 1742 de 1991, el 

equipaje de los viajeros procedentes del exterior que posean tiquetes válidos para 
asistir a la competencia de la Copa Mundial Femenina Sub 20 FIFA 2024. 
 
Articulo 5°. Procedencia de los Beneficios. El Gobierno Nacional reglamentará 
las condiciones y requisitos para la procedencia de los beneficios contemplados en la 
presente Ley, tales como términos, plazos y condiciones para las devoluciones del 
impuesto sobre las ventas (IVA), reintegros de retenciones y autorretenciones en la 
fuente a título del impuesto sobre la renta y complementario de ganancias 
ocasionales y a título del gravamen a los movimientos financieros (GMF) que se 
hayan efectuado a los beneficiarios de la presente Ley. 
 
Los aspectos no contemplados se regirán por las normas generales contenidas en el 
Estatuto Tributario y por las normas que lo modifiquen o adicionen. 
 
Articulo 6°. Tributación Territorial. Las autoridades departamentales, distritales 
y municipales podrán gestionar ante las respectivas Asambleas y Concejos, la 
creación de beneficios fiscales, respecto de los tributos del orden territorial, que 
puedan causar los destinatarios de la presente Ley. 
 
Articulo 7°. Aplicación Temporal de la Ley. Los beneficios contemplados en la 
presente Ley se aplicarán a los hechos, operaciones o transacciones que se realicen 
entre el día de su promulgación y un mes después de la fecha en que se lleve a cabo 
la final de la Copa Mundial Femenina Sub 20 FIFA 2024. 
 
Parágrafo. En caso de que se presente una situación de fuerza mayor o caso fortuito 
o cualquier situación, evento o circunstancia que impida el desarrollo de la Copa 
Mundial Femenina Sub 20 FIFA 2024, en la fecha inicialmente prevista, y que dicho 
cambio de fecha implique una modificación en la denominación del campeonato, las 
referencias de la Copa Mundial Femenina Sub 20 FIFA 2024, contenidas en la 
presente Ley, se entenderán sustituidas por el nombre que se le asigne al referido 
campeonato debido a su aplazamiento. 
 
Articulo 8°. Informe. El Gobierno nacional rendirá Informe a las comisiones 
terceras de la Cámara de Representantes y el Senado de la República, en el primer 
semestre de la siguiente legislatura en que se lleve a cabo el campeonato, sobre el 
impacto fiscal de la presente Ley. 

Articulo 9°. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación. 
 
 
Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992, me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado de 
la República del día 12 de diciembre de 2023 al PROYECTO DE LEY No. 190 DE 2023 
SENADO – 293 DE 2023 CÁMARA “POR LA CUAL SE ESTABLECEN EXENCIONES 
DE IMPUESTOS DE CARÁCTER NACIONAL Y TRIBUTOS ADUANEROS PARA LA 
REALIZACIÓN DE LA COPA MUNDIAL FEMENINA SUB 20 FIFA 2024”. 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
IMELDA DAZA COTÉS    LILIANA ESTHER BITAR CASTILLA 
Senadora Ponente     Senadora Ponente    
 
 
 
El presente Texto Definitivo, fue aprobado sin modificaciones en Sesión Plenaria del Senado 
de la República del día 12 de diciembre de 2023, de conformidad con el articulado 
propuesto. 
 
 
 
 
GREGORIO ELJACH PACHECO 
Secretario General 
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TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 13 DE DICIEMBRE DE 2023 AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 211 

DE 2022 SENADO 

por medio de la cual se crean los Centros de Deporte – Cubos, el Sistema de Información Inteligente de 
Deporte (SIIDEP) y el algoritmo de detección de talentos deportivos – Cristina.

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 13 DE DICIEMBRE DE 2023 AL PROYECTO DE LEY No. 

211 DE 2022 SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE CREAN LOS CENTROS DE 
DEPORTE – CUBOS, EL SISTEMA DE INFORMACIÓN INTELIGENTE DE 
DEPORTE – SIIDEP Y EL ALGORITMO DE DETECCIÓN DE TALENTOS 

DEPORTIVOS – CRISTINA” 
 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA 
 

DECRETA: 
 
Artículo 1. Objeto. La presente ley tiene por objeto crear los Centros de Deporte y 
recreación - CUBOS, el sistema de Información Inteligente de Deporte - SIIDEP y el 
Algoritmo de Detección de Talentos Deportivos - Cristina con el propósito de incentivar 
la recreación y la práctica del deporte.  
 
Artículo 2. Créense los Centros de Deporte y recreación - CUBOS para 
incentivar la recreación y la práctica del deporte de las comunidades. Los 
CUBOS son espacios físicos que estarán ubicados en las entidades territoriales los cuales 
estarán al servicio, uso y disfrute de los ciudadanos a través de eventos deportivos de 
los diferentes programas incluidos en la oferta institucional. Dicha información de la 
oferta disponible contendrá, entre otras, el listado de servicios lúdico recreativos del 
ente territorial, las diferentes disciplinas deportivas que se ofrecen, así como la 
información y condiciones de inscripción para la participación.  
 
Cualquier entidad territorial tendrá la potestad de crear un CUBO en su jurisdicción, 
también podrán contratar su uso, operación y administración con las Juntas de Acción 
Comunal. El Gobierno Nacional y las entidades territoriales donde se ubiquen los CUBOS 
podrán asignar recursos de sus presupuestos con el propósito de la implementación de 
esta iniciativa, también se podrán financiar a través de donaciones privadas o de 
cualquier tipo de partida presupuestal.  
 
Los CUBOS deberán garantizar, en especial, la accesibilidad de niños, niñas y 
adolescentes en situación de discapacidad y de las personas mayores, promoviendo 

espacios, disciplinas y actividades deportivas que propicien su participación y como 
herramienta de desarrollo físico, cognitivo, emocional y social.  
La información, registro y datos de quienes accedan a los servicios de los CUBOS serán 
recopilados en atención a lo dispuesto en la ley de protección de datos. 
 
Parágrafo 1. Los CUBOS serán herramientas complementarias de la política pública de 
deporte que ya se esté ejecutando en el ente territorial.  
 
Parágrafo 2. El Gobierno Nacional, a través del Ministerio del Deporte, reglamentará 
todo lo relacionado con el funcionamiento, operación y administración de los CUBOS, 
de conformidad con lo dispuesto en la presente Ley, en los seis (6) meses siguientes a 
su entrada en vigencia, en todo caso para la ubicación de los CUBOS se fomentará la 
instalación en zonas rurales, para mejorar la calidad de vida en el campo colombiano.  
 
Parágrafo 3. Para el diseño de los CUBOS se tendrá en cuenta un enfoque territorial, 
que reconozca las capacidades y la trayectoria de los deportistas locales, en el ámbito 
competitivo y de alto rendimiento. De tal manera que se garantice que los CUBOS 
contarán con los espacios adecuados para la continuidad de estas actividades 
deportivas.  
 
Artículo 3. Sistema de Información. Los CUBOS socializarán y publicarán en sus 
instalaciones y en el Sistema de Información Inteligente de Deporte - SIIDEP la 
información de las demás instalaciones deportivas, públicas o privadas, ubicadas en la 
entidad territorial correspondiente donde las comunidades puedan acudir en procura 
del ejercicio de las disciplinas deportivas.  
 
Los CUBOS se podrán vincular con escuelas y ligas deportivas, entidades privadas o con 
los entes territoriales o institucionales para fomentar el deporte.  
 
Los CUBOS registrarán en el SIIDEP la información sobre el rendimiento, los logros y el 
desempeño de los participantes en las diferentes actividades deportivas. A partir de 
estos datos se detectarán potenciales talentos que podrán ser consultados o tenidos en 
cuenta para las diversas convocatorias, beneficios u oportunidades ofertadas por las 
entidades territoriales, así como por entidades privadas o educativas. Además de los 
usuarios, la información del SIIDEP podrá ser consultada por las instituciones deportivas 

de las entidades territoriales para la implementación de políticas de formación y 
capacitación.  
Los deportistas registrados en el SIIDEP que se destaquen por sus resultados, tendrán 
prelación en la asignación de becas deportivas y estudiantiles que oferte el Ministerio 
del Deporte en coordinación con el Ministerio de Educación.  
 
Artículo 4. Instalaciones accesibles y seguras. Las instalaciones de los CUBOS 
deben contar con acceso adecuado a todos los servicios básicos de agua potable, 
alcantarillado y energía eléctrica, así como al servicio de internet. Adicionalmente, 
podrán tener aulas dotadas para dictar capacitaciones y actividades de formación de 
diferentes disciplinas deportivas. Los CUBOS deben implementar sistemas de seguridad 
que prevengan el acoso sexual, hostigamiento y consumo de sustancias alucinógenas 
dentro y alrededor de sus instalaciones, así mismo deberá garantizar la vida e integridad 
física de los usuarios dentro de las instalaciones.  
 
Parágrafo. Las instalaciones de los CUBOS podrán ejecutarse en infraestructura 
existente de la entidad territorial. En todo caso, con el propósito de garantizar la 
accesibilidad de niños, niñas y adolescentes en situación de discapacidad y de las 
personas mayores, se adecuará la infraestructura.  
 
Artículo 5. Crear el Sistema de Información Inteligente de Deporte - SIIDEP. 
El SIIDEP es un sistema de información gratuita que estará disponible para los usuarios 
de los CUBOS, entidades territoriales, instituciones y entes privados, deportivos o 
educativos autorizados, que cumplan con las condiciones dispuestas en la 
reglamentación que de la presente ley haga el Gobierno Nacional. El SIIDEP tiene los 
siguientes objetivos principales: (a) llevar el control de las asistencias de las actividades 
de los CUBOS; (b) almacenar la hoja de vida deportiva de los usuarios, la cual deberá 
identificar población en situación de discapacidad y la pertenencia a población indígena; 
(c) almacenar los entrenamientos de los usuarios y los resultados de las pruebas que 
realicen y logros obtenidos; (d) ofrecer servicios de manera virtual como cursos, 
capacitaciones, asistencias, entre otros.  
 
Parágrafo 1. Toda información almacenada será tratada de conformidad con la ley de 
protección de datos  

Parágrafo 2. El Sistema contará con una aplicación móvil gratuita y acceso por el 
explorador web.  
 
Parágrafo 3. El Gobierno Nacional, a través del Ministerio del Deporte, reglamentará 
lo dispuesto en este artículo en los seis (6) meses siguientes a la entrada en vigencia 
de la presente ley.  
 
Artículo 6. Crear el algoritmo de detección de talentos deportivos - 
CRISTINA. El algoritmo Cristina tiene como objetivo detectar desempeños superiores 
en las actividades deportivas que sean ingresadas en el SIIDEP. El Ministerio del 
Deporte, con el concurso de los organismos del Sistema Nacional del Deporte, diseñará 
el modelo, dentro del algoritmo CRISTINA, para la detección e identificación del talento 
deportivo como proceso de largo plazo que permita el incremento y mantenimiento de 
la reserva deportiva del país para que sea implementado por los organismos del Sistema 
Nacional del Deporte. 
 
La información que provenga de CRISTINA podrá ser accedida por las instituciones 
deportivas privadas y de las entidades territoriales para valorar el desempeño de las 
actividades de los usuarios. El Gobierno Nacional, a través del Ministerio del Deporte, 
tendrá seis (6) meses a partir de la entrada en vigencia de esta ley para diseñar e 
implementar el algoritmo CRISTINA.  
 
Parágrafo 1.  La creación del algoritmo de detección de talentos deportivos – 
CRISTINA se realizará con parámetros éticos en el diseño y desarrollo de sus funciones, 
garantizando que los datos con los que sea entrenado prevengan discriminaciones 
raciales, religiosas o de género y bajo la estricta supervisión y control humano.  
 
Artículo 7. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga las disposiciones 
que le sean contrarias. 
 
 
Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992, me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado 
de la República del día 13 de diciembre de 2023 al PROYECTO DE LEY No. 211 DE 
2022 SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE CREAN LOS CENTROS DE 
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DEPORTE – CUBOS, EL SISTEMA DE INFORMACIÓN INTELIGENTE DE 
DEPORTE – SIIDEP Y EL ALGORITMO DE DETECCIÓN DE TALENTOS 
DEPORTIVOS – CRISTINA”. 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
JOSÉ ALFREDO MARÍN LOZANO   BERENICE BEDOYA PÉREZ  
Coordinador Ponente     Senador Ponente  
 
 
 
El presente Texto Definitivo, fue aprobado con modificaciones en Sesión Plenaria del 
Senado de la República del día 13 de diciembre de 2023, de conformidad con el 
articulado propuesto. 
 
 
 
 
GREGORIO ELJACH PACHECO 
Secretario General 
 
Elaboró – Sarly Novoa 
Revisó – Ruth Luengas Peña  
Revisó – Dr. Gregorio Eljach Pacheco 
Revisó – H.S. Ponente. 

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 11 DE DICIEMBRE DE 2023 AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 231 

DE 2022 SENADO

por medio del cual se garantiza el acceso al servicio público domiciliario de gas combustible por redes en 
nuevas Viviendas de Interés Social (VIS) y Viviendas de Interés Prioritario (VIP).

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 11 DE DICIEMBRE DE 2023 AL PROYECTO DE LEY No. 

231 DE 2022 SENADO “POR MEDIO DEL CUAL SE GARANTIZA EL ACCESO AL 
SERVICIO PÚBLICO DOMICILIARIO DE GAS COMBUSTIBLE POR REDES EN 
NUEVAS VIVIENDAS DE INTERÉS SOCIAL, VIS Y VIVIENDAS DE INTERÉS 

PRIORITARIO, VIP” 
 

 

EL CONGRESO DE COLOMBIA 

DECRETA: 
 

ARTÍCULO 1º. OBJETO. Garantizar el acceso al servicio público domiciliario esencial 
de gas combustible por redes en nuevas viviendas de interés social, VIS, y viviendas de 
interés prioritario, VIP. 
 

ARTÍCULO 2°. DEFINICIONES. Para efectos de la presente Ley se aplicarán las 
siguientes definiciones:  
 
Gas Natural:  Es un hidrocarburo resultado de una mezcla de gases ligeros de origen 
natural. Contiene metano en una proporción de 75% al 95%. Normalmente incluye 
algunas cantidades variables de otros alcanos como el etano, propano, butano, 
nitrógeno, dióxido de carbono, sulfuro de hidrógeno, helio y argón. 
 
Conexión: Conjunto de bienes que permiten conectar a un usuario residencial con las 
redes de distribución de gas combustible. La conexión se compone de la acometida, 
medidor y el regulador. 
 
Red interna: Conjunto de redes, tuberías, accesorios y equipos que integran el sistema 
de suministro del servicio público al inmueble a partir del medidor. Para edificios de 
propiedad horizontal o condominios, es aquel sistema de suministro del servicio al 
inmueble a partir del registro de corte general, cuando lo hubiere. 
 
Gas Combustible por redes: Es cualquier gas que pertenezca a una de las dos 
familias de gases combustibles (gas natural y gas licuado de petróleo por redes) y cuyas 

características permiten su empleo en artefactos a gas, según lo establecido en la 
Norma Técnica Colombiana NTC-3527, o aquellas que la modifiquen, sustituyan o 
complementen. 
 
Servicio Público Domiciliario de Gas Combustible por redes: Es la conducción 
de gas combustible a través de redes de tubería, desde las Estaciones Reguladoras de 
Puerta de Ciudad, o desde una Estación de Transferencia de Custodia de Distribución o 
desde un Tanque de Almacenamiento, hasta la conexión de un usuario, en concordancia 
con la definición del numeral 14.28 del Artículo 14 de la Ley 142 de 1994. 
 
Gas Licuado de Petróleo (GLP): Es una mezcla de hidrocarburos livianos 
constituidos principalmente propano y butano, extraídos del procesamiento del gas 
natural y refinamiento del petróleo, gaseosos en condiciones atmosféricas, que se licúan 
fácilmente por enfriamiento o compresión. 

 
ARTÍCULO 3°. ÁMBITO DE APLICACIÓN. Esta Ley aplica para todos los proyectos 
VIS y VIP que se construyan en zonas donde existan redes de distribución de gas 
combustible y el propietario sea un sujeto de especial protección. 
 

ARTÍCULO 4°. FINANCIACIÓN DE CONEXIÓN Y RED INTERNA. El Gobierno 
Nacional garantizará los recursos para subsidiar el 70% del valor de la conexión e 
instalación interna para el servicio público domiciliario de gas combustible por redes en 
las nuevas viviendas de interés social, VIS, y viviendas de interés prioritario, VIP. Dentro 
de los doce meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente Ley el Gobierno 
Nacional reglamentará el mecanismo para hacer efectiva la entrega del subsidio a los 
usuarios beneficiarios.   
El 30% del valor de la Conexión se incluirá dentro de valor de la vivienda a financiar 
por parte de entidad financiera o a pagar por directamente por parte del usuario 
beneficiario.   
 
Parágrafo 1. El valor de la conexión e instalación interna para el servicio de gas 
combustible por redes en las viviendas VIS y VIP existentes a la entrada en vigencia de 
la presente Ley se podrá cubrir con recursos del Fondo Especial Cuota de Fomento o 

del Fondo Único de Soluciones Energéticas, FONENERGÍA, siguiendo los procedimientos 
que apliquen para el acceso a recursos de estos Fondos.  
 
Parágrafo 2. El Ministerio de Minas y Energía, o quien este delegue, establecerá (i) el 
valor máximo de la conexión y la red interna que será sujeto del subsidio del 70% y de 
la financiación del 30%; y (ii) los criterios y procedimientos para definir los proyectos 
de VIS y VIP sobre los cuales se garantizará el subsidio del 70%. Criterios de focalización 
que se determinarán en concordancia con el ingreso per cápita de la familia y la 
clasificación SISBEN. 
 

ARTÍCULO 5. ENTREGA DE CONEXIÓN E INSTALACIÓN INTERNA. Cuando el 
Gobierno Nacional haya subsidiado el valor de la conexión y la instalación interna para 
el servicio de gas combustible por redes en las nuevas viviendas VIS y VIP en los 
términos establecidos en el Artículo 3, los constructores de dichas viviendas deberán 
entregarlas con las respectivas conexiones e instalaciones.  En ningún caso, el costo de 
lo subsidiado podrá ser trasladado al usuario, ni exceder el tope establecido por la ley 
para la financiación de VIS Y VIP de que trata la presente ley.  
 

ARTÍCULO 6. MEJORA EN CALIDAD DE VIDA DE USUARIOS VIS Y VIP. El 
Gobierno Nacional a través de Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio emitirá planes 
y programas que fomenten distintos usos del gas combustible por redes como 
calefacción y refrigeración por parte de usuarios residenciales en viviendas VIS y VIP. 
 

ARTÍCULO 7. VIGENCIA Y DEROGATORIAS. La presente Ley rige a partir de su 
promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias. 

 
Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992, me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado 
de la República del día 11 de diciembre de 2023 al PROYECTO DE LEY No. 231 DE 
2022 SENADO “POR MEDIO DEL CUAL SE GARANTIZA EL ACCESO AL 
SERVICIO PÚBLICO DOMICILIARIO DE GAS NATURAL COMBUSTIBLE POR 

REDES EN NUEVAS VIVIENDAS DE INTERÉS SOCIAL, VIS Y VIVIENDAS DE 
INTERÉS PRIORITARIO, VIP”. 
 
 
 
ANA MARIA CASTAÑEDA GOMEZ  
Senador de la República 
        
 
El presente Texto Definitivo, fue aprobado con modificaciones en Sesión Plenaria del 
Senado de la República del día 11 de diciembre de 2023, de conformidad con el 
articulado propuesto. 
 
 
 
GREGORIO ELJACH PACHECO 
Secretario General 
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TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 11 DE DICIEMBRE DE 2023 AL PROYECTO DE LEY No. 

231 DE 2022 SENADO “POR MEDIO DEL CUAL SE GARANTIZA EL ACCESO AL 
SERVICIO PÚBLICO DOMICILIARIO DE GAS COMBUSTIBLE POR REDES EN 
NUEVAS VIVIENDAS DE INTERÉS SOCIAL, VIS Y VIVIENDAS DE INTERÉS 

PRIORITARIO, VIP” 
 

 

EL CONGRESO DE COLOMBIA 

DECRETA: 
 

ARTÍCULO 1º. OBJETO. Garantizar el acceso al servicio público domiciliario esencial 
de gas combustible por redes en nuevas viviendas de interés social, VIS, y viviendas de 
interés prioritario, VIP. 
 

ARTÍCULO 2°. DEFINICIONES. Para efectos de la presente Ley se aplicarán las 
siguientes definiciones:  
 
Gas Natural:  Es un hidrocarburo resultado de una mezcla de gases ligeros de origen 
natural. Contiene metano en una proporción de 75% al 95%. Normalmente incluye 
algunas cantidades variables de otros alcanos como el etano, propano, butano, 
nitrógeno, dióxido de carbono, sulfuro de hidrógeno, helio y argón. 
 
Conexión: Conjunto de bienes que permiten conectar a un usuario residencial con las 
redes de distribución de gas combustible. La conexión se compone de la acometida, 
medidor y el regulador. 
 
Red interna: Conjunto de redes, tuberías, accesorios y equipos que integran el sistema 
de suministro del servicio público al inmueble a partir del medidor. Para edificios de 
propiedad horizontal o condominios, es aquel sistema de suministro del servicio al 
inmueble a partir del registro de corte general, cuando lo hubiere. 
 
Gas Combustible por redes: Es cualquier gas que pertenezca a una de las dos 
familias de gases combustibles (gas natural y gas licuado de petróleo por redes) y cuyas 

características permiten su empleo en artefactos a gas, según lo establecido en la 
Norma Técnica Colombiana NTC-3527, o aquellas que la modifiquen, sustituyan o 
complementen. 
 
Servicio Público Domiciliario de Gas Combustible por redes: Es la conducción 
de gas combustible a través de redes de tubería, desde las Estaciones Reguladoras de 
Puerta de Ciudad, o desde una Estación de Transferencia de Custodia de Distribución o 
desde un Tanque de Almacenamiento, hasta la conexión de un usuario, en concordancia 
con la definición del numeral 14.28 del Artículo 14 de la Ley 142 de 1994. 
 
Gas Licuado de Petróleo (GLP): Es una mezcla de hidrocarburos livianos 
constituidos principalmente propano y butano, extraídos del procesamiento del gas 
natural y refinamiento del petróleo, gaseosos en condiciones atmosféricas, que se licúan 
fácilmente por enfriamiento o compresión. 

 
ARTÍCULO 3°. ÁMBITO DE APLICACIÓN. Esta Ley aplica para todos los proyectos 
VIS y VIP que se construyan en zonas donde existan redes de distribución de gas 
combustible y el propietario sea un sujeto de especial protección. 
 

ARTÍCULO 4°. FINANCIACIÓN DE CONEXIÓN Y RED INTERNA. El Gobierno 
Nacional garantizará los recursos para subsidiar el 70% del valor de la conexión e 
instalación interna para el servicio público domiciliario de gas combustible por redes en 
las nuevas viviendas de interés social, VIS, y viviendas de interés prioritario, VIP. Dentro 
de los doce meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente Ley el Gobierno 
Nacional reglamentará el mecanismo para hacer efectiva la entrega del subsidio a los 
usuarios beneficiarios.   
El 30% del valor de la Conexión se incluirá dentro de valor de la vivienda a financiar 
por parte de entidad financiera o a pagar por directamente por parte del usuario 
beneficiario.   
 
Parágrafo 1. El valor de la conexión e instalación interna para el servicio de gas 
combustible por redes en las viviendas VIS y VIP existentes a la entrada en vigencia de 
la presente Ley se podrá cubrir con recursos del Fondo Especial Cuota de Fomento o 

del Fondo Único de Soluciones Energéticas, FONENERGÍA, siguiendo los procedimientos 
que apliquen para el acceso a recursos de estos Fondos.  
 
Parágrafo 2. El Ministerio de Minas y Energía, o quien este delegue, establecerá (i) el 
valor máximo de la conexión y la red interna que será sujeto del subsidio del 70% y de 
la financiación del 30%; y (ii) los criterios y procedimientos para definir los proyectos 
de VIS y VIP sobre los cuales se garantizará el subsidio del 70%. Criterios de focalización 
que se determinarán en concordancia con el ingreso per cápita de la familia y la 
clasificación SISBEN. 
 

ARTÍCULO 5. ENTREGA DE CONEXIÓN E INSTALACIÓN INTERNA. Cuando el 
Gobierno Nacional haya subsidiado el valor de la conexión y la instalación interna para 
el servicio de gas combustible por redes en las nuevas viviendas VIS y VIP en los 
términos establecidos en el Artículo 3, los constructores de dichas viviendas deberán 
entregarlas con las respectivas conexiones e instalaciones.  En ningún caso, el costo de 
lo subsidiado podrá ser trasladado al usuario, ni exceder el tope establecido por la ley 
para la financiación de VIS Y VIP de que trata la presente ley.  
 

ARTÍCULO 6. MEJORA EN CALIDAD DE VIDA DE USUARIOS VIS Y VIP. El 
Gobierno Nacional a través de Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio emitirá planes 
y programas que fomenten distintos usos del gas combustible por redes como 
calefacción y refrigeración por parte de usuarios residenciales en viviendas VIS y VIP. 
 

ARTÍCULO 7. VIGENCIA Y DEROGATORIAS. La presente Ley rige a partir de su 
promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias. 

 
Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992, me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado 
de la República del día 11 de diciembre de 2023 al PROYECTO DE LEY No. 231 DE 
2022 SENADO “POR MEDIO DEL CUAL SE GARANTIZA EL ACCESO AL 
SERVICIO PÚBLICO DOMICILIARIO DE GAS NATURAL COMBUSTIBLE POR 

REDES EN NUEVAS VIVIENDAS DE INTERÉS SOCIAL, VIS Y VIVIENDAS DE 
INTERÉS PRIORITARIO, VIP”. 
 
 
 
ANA MARIA CASTAÑEDA GOMEZ  
Senador de la República 
        
 
El presente Texto Definitivo, fue aprobado con modificaciones en Sesión Plenaria del 
Senado de la República del día 11 de diciembre de 2023, de conformidad con el 
articulado propuesto. 
 
 
 
GREGORIO ELJACH PACHECO 
Secretario General 

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 12 DE DICIEMBRE DE 2023 AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 241 

DE 2022 ACUMULADO CON EL PROYECTO DE LEY NÚMERO 256 DE 2022 SENADO

por medio de la cual se adoptan medidas de prevención, protección, reparación y penalización de la violencia 
de género digital y se dictan otras disposiciones.

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 12 DE DICIEMBRE DE 2023 AL PROYECTO DE LEY No. 

241 DE 2022 ACUMULADO CON EL PROYECTO DE LEY No. 256 DE 2022 
SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE ADOPTAN MEDIDAS DE PREVENCIÓN, 

PROTECCIÓN, REPARACIÓN Y PENALIZACIÓN DE LA VIOLENCIA DE 
GÉNERO DIGITAL Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 

 
EL CONGRESO DE COLOMBIA 

DECRETA: 
 

CAPÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 

 
Artículo 1. Objeto. La presente ley tiene por objeto adoptar medidas de prevención, 
protección y reparación, con el fin de asegurar una vida libre de violencias por razón de 
género en entornos digitales, tanto en el ámbito público como en el privado, y adoptar 
lineamientos para la formulación de una política pública en esa materia; así como la 
penalización y agravamiento de conductas frente a este tipo de violencia realizada 
mediante el uso de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (TIC). 
 
Artículo 2. Definiciones. Para la aplicación de la presente ley, se tendrán en cuenta 
las siguientes definiciones: 
 
Discriminación por razón de género. Toda distinción por razón de género que tenga 
por objeto o por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de 
los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, 
social, cultural y civil o en cualquier otra esfera. 
 
Violencia de género digital. Todo acto de violencia hacia mujeres, niñas, niños y 
otras personas, motivada por razones de género, orientación sexual y/o identidad de 
género diversas; cometida, instigada o agravada, en parte o en su totalidad, con la 
asistencia de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (TIC), generando 
afectaciones en el ámbito civil, social, económico, cultural o político de las víctimas o 
que ocasione muerte, daño o sufrimiento físico, sexual, psicológico, económico o 
simbólico. 

Artículo 3. Principios. Para la aplicación de la presente ley se tendrán en cuenta los 
siguientes principios: 
 

a) Centralidad de las víctimas. El centro de la presente ley son las víctimas de 
violencia digital por razón de género. 

b) No violencia institucional. Las autoridades estatales encargadas de la 
atención de las víctimas de violencia de género deberán evitar la ocurrencia de 
la violencia institucional que agraven la situación de las víctimas. 

c) Autonomía de las víctimas. En la aplicación de la presente ley se debe 
garantizar el respeto y el reconocimiento del poder y la capacidad de decisión de 
las mujeres y de las personas al libre desarrollo de su personalidad sin más 
limitaciones que las que imponen los derechos de los demás y el orden jurídico. 

 
Artículo 4.  Integración normativa: A las víctimas de violencia de género digital 
objeto de la presente ley se les aplicarán los principios y las medidas de prevención, 
protección, atención y reparación establecidas en los artículos 9, 10, 18 y 19 de la Ley 
1257 de 2008.  
 
En lo relativo a las medidas de atención consagradas en el artículo 19 de la Ley en 
mención, éstas se adoptarán exclusivamente para la atención de mujeres en situación 
especial de riesgo o víctimas de violencia digital de género, siempre y cuando convivan 
con el agresor, o éste conozca su domicilio. 
 
Artículo 5. Derechos de las víctimas de violencia de género digital. Además de 
otros derechos reconocidos en la Constitución Política, en la Ley 1257 de 2008 y en 
tratados internacionales debidamente ratificados, toda víctima de este tipo de violencia 
tiene derecho a: 
 

a) Derecho a vivir libre de violencia de género digital. 
b) Derecho a la igualdad y no discriminación por razón de género dentro y fuera de 

Internet. 
c) Derecho a la atención, asesoría y protección sin estereotipos de género. 
d) Derecho a un trato digno y no revictimizante dentro y fuera de Internet. 
e) Derecho a ser educadas libre de estereotipos de género. 
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CAPÍTULO II 
DE LAS MEDIDAS DE PREVENCIÓN, PROTECCIÓN Y REPARACIÓN 

 
Artículo 6. Medidas de sensibilización y protección. Las autoridades del Estado 
deberán:  
 
1. Aplicar la perspectiva de género a todas las actuaciones, denuncias o investigaciones 
relacionadas con formas de violencia digital.  
 
2. Incorporar las medidas pertinentes para sensibilizar sobre la violencia de género 
digital como una forma de violencia, de discriminación y una violación de los derechos 
humanos. 
 
3. Tomar medidas efectivas para eliminar la brecha digital de género en el acceso y uso 
de las tecnologías y promover la alfabetización digital, principalmente en los centros 
poblados y ruralidad dispersa. 
 
4. Adoptar medidas de prevención de violencia de género digital considerando el plano 
individual, familiar, comunitario, educativo, laboral, político y social. 
 
Artículo 7. Estrategias de comunicación. El comité rector de la política pública de 
prevención, protección y reparación de la violencia de género digital deberá diseñar e 
implementar campañas artísticas, culturales y estrategias pedagógicas y comunicativas 
dirigidas a la comunidad en general para la prevención de la violencia de género digital. 
 
Las estrategias de comunicación tendrán como propósito:  
 
-Sensibilizar sobre el uso responsable de las Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones.  
 
-Incluir en las páginas web, redes sociales y demás canales institucionales el contenido 
informativo sobre violencia de género digital y las rutas y mecanismos de protección 
para denunciar este tipo de violencia.  
- Garantizar la protección de los derechos de las víctimas frente a la violencia de género 
digital.  

- Capacitar a la comunidad educativa en el nivel inicial, primario y secundario con el fin 
de sensibilizar sobre la problemática derivada de la violencia de género digital.  
 
- Elaborar campañas de comunicación institucionales y generar acciones de articulación 
con los medios de comunicación masiva para lograr su difusión y emisión. 
 
Artículo 8. Medidas en el ámbito educativo. El comité rector de la política pública 
de prevención, protección y reparación de la violencia de género digital deberá diseñar 
e implementar procesos, campañas pedagógicas y estrategias dirigidas a la comunidad 
académica para la prevención de la violencia de género digital en el marco del respeto 
de los derechos fundamentales y de los principios democráticos de convivencia. 
 
Artículo 9. Medidas en el ámbito laboral. El comité rector de la política pública  de 
prevención, protección y reparación de la violencia de género digital deberá diseñar una 
política de prevención y atención frente a este tipo de violencia en el ámbito laboral, 
que deberá ser implementada por parte de las Aseguradoras de Riesgos Laborales. La 
política estará orientada, entre otras, a evitar conductas estigmatizantes en el ámbito 
laboral originadas en la violencia de género digital y acciones que contribuyan a la 
protección laboral de las víctimas.  
 
Artículo 10. Medidas en el ámbito de la salud. El Ministerio de Salud y Protección 
Social, en coordinación con los demás integrantes del comité rector de la política pública 
de prevención, protección y reparación de la violencia de género digital deberá 
actualizar los protocolos y guías de actuación, prevención e intervención integral dentro 
de las instituciones de salud y de su personal ante casos relacionados con las víctimas 
de violencia de género digital. 
 
Artículo 11. Medidas en el ámbito político. Los partidos y movimientos políticos 
adoptarán en los Códigos de Ética directrices para sancionar los hechos de violencia o 
de incitación a la violencia de género digital; e implementarán una ruta de acceso para 
las víctimas a través de mecanismos expeditos o de las herramientas que se estimen 
pertinentes para asegurar la investigación y la sanción.  

Parágrafo 1: El Consejo Nacional Electoral adoptará las medidas necesarias para 
establecer un plan de formación y capacitación para los miembros y afiliados a los 
partidos y movimientos políticos sobre perspectiva de género y la violencia de genero 
digital. De igual manera, deberá regular un mecanismo y/o protocolo  para el trámite 
específico que permita canalizar las denuncias sobre violencia de género digital 
presuntamente cometida por partidos, movimientos políticos o por miembros de estos, 
para que así se ejerza el control o autocontrol debido por la autoridad correspondiente. 
 
Artículo 12. Medidas de protección de urgencia. El comité rector de la política 
pública de prevención, protección y reparación de la violencia de género digital podrá 
adoptar las medidas necesarias para garantizar la protección inmediata de los derechos 
de las víctimas de violencia de género digital, en virtud de las atribuciones 
constitucionales y legales que les fueron conferidas a cada entidad. 
 
 

Artículo 13. Colaboración oportuna. El comité rector de la política pública de 
prevención, protección y reparación de la violencia de género digital promoverá 
acuerdos y protocolos de colaboración oportuna,  en el marco de las competencias de 
cada una de las entidades que lo integran, con las principales plataformas de Internet 
y/o intermediarias tecnológicas para la atención de denuncias relacionadas con la 
violencia de género digital respetando las competencias de cada organización, los 
derechos humanos, los valores democráticos y la libertad de expresión. 
 
Artículo 14. Programas de salud mental. El Ministerio de Salud y Protección Social 
en coordinación con los demás integrantes del comité rector de la política pública de 
prevención, protección y reparación de la violencia de género digital diseñará e 
implementará programas de salud mental especializados en casos de violencia de 
género digital. El diagnóstico y la atención deben ser oportunos, eficaces e 
interdisciplinarios y con enfoque de género, incluyendo ayudas diagnósticas, servicio 
médico general y especializado y apoyo farmacológico. 
 
Así mismo, dentro de los programas de salud mental especializados se contará con 
psicólogos infantiles para la evaluación integral de menores de edad víctimas de 
violencia de género digital y menores de edad hijos de víctimas de este tipo de violencia, 
que así lo requieran. Estos servicios se prestarán, garantizando la privacidad y demás 
derechos de los menores de edad. 

Artículo 15.  Asistencia jurídica. La Defensoría del Pueblo garantizará que en todos 
los procesos y procedimientos jurídicos y administrativos que tengan relación directa o 
indirecta con la violencia de género digital, la víctima obtenga asesoría, asistencia 
técnica y especializada y representación jurídica de manera gratuita, inmediata, 
accesible, adecuada y prioritaria. La asistencia deberá tener perspectiva de género con 
el fin de garantizar el acceso a la administración de justicia, a un recurso judicial efectivo 
y al otorgamiento de las medidas de protección y atención pertinentes, incluyendo en 
lo posible el recaudo y aseguramiento de la evidencia digital. 
 
Parágrafo 1. La asistencia jurídica para las víctimas de la violencia de género digital 
también la podrán realizar las entidades rectoras en temas de mujer y de género 
existentes en los diferentes niveles del Estado, como lo son las procuradurías regionales 
y provinciales, las personerías, las secretarías departamentales y municipales de la 
mujer y de género, de conformidad con sus competencias constitucionales, legales y 
reglamentarias. 
 
Artículo 16. Formación sobre medidas contra la violencia de género digital 
para los servidores públicos y contratistas de prestación de servicios. A partir 
de la promulgación de la presente ley, los servidores públicos y contratistas de todas 
las ramas, órganos y niveles que tengan funciones o competencias en la prevención, 
juzgamiento, protección y reparación en casos de violencia de género digital, deberán 
recibir formación y la sensibilización pertinente frente a este fenómeno, principalmente  
el personal dispuesto para el primer contacto con la víctima. 
 
Esta formación deberá contribuir a una mejor comprensión y posición de actuación por 
parte de los servidores públicos y contratistas frente a la violencia de género digital, 
para evitar la revictimización y garantizar celeridad y justicia. 
 
Parágrafo 1. Las entidades adoptarán modelos de intervención, protocolos de atención 
a víctimas con perspectiva de género y códigos de conducta claros y especializados a 
fin de que los servidores públicos y contratistas puedan dar una respuesta digna y 
oportuna a esta forma de violencia. 
 
Artículo 17.  Creación de la plataforma “Nos protegemos de la violencia de 
género digital”. Créase la plataforma “Nos protegemos de la violencia de género 
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digital” coordinada por el comité rector de la política pública de prevención, protección 
y reparación de la violencia de género digital, cuyo objetivo es que las personas 
naturales y/o jurídicas puedan registrar sus denuncias permitiendo que: 
 

a) Se solicite en línea medidas de protección de urgencia. 
b) Se brinde asesoría y atención integral sobre las consideraciones de la 

presente ley.  
c) Se brinde asesoría y atención integral respecto a los programas y proyectos 

establecidos en la política pública de prevención, protección y reparación de 
la violencia de género digital.  

d) Las demás que se señalen mediante normas.  
 
Parágrafo 1. El comité rector se encargará de la construcción y difusión de una Ruta 
Única de Atención para las víctimas de violencia de género digital, que se articulará con 
la plataforma “Nos protegemos de la violencia de género digital”. 
 
Parágrafo 2. Se coordinará con el Sistema Nacional de Estadísticas sobre Violencia 
Basada en Género, de qué trata la Ley 1761 de 2015, el funcionamiento de las líneas 
telefónicas de atención para casos de violencia de género digital. 
 

CAPÍTULO III 
 

DE LOS LINEAMIENTOS PARA LA FORMULACIÓN DE LA POLÍTICA PÚBLICA 
DE PREVENCIÓN, PROTECCIÓN Y REPARACIÓN DE LA VIOLENCIA DE 

GÉNERO DIGITAL 
 

Artículo 18.  Entidad rectora.  El comité rector de la política pública de prevención, 
protección y reparación de la violencia de género digital será un órgano colegiado 
compuesto por un delegado de:  
 
1. El Ministerio de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones. 
 
2. El Ministerio de Igualdad y Equidad. 
 
3. La Alta Consejería Presidencial para la equidad de la Mujer.  

4. El Ministerio de Cultura. 
 
5. El Ministerio del Trabajo. 
 
6. El Ministerio de Educación Nacional. 
 
7. El Ministerio de Salud. 
 
8.       El Ministerio de Justicia y del Derecho. 
 
9. La Superintendencia de Industria y Comercio. 
 
10. La Procuraduría General de la Nación. 
 
11. La Defensoría del Pueblo.  
 
12. La Fiscalía General de la Nación. 
 
13.      Consejo Nacional Electoral.                                                                            
 
Parágrafo 1. Dentro del mes siguiente a la entrada en vigencia de la presente Ley 
cada entidad, o la que haga sus veces deberá designar un funcionario delegado con 
poder de decisión para integrar el comité. 
 
Parágrafo 2. El Comité deberá reunirse mínimo una vez cada mes con el propósito de 
cumplir con las funciones asignadas en la presente Ley. 
 
Artículo 19.   Objeto de la política pública. La política pública integral tendrá por 
objeto establecer medidas de prevención, protección y reparación de la violencia de 
género digital mediante programas y proyectos, incluyendo medidas de alfabetización 
y empoderamiento en el uso de las nuevas tecnologías, mediante habilidades en 
seguridad digital necesarias para la protección individual y colectiva de las interacciones 
en línea. De igual manera, buscará crear espacios virtuales libres de violencia, a fin de 
que el internet no sea una barrera en el desarrollo de las libertades y derechos 
humanos.  

Artículo 20. Campo de aplicación de la política pública de prevención, 
protección y reparación de la violencia de género digital. La política pública de 
prevención, protección y reparación de la violencia de género digital es de obligatorio 
cumplimiento para todas las instituciones del Estado colombiano, según el marco de 
competencias establecidas en la Constitución Política y las leyes que desarrollen la 
materia, en cada uno de los niveles de la Administración Pública.  
 
Artículo 21. Enfoque de la política pública. Son enfoques de la política pública, 
entre otros, los siguientes: 
 

a) Enfoque interseccional: Articulación y confluencia de múltiples categorías 
identitarias o características particulares, como: sexo, raza, origen nacional o 
familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica, condición de discapacidad, 
ruralidad, estrato socioeconómico, etnicidad entre otras.  
 

b) Enfoque de Derechos Humanos: Aplicación de la normatividad nacional e 
internacional relacionada con las obligaciones del Estado en el respeto y garantía 
de los derechos humanos. 
 

c) Enfoque multidisciplinar: Uso apropiado que involucra varias disciplinas 
académicas y del conocimiento para buscar soluciones integrales.     
 

d) Enfoque de justicia restaurativa: Enfoque que no se centra en el castigo sino 
en la reparación, en resolver el conflicto y en la posibilidad de que el presunto 
agresor reconozca y se responsabilice del daño que su conducta o acciones 
generaron a la víctima, a la comunidad y a la sociedad en general. 
 

Artículo 22. Fases de la política pública de prevención, protección y 
reparación de la violencia de género digital. La política pública de prevención, 
protección y reparación de la violencia de género digital tendrá en cuenta las 
disposiciones de la presente Ley y se compondrá de las siguientes fases: 
 

a) Formulación: En esta fase se precisará un diagnóstico, que incluirá el 
levantamiento de la línea de base; la caracterización de la problemática; 

definición de acciones articuladas entre diferentes entidades, instancias y niveles 
del Estado para desarrollar programas y proyectos que contendrán metas 
trazadoras, estrategias, indicadores y fuentes de financiamiento. Lo anterior, 
para garantizar la prevención, protección y la reparación frente a este tipo de 
violencia.  

b) Implementación: Esta fase consiste en la puesta en marcha de los programas y 
proyectos formulados en la primera fase. 

c) Seguimiento y Evaluación de Impacto: Se dispondrá un Sistema de Seguimiento 
y Evaluación de Impacto que garantice el cumplimiento de los objetivos, metas 
trazadoras, estrategias, indicadores y fuentes de financiamiento de los distintos 
programas y proyectos. El sistema medirá los impactos de la implementación de 
la presente política pública. 

 
Parágrafo 1. Los programas y proyectos de la política pública contendrán, entre otros, 
medidas de recuperación física, psicológica y emocional de las víctimas, así como 
medidas de reparación simbólica y las garantías de no repetición, con el propósito de 
promover el restablecimiento de sus derechos y la superación de cualquier situación de 
revictimización y estigmatización. De igual manera, la prevención de nuevas formas de 
violencia a razón de género mediante el uso de las TIC. 
 
Artículo 23.  Participación. Durante las fases de la política pública se realizará mesas 
de trabajo con la participación activa de entidades del Estado competentes, 
organizaciones sociales, de mujeres, representantes de víctimas, la sociedad civil, 
intermediarios y/o plataformas de internet, medios de comunicación, periodistas, 
comunicadores comunitarios, ciberactivistas, influencers, el sector académico y todas 
las partes interesadas que intervienen tanto en la gobernanza de internet como en las 
políticas nacionales y locales de ciberseguridad y en las estrategias para erradicar la 
violencia de género. 
 

 
Artículo 24. Reglamentación. El Gobierno Nacional reglamentará en un término no 
superior a seis (6) meses contados a partir de la expedición de la presente ley, lo 
concerniente a este capítulo. Ello sin perjuicio del ejercicio de la facultad reglamentaria 
en cualquier tiempo. 
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CAPÍTULO IV 
 

DE LA PENALIZACIÓN: MODIFICACIÓN AL CÓDIGO PENAL COLOMBIANO Y 
AL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL 

 
Artículo 25.   Adiciónese a la Ley 599 de 2000, al título III: Delitos contra la libertad 
individual y otras garantías al Capítulo Séptimo: De la violación a la intimidad, reserva 
e interceptación de comunicaciones un nuevo delito, el cual será del siguiente tenor: 
 
Nuevo Artículo. Distribución de material íntimo y/o sexual sin 
consentimiento: El que cree, difunda, distribuya o haga intercambio digital de 
fotografías o videos sin el consentimiento de la persona que figura o aparece en dicho 
material íntimo, incurrirá en prisión de veinte (20) a treinta y seis (36) meses y multa 
de cien (100) a mil quinientos (1500) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
 
La pena se aumentará de una tercera parte a la mitad si la conducta se realiza en contra 
de mujeres, niñas, niños y otras personas, motivada por razones de género, orientación 
sexual y/o identidad de género diversas. 
 
Serán causales de agravación punitiva de la conducta descrita en este artículo, las 
siguientes: 
 
1. Cuando el autor fuese cónyuge o compañero permanente de la víctima.  
 
2. Cuando la víctima tuviere alguna situación de discapacidad o se encontrara en estado 
de inconsciencia. 
 
3. Cuando se tenga el propósito de sacar provecho económico, sexual o de otra índole 
para sí o para un tercero. 
 
4. Cuando la víctima ejerza un liderazgo o pertenezca a algún grupo u organización de 
periodistas, derechos humanos, social, comunitaria, cultural, ambiental o política.  
 
5. Si el hecho se cometiere en el marco de la incitación al odio en escenarios digitales 
en razón al género. 

6. Cuando se trate de un funcionario o trabajador de entidad pública o privada que 
tenga funcionalmente una relación directa y habitual de interacción con niños, niñas y 
adolescentes. 
 
Artículo 26. Adiciónese el numeral 7 al artículo 37 de la Ley 906 de 2004 Código de 
Procedimiento Penal, así: 
 
Artículo 37. De los Jueces Municipales. Los jueces penales municipales conocen: (...) 
7. Del delito de distribución de material íntimo y/o sexual sin consentimiento.  
 
Artículo 27. Adiciónese un parágrafo al Artículo 134 de la Ley 906 de 2004, el cual 
será del siguiente tenor: 
 
Parágrafo 1. En cualquier momento el juez de control de garantías y/o la autoridad 
competente a solicitud de la víctima y/o el fiscal, podrá ordenar la supresión, eliminación 
y/o retiro de contenido en redes de comunicación que tengan contenido sexual sin 
consentimiento. 
 
Artículo 28. Modifíquese el parágrafo del artículo 149 de la Ley 906 de 2004, el cual 
quedará así: 
 
Parágrafo. En las actuaciones procesales relativas a los delitos contra la libertad y 
formación sexual, violencia sexual, violencia intrafamiliar y distribución de material 
íntimo y/o sexual sin consentimiento el juez podrá, a solicitud de cualquiera de los 
intervinientes en el proceso, disponer la realización de audiencias cerradas al público. 
La negación de esta solicitud se hará mediante providencia motivada. Cuando 
cualquiera de los intervinientes en el proceso lo solicite, la autoridad competente podrá 
determinar la reserva de identidad respecto de los datos personales de la víctima, los 
de sus descendientes y los de cualquier otra persona que esté bajo su guarda o 
custodia. 
 
Artículo 29. Modifíquese el numeral 3 y el parágrafo 3° del artículo 284 de la Ley 906 
de 2004, relativo a la prueba anticipada, los cuales quedarán así: 
 
Artículo 284. Prueba anticipada. Durante la investigación y hasta antes de la 

instalación de la audiencia de juicio oral se podrá practicar anticipadamente cualquier 
medio de prueba pertinente, con el cumplimiento de los siguientes requisitos: 
 
1. Que sea practicada ante el juez que cumpla funciones de control de garantías. 
 
2. Que sea solicitada por el fiscal general o el fiscal delegado, por la defensa o por el 
Ministerio Público en los casos previstos en el artículo 112. 
 
3. Que sea por motivos fundados y de extrema necesidad y para evitar la pérdida o 
alteración del medio probatorio, o que se trate de investigaciones que se adelanten 
por el delito de violencia intrafamiliar o por el delito de distribución de material íntimo 
y/o sexual sin consentimiento. 

 

4. Que se practique en audiencia pública y con observancia de las reglas previstas 
para la práctica de pruebas en el juicio. 
 
Parágrafo 1. Si la prueba anticipada es solicitada a partir de la presentación del 
escrito de acusación, el peticionario deberá informar de esta circunstancia al juez de 
conocimiento. 
 
Parágrafo 2. Contra la decisión de practicar la prueba anticipada proceden los 
recursos ordinarios. Si se negare, la parte interesada podrá de inmediato y por una 
sola vez, acudir ante otro juez de control de garantías para que este en el acto 
reconsidere la medida. Su decisión no será objeto de recurso. 
 
Parágrafo 3. En el evento en que la circunstancia que motivó la práctica de la prueba 
anticipada, al momento en que se dé comienzo al juicio oral, no se haya cumplido o 
haya desaparecido, el juez ordenará la repetición de dicha prueba en el desarrollo del 
juicio oral, salvo que se trate de investigaciones por el delito de violencia intrafamiliar 
o por el delito de distribución de material íntimo y/o sexual sin consentimiento, evento 
en el cual, el juez se abstendrá de repetir la prueba anticipada cuando exista evidencia 
sumaria de: 
 
a) Revictimización; 

b) Riesgo de violencia o manipulación; 
 
c) Afectación emocional del testigo; 

 

d) O dependencia económica con el agresor. 
 
Parágrafo 4. En las investigaciones que versen sobre delitos de competencia de los 
jueces penales del circuito especializados, por delitos contra la Administración Pública 
y por delitos contra el patrimonio económico que recaigan sobre bienes del Estado 
respecto de los cuales proceda la detención preventiva, será posible practicar como 
prueba anticipada el testimonio de quien haya recibido amenazas contra su vida o la 
de su familia por razón de los hechos que conoce; así mismo, procederá la práctica de 
dicha prueba anticipada cuando contra el testigo curse un trámite de extradición en el 
cual se hubiere rendido concepto favorable por la Sala Penal de la Corte Suprema de 
Justicia. 
 
La prueba deberá practicarse antes de que quede en firme la decisión del Presidente 
de la República de conceder la extradición. 
 
Parágrafo 5. La prueba testimonial anticipada se podrá practicar en todos los casos 
en que se adelanten investigaciones contra miembros de Grupos Delictivos 
Organizados y Grupos Armados Organizados. Las pruebas testimoniales que se 
practiquen de manera anticipada en virtud de este parágrafo solo podrán repetirse en 
juicio a través de videoconferencia, siempre que a juicio del Juez de conocimiento no 
se ponga en riesgo la vida e integridad del testigo o sus familiares, o no sea posible 
establecer su ubicación. 
 
Artículo 30. Modifíquese el artículo 534 de la Ley 906 de 2004, el cual quedará así: 
Artículo 534. Ámbito de aplicación. El procedimiento especial abreviado de que trata 
el presente título se aplicará a las siguientes conductas punibles: 
 
1. Las que requieren querella para el inicio de la acción penal. 
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2. Lesiones personales a las que hacen referencia los artículos 111, 112, 113, 114, 
115, 116, 118 y 120 del Código Penal; Actos de Discriminación (C. P. artículo 134A), 
Hostigamiento (C. P. artículo 134B), Actos de Discriminación u Hostigamiento 
Agravados (C. P. artículo 134C), Distribución de material íntimo y/o sexual sin 
consentimiento (C.P. artículo 210B), violencia intrafamiliar (C. P. artículo 229), 
inasistencia alimentaria (C. P. artículo 233) hurto (C. P. artículo 239); hurto calificado 
(C. P. artículo 240); hurto agravado (C. P. artículo 241), numerales del 1 al 10; estafa 
(C. P. artículo 246); abuso de confianza (C. P. artículo 249); corrupción privada (C. P. 
artículo 250A); administración desleal (C. P. artículo 250B); abuso de condiciones de 
inferioridad (C. P. artículo 251); utilización indebida de información privilegiada en 
particulares (C. P. artículo 258); los delitos contenidos en el Título VII Bis, para la 
protección de la información y los datos, excepto los casos en los que la conducta 
recaiga sobre bienes o entidades del Estado; violación de derechos morales de autor 
(C. P. artículo 270); violación de derechos patrimoniales de autor y derechos conexos 
(C. P. artículo 271); violación a los mecanismos de protección de derechos de autor 
(C. P. artículo 272); falsedad en documento privado (C. P. artículos 289 y 290); 
usurpación de derechos de propiedad industrial y de derechos de obtentores de 
variedades vegetales (C. P. artículo 306); uso ilegítimo de patentes (C. P. artículo 307); 
violación de reserva industrial y comercial (C. P. artículo 308); ejercicio ilícito de 
actividad monopolística de arbitrio rentístico (C. P. artículo 312). 
 
En caso de concurso entre las conductas punibles referidas en los numerales anteriores 
y aquellas a las que se les aplica el procedimiento ordinario, la actuación se regirá por 
este último. 
 
Parágrafo. Este procedimiento aplicará también para todos los casos de flagrancia de 
los delitos contemplados en el presente artículo. 
 

CAPÍTULO V 
 

DISPOSICIONES FINALES 
 
Artículo 31. Del Sistema Nacional de Estadísticas sobre Violencia Basada en 
Género. En el sistema que trata la Ley 1761 de 2015, se adoptará la recopilación de 
datos y estadísticas y demás información pertinente sobre las causas, consecuencias, 

frecuencia de la violencia de género digital y las características de aquellas personas 
que hayan sido condenadas por casos de violencia de género digital. Los datos 
recopilados serán insumo para la toma de decisiones por parte de las entidades del 
Estado. 
 
Artículo 32. Del Seguimiento. El comité rector de la política pública de prevención, 
protección y reparación de la violencia de género digital hará seguimiento a la 
implementación y cumplimiento de la presente Ley. 
 
El comité presentará un informe anual al Congreso de la República sobre la violencia de 
género digital en el país. Dentro del informe se harán, entre otros, recomendaciones 
sobre la materia y avances sobre la presente ley. La presentación del informe se llevará 
a cabo en la “Sesión Plenaria Mujer – Día M”, que se realiza en el mes de marzo en el 
marco del día Internacional de la Mujer. 
 
Artículo 33. Inclusión. Las entidades del Estado garantizarán a través de los medios 
necesarios, que las personas con discapacidad tengan acceso integral a la información 
sobre el contenido de esta Ley. Esta información deberá ofrecerse en formato accesible 
y comprensible para las personas con discapacidad, tales como lengua de señas, braille 
u otras modalidades u opciones de comunicación. 
 
Artículo 34. Cooperación internacional. Las entidades del Estado en los distintos 
niveles podrán establecer estrategias de cooperación internacional para facilitar el logro 
de los fines de la presente ley. 
 
Artículo 35. Vigencia y derogatorias. La presente Ley rige a partir de su expedición 
y publicación, y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias. 
 
 
Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992, me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado 
de la República del día 12 de diciembre de 2023 al PROYECTO DE LEY No. 241 DE 
2022 ACUMULADO CON EL PROYECTO DE LEY No. 256 DE 2022 SENADO “POR 
MEDIO DE LA CUAL SE ADOPTAN MEDIDAS DE PREVENCIÓN, PROTECCIÓN, 

REPARACIÓN Y PENALIZACIÓN DE LA VIOLENCIA DE GÉNERO DIGITAL Y SE 
DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
DAVID LUNA SÁNCHEZ 
Senador Ponente 
  
         
 
El presente Texto Definitivo, fue aprobado con modificaciones en Sesión Plenaria del 
Senado de la República del día 12 de diciembre de 2023, de conformidad con el 
articulado propuesto. 
 
 
 
 
GREGORIO ELJACH PACHECO 
Secretario General 
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inferioridad (C. P. artículo 251); utilización indebida de información privilegiada en 
particulares (C. P. artículo 258); los delitos contenidos en el Título VII Bis, para la 
protección de la información y los datos, excepto los casos en los que la conducta 
recaiga sobre bienes o entidades del Estado; violación de derechos morales de autor 
(C. P. artículo 270); violación de derechos patrimoniales de autor y derechos conexos 
(C. P. artículo 271); violación a los mecanismos de protección de derechos de autor 
(C. P. artículo 272); falsedad en documento privado (C. P. artículos 289 y 290); 
usurpación de derechos de propiedad industrial y de derechos de obtentores de 
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y aquellas a las que se les aplica el procedimiento ordinario, la actuación se regirá por 
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Género. En el sistema que trata la Ley 1761 de 2015, se adoptará la recopilación de 
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frecuencia de la violencia de género digital y las características de aquellas personas 
que hayan sido condenadas por casos de violencia de género digital. Los datos 
recopilados serán insumo para la toma de decisiones por parte de las entidades del 
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Artículo 32. Del Seguimiento. El comité rector de la política pública de prevención, 
protección y reparación de la violencia de género digital hará seguimiento a la 
implementación y cumplimiento de la presente Ley. 
 
El comité presentará un informe anual al Congreso de la República sobre la violencia de 
género digital en el país. Dentro del informe se harán, entre otros, recomendaciones 
sobre la materia y avances sobre la presente ley. La presentación del informe se llevará 
a cabo en la “Sesión Plenaria Mujer – Día M”, que se realiza en el mes de marzo en el 
marco del día Internacional de la Mujer. 
 
Artículo 33. Inclusión. Las entidades del Estado garantizarán a través de los medios 
necesarios, que las personas con discapacidad tengan acceso integral a la información 
sobre el contenido de esta Ley. Esta información deberá ofrecerse en formato accesible 
y comprensible para las personas con discapacidad, tales como lengua de señas, braille 
u otras modalidades u opciones de comunicación. 
 
Artículo 34. Cooperación internacional. Las entidades del Estado en los distintos 
niveles podrán establecer estrategias de cooperación internacional para facilitar el logro 
de los fines de la presente ley. 
 
Artículo 35. Vigencia y derogatorias. La presente Ley rige a partir de su expedición 
y publicación, y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias. 
 
 
Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992, me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado 
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Senado de la República del día 12 de diciembre de 2023, de conformidad con el 
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TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 12 DE DICIEMBRE DE 2023 AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 269 

DE 2022 SENADO

por medio de la cual se modifica el Título IV de la Ley 1564 de 2012, referente a los procedimientos de 
insolvencia de la persona natural no comerciante y se dictan otras disposiciones.

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 12 DE DICIEMBRE DE 2023 AL PROYECTO DE LEY No. 269 DE 

2022 SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE MODIFICA EL TÍTULO IV DE LA LEY 
1564 DE 2012, REFERENTE A LOS PROCEDIMIENTOS DE INSOLVENCIA DE LA 
PERSONA NATURAL NO COMERCIANTE Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES” 

 
EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA 

DECRETA 

ARTÍCULO 1. OBJETO. La presente ley tiene por objeto modificar el Título IV de la Sección 
tercera del Libro 3º de la Ley 1564 de 2012, referente a los procedimientos de insolvencia de 
la persona natural no comerciante, a fin de:  

A. Incorporar a algunas personas naturales comerciantes al régimen de insolvencia de las 
no comerciantes, previsto en el título IV de la Sección Tercera del Libro 3º del Código General 
del Proceso. 

B. Modificar varias normas del régimen, cuya aplicación ha dado lugar a decisiones 
contradictorias por parte de los jueces inconvenientes en la negociación de deudas, y a 
situaciones de estancamiento de los procesos liquidatorios. 

C. Establecer medidas para flexibilizar el proceso de insolvencia de persona natural no 
comerciante, tras la crisis económica generada por la pandemia Covid - 19.  

D. Modificar y complementar algunas disposiciones de la liquidación patrimonial, con el 
objeto de hacer más ágil el procedimiento y garantizar la entrega de los bienes del concursado 
a sus adjudicatarios.  
 

ARTÍCULO 2. Modificar el nombre del título IV de la Sección Tercera del Libro 3º del Código 
General del Proceso, que quedará así: 

TÍTULO IV 

INSOLVENCIA DE LA PERSONA NATURAL NO COMERCIANTE Y DE LA PEQUEÑA 
COMERCIANTE 

 

ARTÍCULO 3. Modifíquese el artículo 531 de la Ley 1564 de 2012, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 531. FINALIDAD DEL RÉGIMEN DE INSOLVENCIA DE LA PERSONA 
NATURAL. El régimen de insolvencia de la persona natural que en este título se regula tiene 
por objeto el reintegro de la persona natural que ha sufrido un quebranto económico a la 
actividad productiva nacional, mediante la normalización de sus relaciones crediticias a través 
de (i) un acuerdo con sus acreedores, (ii) la convalidación de los acuerdos privados que obtenga 
con algunos de ellos o (iii) la liquidación de su patrimonio, siempre bajo la necesaria presunción 
de la buena fe de las partes, la legítima expectativa del acreedor respecto del cumplimiento por 
parte de su deudor del deber de honrar las obligaciones que con él contrajo, hasta donde ello 
sea posible, y la aplicación del principio constitucional de solidaridad con quienes han caído en 
desgracia, dándole prevalencia a este último. 

Mediante la negociación de deudas, la persona natural podrá, a través del acuerdo al que llegue 
con todos sus acreedores o con algunos de ellos, atender sus obligaciones en condiciones de 
cuantía, plazo y tasa favorables, adecuadas a su sobreviniente situación económica; con la 
convalidación de acuerdos privados, hacer oponibles a todos los acreedores el acuerdo de este 
tipo que haya alcanzado con la mayoría calificada de sus acreedores cuando temía incumplir 
sus obligaciones, y con la liquidación patrimonial, la adjudicación a los acreedores de los bienes 
embargables que posea, hasta el monto de su pasivo o el valor de los activos, mutando los 
saldos insolutos a obligaciones naturales. En el caso de las personas comerciantes, los dos 
primeros procedimientos también tienen por objetivo lograr su formalización. 

Con estos instrumentos se fomenta la resolución pacífica de los conflictos y el uso de los 
mecanismos alternativos que buscan tal objetivo. 
 

ARTÍCULO 4. Modifíquese el artículo 532 de la Ley 1564 de 2012, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 532. ÁMBITO DE APLICACIÓN. Los procedimientos contemplados en el 
presente título serán aplicables a las personas naturales no comerciantes y a las comerciantes 
que al 31 de diciembre de año inmediatamente anterior a su solicitud pertenecieran al grupo 3 
de convergencia hacia estándares internacionales de información financiera en Colombia, según 
los parámetros fijados en la ley 1314 de 2009 o las normas que la modifiquen o sustituyan, 
aunque no estén cumpliendo con el deber legal de llevar la contabilidad regular de sus negocios.  
Estas últimas podrán acudir, si así lo prefieren y cumplen los requisitos previstos en cada caso, 
a los procedimientos de insolvencia empresarial previstos en la ley.  

Las personas naturales comerciantes que a 31 de diciembre del año inmediatamente anterior 
pertenecieran a los grupos 1 y 2 de convergencia hacia estándares internacionales en Colombia 

se sujetarán a los regímenes de insolvencia previstos para las sociedades comerciales. El juez 
competente será el civil del circuito del domicilio del deudor.  

PARÁGRAFO PRIMERO. La Superintendencia de Sociedades podrá llamar oficiosamente a las 
personas naturales que tengan la condición de partícipes de un grupo de empresas que se 
encuentren adelantando un proceso de insolvencia empresarial ante ella por causas 
relacionadas entre sí, a que tramiten ante dicha entidad cualquiera de los procesos de 
insolvencia empresarial conjuntamente con dichas sociedades, bajo el régimen legal referido a 
la insolvencia empresarial, en los términos del numeral 3 del artículo 15 de la ley 1116 de 2006. 

PARÁGRAFO SEGUNDO. Son ineficaces las estipulaciones contractuales que tengan por 
objeto impedir u obstaculizar directa o indirectamente el inicio de un proceso de insolvencia 
mediante la imposición de restricciones y, en general, a través de cualquier clase de 
prohibiciones, solicitud de autorizaciones o imposición de efectos desfavorables para el deudor 
que sea admitido a un procedimiento de insolvencia previsto en esta ley. 

PARÁGRAFO TERCERO. Ningún empleador o contratante podrá tener en cuenta 
negativamente que un empleado o contratista o un aspirante a serlo esté tramitando un 
procedimiento de insolvencia o se hubiere acogido en el pasado a alguno, al decidir sobre su 
vinculación o desvinculación laboral, civil o administrativa. En el caso de los servidores públicos, 
hacerlo será causal de mala conducta. 
 

ARTÍCULO 5. Modifíquese el artículo 533 de la Ley 1564 de 2012, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 533. COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS PROCEDIMIENTOS DE 
NEGOCIACIÓN DE DEUDAS Y CONVALIDACIÓN DE ACUERDOS DE LA PERSONA 
NATURAL. Conocerán de los procedimientos de negociación de deudas y convalidación de 
acuerdos de la persona natural los centros de conciliación del lugar del domicilio del deudor 
expresamente autorizados por el Ministerio de Justicia y del Derecho para adelantar este tipo 
de procedimientos, a través de los conciliadores inscritos en sus listas, del director del centro y 
de los subdirectores de insolvencia con que este cuente. Las notarías del lugar de domicilio del 
deudor lo harán a través de sus notarios, sus asesores jurídicos en insolvencia y los conciliadores 
inscritos en las listas conformadas para el efecto de acuerdo con el reglamento. 

Los abogados conciliadores no podrán conocer directamente de estos procedimientos y, en 
consecuencia, ellos sólo podrán conocer de estos asuntos a través de la designación que realice 
el correspondiente centro de conciliación. 

Cuando en el municipio del domicilio del deudor no existan centros de conciliación autorizados 
por el Ministerio de Justicia y del Derecho ni notaría, el deudor podrá, a su elección, presentar 
la solicitud ante cualquier centro de conciliación que lo esté o notaría que se encuentre en el 
mismo circuito judicial o círculo notarial, respectivamente. 

En todo caso, los centros de conciliación autorizados para este tipo de procedimientos y las 
notarías constituidos de conformidad con la ley colombiana para prestar servicios en el país 
tendrán competencia para adelantar virtualmente los procedimientos de negociación de deudas 
y de convalidación de acuerdos privados, cualquiera que sea el domicilio del deudor, siempre 
que cuenten con la infraestructura tecnológica que les permita hacerlo, inclusive si el deudor 
se encuentra domiciliado en el exterior, en cuyo caso solamente harán parte del procedimiento 
las obligaciones sujetas a la ley colombiana. 

PARÁGRAFO. El Gobierno Nacional dispondrá lo necesario para garantizar que todos los 
notarios y conciliadores del país reciban capacitación permanente sobre el procedimiento de 
insolvencia para persona natural y reglamentará lo relacionado con las exigencias de 
infraestructura técnica requeridas para que los centros de conciliación y las notarías adquieran 
competencia nacional. 
 

ARTÍCULO 6. Modifíquese el artículo 534 de la Ley 1564 de 2012, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 534. COMPETENCIA DE LA JURISDICCIÓN ORDINARIA CIVIL. De las 
controversias en los artículos 537-parágrafo, 549, 552, 557 y 560 conocerá, en única instancia, 
el juez civil municipal del domicilio del deudor o en su defecto del domicilio en donde se adelante 
el procedimiento de negociación de deudas o convalidación del acuerdo. Cuando el monto total 
del capital de los pasivos relacionados por el deudor en la solicitud no supere la mínima cuantía, 
la competencia será del juez civil municipal, y cuando sea de menor y mayor cuantía lo será el 
del circuito. 

En los mismos términos, dichos jueces serán competentes para conocer del procedimiento de 
liquidación patrimonial. 

PARÁGRAFO. El juez que conozca la primera de las controversias que se susciten en el trámite 
previsto en esta ley, conocerá de manera privativa de todas las demás controversias que se 
presenten durante el trámite o ejecución del acuerdo. En estos eventos no habrá lugar a 
reparto. Sin perjuicio de lo previsto en este artículo, en ningún caso el juez hará control de 
legalidad sobre las actuaciones del conciliador o notario, ni podrá solicitarle a este piezas del 
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expediente de negociación o convalidación que no se le hayan remitido, sin sustentar 
debidamente la necesidad de ellas para tomar la decisión, excepto en aquellos casos en los que 
se evidencien posibles casos de fraude. 
 

ARTÍCULO 7. Modifíquese un el artículo 535 de la Ley 1564 de 2012, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 535. GRATUIDAD. 

Los procedimientos de negociación de deudas y de convalidación de acuerdo ante centros de 
conciliación de consultorios jurídicos de facultades de derecho y de las entidades públicas serán 
gratuitos y la prestación de este servicio se implementará a más tardar el 1º de enero de 2026 
en todos los centros de conciliación de dichas entidades y en los que se creen posteriormente; 
el Gobierno Nacional, a través del Ministerio de Justicia y del Derecho deberá expedir a más 
tardar el 31 de diciembre de 2024 la reglamentación en esta materia y expedirá la autorización 
para adelantar procedimientos de negociación de deudas y de convalidación de acuerdos, previa 
solicitud del director, acreditando los requisitos que se establezcan para los centros de 
conciliación y que sus operadores han cursado y aprobado el Programa de Formación en 
Insolvencia. Los notarios y los centros de conciliación privados podrán cobrar por sus servicios, 
de acuerdo con las tarifas que fije el Gobierno Nacional. 

Las expensas que se causen dentro de dichos procedimientos deberán ser asumidas por la parte 
solicitante, de conformidad con lo previsto en las reglas generales del presente código.  

En el evento en que las expensas no sean canceladas, se entenderá desistida la solicitud. Son 
expensas causadas en dichos procedimientos, las relacionadas con comunicaciones, remisión 
de expedientes y demás gastos secretariales. 

PARÁGRAFO. Los consultorios jurídicos de las facultades de derecho podrán representar o 
acompañar a los deudores o a los acreedores en los procedimientos contemplados en este título 
cuando el monto total del capital de los pasivos relacionados por el deudor en la solicitud o el 
de la obligación a favor del acreedor interesado, según el caso, no supere la mínima cuantía. 
También podrán asesorar a los deudores que sean designados liquidadores, en cualquier caso, 
en cuanto ellos lo soliciten. 
 

ARTÍCULO 8. Modifíquense los numerales 2 y 12 y el parágrafo y adiciónese el numeral 13 al 
artículo 537 de la Ley 1564 de 2012, los cuales quedarán así:  

2. Citar por escrito a quienes, en su criterio, deban asistir a la audiencia, y hacerlo a solicitud 
sustentada del deudor o de cualquier acreedor, si lo considera conveniente. 

12. Con base en la información presentada por el deudor en la solicitud, las conciliaciones 
realizadas en la audiencia y la decisión adoptada por el juez en materia de objeciones a los 
créditos, elaborar la relación definitiva de acreencias que serán objeto del acuerdo y conferirán 
los derechos de voto que correspondan, según las reglas previstas en este título. Para el caso 
de la reforma del acuerdo, el conciliador actualizará esta relación teniendo en cuenta la parte 
cumplida del acuerdo inicial. 

13. Comunicar la aceptación de la solicitud de negociación a las autoridades jurisdiccionales y 
administrativas, empresas de servicios públicos, pagadores y particulares que adelanten 
procesos civiles o penales de cobranza, a fin de que se sujeten a los efectos de dicha 
providencia. 

PARÁGRAFO. Es deber del conciliador velar por que no se menoscaben los derechos ciertos e 
indiscutibles, así como los derechos mínimos e intransigibles protegidos constitucionalmente. 
Para tal efecto, si llegare a considerar el acuerdo contrario a tales derechos, así lo manifestará 
antes de su votación sustentando detalladamente su opinión, y correrá traslado de la misma a 
los presentes, quienes podrán argumentar al respecto a favor o en contra. Si aún así el deudor 
y los acreedores insistieran en su aprobación, el conciliador lo someterá a votación y, de resultar 
aprobado, suspenderá la audiencia, dejará constancia textual en el acta de su opinión y de las 
intervenciones de las partes y enviará el expediente al juez para que decida teniendo en cuenta 
solamente los documentos que reposen en este, los argumentos jurídicos presentados y la ley, 
para ordenar que se ejecute el acuerdo o continúe la audiencia de negociación, según lo que 
resuelva. Esta consulta se tramitará conjuntamente con las impugnaciones que se hubieren 
presentado por parte de los acreedores.  
 

ARTÍCULO 9. Modifíquese el artículo 539 de la Ley 1564 de 2012, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 539. REQUISITOS DE LA SOLICITUD DE TRÁMITE DE NEGOCIACIÓN DE 
DEUDAS. . La solicitud de trámite de negociación de deudas deberá ser presentada 
directamente por el deudor, quien podrá comparecer al trámite acompañado o representado 
por apoderado judicial. En todo caso, será obligatoria su asistencia con apoderado judicial en 
los casos en que sea superada la mínima cuantía.  

La solicitud deberá contener: 

1. Un informe que indique de manera precisa las causas que lo llevaron a la situación de 
cesación de pagos.  

2. La propuesta para la negociación de deudas, que debe ser clara, expresa y objetiva.  

3. Una relación completa y actualizada de todos los acreedores, en el orden de prelación de 
créditos que señalan los artículos 2488 y siguientes del Código Civil.  

Los créditos de las empresas vigiladas por la Superintendencia de la Economía Solidaria 
garantizados mediante aportes sociales individuales y  ahorros permanentes en el caso de los 
fondos de empleados serán considerados de la segunda clase prevista en el artículo 2497 del 
Código Civil, cumpliendo los requisitos de la Ley 1676 de 2013, hasta el monto de dichos aportes 
y ahorros, que deberán precisarse y cuantificarse como se exige en el numeral siguiente; si el 
crédito excediere tal monto, el saldo restante se pagara en los términos correspondientes a la 
quinta clase. 

Se deberá indicar nombre, domicilio y dirección de cada uno de ellos; dirección de correo 
electrónico; cuantía, diferenciando capital e intereses, aún en los cánones vencidos de los 
contratos de leasing; naturaleza de los créditos, incluida la condición de postergados en virtud 
de la causal primera del artículo 572A; tasas de interés; documentos en que consten; fecha de 
otorgamiento del crédito y vencimiento, y nombre, domicilio y dirección de la oficina o lugar de 
habitación de los codeudores, fiadores o avalistas. En caso de no conocer alguna información, 
el deudor deberá expresarlo. 

4. Una relación completa y detallada de sus bienes, si los hubieren, incluidos los que posea en 
el exterior. Deberán indicarse los valores estimados y los datos necesarios para su identificación, 
así como la información detallada de los gravámenes, afectaciones y medidas cautelares que 
pesen sobre ellos, y deberá identificarse cuáles de ellos tienen afectación a vivienda familiar y 
cuáles son objeto de patrimonio de familia inembargable.  

A la relación detallada de los bienes se deberán adjuntar los documentos idóneos para acreditar 
la veracidad de la información de que trata este numeral.  

5. Una relación de los procesos judiciales y de cualquier procedimiento o actuación 
administrativa o privada de carácter patrimonial que adelante el deudor o que curse contra él, 
indicando el juzgado o la oficina donde están radicados y su estado actual.  

6. Certificación de los ingresos del deudor expedida por su empleador o fondo de pensiones o, 
en caso de que sea trabajador independiente, una declaración de los mismos.  

7. Monto al que ascienden los recursos disponibles para el pago de las obligaciones descontados 
los gastos necesarios para la subsistencia del deudor y de las personas a su cargo si los hubiese, 
de conservación de los bienes y los gastos del procedimiento.  

8. Información relativa a si tiene o no sociedad conyugal o patrimonial vigente. En el evento en 
que la haya tenido, deberá aportar copia de la escritura pública o de la sentencia por medio de 
la cual esta se haya liquidado, o de la sentencia que haya declarado la separación de bienes, si 
ello ocurrió dentro de los dos (2) años anteriores a la solicitud. En este último caso, deberá 
señalar el valor comercial estimado de los bienes embargables que fueron objeto de la 
liquidación.  

9. Una discriminación de las obligaciones alimentarias a su cargo, indicando cuantía y 
beneficiarios.  

PARÁGRAFO PRIMERO. La información de la solicitud del trámite de negociación de deudas 
y las declaraciones hechas por el deudor en cumplimiento de lo dispuesto en este artículo, se 
entenderán rendidas bajo la gravedad del juramento y en la solicitud deberá incluirse 
expresamente la manifestación de que no se ha incurrido en omisiones, imprecisiones o errores 
que impidan conocer su verdadera situación económica y su capacidad de pago. 

PARÁGRAFO SEGUNDO. La relación de acreedores y de bienes deberá hacerse con corte al 
último día calendario del mes inmediatamente anterior a aquel en que se presente la solicitud. 

PARÁGRAFO TERCERO. Cualquiera de los acreedores relacionados en la solicitud podrá 
solicitar al deudor que aporte las pruebas que tenga en su poder respecto de la información 
plasmada en ella, con los soportes idóneos, según el caso, y este la deberá allegar a más tardar 
en la siguiente reanudación de la audiencia de negociación de deudas, o manifestar que no la 
posee. Tal manifestación se entenderá hecha bajo la gravedad del juramento. 

PARÁGRAFO CUARTO. En ningún caso los centros de conciliación o notarías podrán imponer 
a los deudores interesados en la prestación del servicio modelos inmodificables de solicitud. 
 

ARTÍCULO 10. Adiciónese al Código General del Proceso el artículo 539A, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 539A. COORDINACIÓN DE SOLICITUDES Y DE TRÁMITES. Una solicitud de 
insolvencia podrá referirse simultáneamente a más de un deudor pertenecientes a un mismo 
núcleo familiar, siempre que de cada uno de ellos se den los presupuestos de insolvencia 
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previstos en el artículo 538, en cuyo caso la solicitud deberá provenir de cada uno de los 
solicitantes y cumplir los requisitos del artículo 539 respecto de cada uno de ellos.  

En este caso, se designará un mismo conciliador para todos los solicitantes, los gastos del centro 
de conciliación o notaría no podrán exceder del cincuenta por ciento (50%) adicional al caso 
que corresponda al de mayor pasivo y complejidad y las reglas del trámite y de la aprobación 
de los acuerdos se aplicarán a cada trámite individualmente, buscando la mayor armonía entre 
los flujos de caja de cada uno de los deudores.  

En caso de que proceda la intervención de la jurisdicción ordinaria civil en cualquiera de los 
trámites, incluida la liquidación, esta disposición se aplicará, en lo pertinente, por parte del juez 
al que correspondan, que será el mismo para todos ellos. 

Parágrafo. La negociación de los diferentes acuerdos podrá adelantarse de manera conjunta 
aplicando a cada una los términos previstos en el primer inciso del artículo 544 incrementados 
en un cincuenta por ciento (50%) y sin que en ningún caso conlleve la unión de patrimonios de 
los deudores. 
 

ARTÍCULO 11. Modifíquese el artículo 541 de la Ley 1564 de 2012, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 541. DESIGNACIÓN DEL CONCILIADOR Y ACEPTACIÓN DEL CARGO. Al 
día siguiente a la presentación de la solicitud, el centro de conciliación designará al conciliador. 
Este manifestará su aceptación dentro de los dos (2) días siguientes a la notificación del 
encargo, so pena de ser excluido de la lista. 

El cargo de conciliador es de obligatoria aceptación. En el evento en que el conciliador se 
encuentre impedido y no lo declare, podrá ser recusado por las causales previstas en este 
código. 
 

ARTÍCULO 12. Modifíquese el artículo 542 de la Ley 1564 de 2012, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 542. DECISIÓN DE LA SOLICITUD DE NEGOCIACIÓN. Dentro de los tres (3) 
días siguientes a la aceptación del cargo, el conciliador verificará si la solicitud cumple con los 
requisitos legales. 

Si la solicitud no cumple con alguna de las exigencias requeridas, el conciliador inmediatamente 
señalará los defectos de que adolezca y otorgará al deudor un plazo de cinco (5) días para que 
la corrija. Si dentro del plazo otorgado el deudor no subsana los defectos de la solicitud, la 

solicitud será rechazada. Contra esta decisión solo procederá el recurso de reposición ante el 
mismo conciliador.  
 

ARTÍCULO 13. Modifíquese el artículo 543 de la Ley 1564 de 2012, el cual quedará así:  

ARTÍCULO 543. ACEPTACIÓN DE LA SOLICITUD DE NEGOCIACIÓN DE DEUDAS. 

Una vez el conciliador verifique el cumplimiento de los requisitos en la solicitud de negociación 
de deudas, el conciliador designado por el centro de conciliación o el notario, según fuere el 
caso, la aceptará, dará inicio al procedimiento de negociación de deudas y fijará fecha para 
audiencia de negociación dentro de los diez (10) días siguientes a la aceptación de la solicitud. 

Parágrafo. Las controversias relacionadas con la aceptación de la solicitud de negociación de 
deudas solamente se podrán proponer al iniciarse la primera sesión de la audiencia 
correspondiente. 
 

ARTÍCULO 14. Modifíquese el artículo 544 de la Ley 1564 de 2012, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 544. DURACIÓN DEL PROCEDIMIENTO DE NEGOCIACIÓN DE DEUDAS. El 
término para llevar a cabo el procedimiento de negociación de deudas es de sesenta (60) días, 
contados a partir de la aceptación de la solicitud. A solicitud conjunta del deudor y de cualquiera 
de los acreedores con quienes se hayan conciliado definitivamente sus derechos, este término 
podrá ser prorrogado por treinta (30) días más, y para el deudor comerciante, con el voto 
favorable de la mayoría de los votos podrá prorrogar hasta por otros noventa (90) días. 

Dicho término de duración del procedimiento de negociación de deudas se suspenderá durante 
el tiempo que dure el trámite de   las controversias que deba resolver la jurisdicción ordinaria 
civil y se reanudará a partir de la fecha en que la audiencia se reinicie por convocatoria que 
hará el conciliador al recibir la decisión judicial. 
 

ARTÍCULO 15. Modifíquese el artículo 545 de la Ley 1564 de 2012, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 545. EFECTOS DE LA ACEPTACIÓN. A partir de la aceptación de la solicitud se 
producirán los siguientes efectos: 

1. No podrán iniciarse contra el deudor nuevos procesos o trámites públicos o privados de 
ejecución, de jurisdicción coactiva, de cobro de obligaciones dinerarias, de ejecución especial, 
ni de restitución de bienes por mora en el pago de los cánones, y se suspenderán los que 

estuvieren en curso al momento de la aceptación. La suspensión incluirá la ejecución aún no 
totalmente practicada de medidas cautelares ya decretadas respecto de bienes o derechos 
pertenecientes al deudor y emolumentos que este tenga por recibir por cualquier causa, 
personalmente o en cuentas bancarias o por medio de cualquier producto financiero y los actos 
preparatorios del perfeccionamiento de tales medidas.  

El deudor podrá alegar la nulidad del proceso ante el juez o funcionario competente, o ante el 
particular o mandatario encargado del cobro o ejecución, para lo cual bastará presentar copia 
de la certificación que expida el conciliador sobre la aceptación al procedimiento de negociación 
de deudas.   

Las diligencias judiciales o extrajudiciales de cobranza, habiendo sido comunicado directamente 
el titular o cesionario sobre la admisión del deudor a un procedimiento de insolvencia lugar a 
un llamado de atención, en la primera ocasión, a una amonestación, en la segunda, y a la 
postergación del pago de todas las obligaciones que se hayan calificado y graduado o deban 
calificarse y graduarse a favor del acreedor, en la tercera, sanciones que serán impuestas, a 
petición del deudor, por el conciliador o el juez de la liquidación. A partir de la cuarta ocasión, 
el conciliador o el juez enviarán la queja a la Superintendencia Financiera o a la de Industria y 
Comercio, de acuerdo con el marco de competencias previsto en la ley 1266 de 2008 o las 
normas que modifiquen, adicionen o sustituyan, junto con las pruebas que haya aportado el 
quejoso, a efecto de que se imponga al acreedor una multa equivalente al diez por ciento (10%) 
del monto de los créditos cobrados, Incluidos los intereses, por cada vez que este adelante 
diligencias de este tipo. 

2. Se suspenderán los descuentos de nómina o de productos financieros, pagos por libranza o 
cualquier otra forma de prerrogativa relacionada con el pago o abono automático o directo del 
acreedor o de mandatario suyo que se haya pactado contractualmente o que disponga la ley, 
excepto los relacionados con las obligaciones alimentarias del deudor.  

 Los actos que se ejecuten en contravención a esta disposición serán nulos, sanción que será 
decretada por el juez del proceso en el que se dictaron o, en su defecto, por el del concurso 
teniendo en cuenta la fecha de recibo del oficio del conciliador en el que comunica al pagador 
o empleador la aceptación de la solicitud de negociación de deudas, la fecha certificada del 
reporte de novedades de nómina, cuando sea del caso, y la de descuento, pago o abono. El 
juez ordenará la devolución inmediata al deudor de las sumas pagadas o descontadas, para 
cuyo efecto serán solidariamente responsables el acreedor y el pagador. Adicionalmente, se 
impondrán al acreedor las sanciones previstas en el numeral anterior. 

3. No podrá suspenderse la prestación de los servicios públicos domiciliarios en la casa de 
habitación del deudor por mora en el pago de las obligaciones anteriores a la aceptación de la 
solicitud. Si hubiere operado la suspensión de los servicios públicos domiciliarios, estos deberán 
restablecerse y las obligaciones causadas con posterioridad por este concepto serán pagadas 
como gastos de administración. La misma regla aplicará a los casos de cualquier tipo de 
contratos de tracto sucesivo, como arrendamiento, educación, salud, administración de 
propiedad horizontal, y cualquier otro de similares características. 

4. Dentro de los cinco (5) días siguientes a la aceptación del trámite de negociación de deudas 
el deudor deberá presentar una relación actualizada de sus obligaciones, bienes y procesos, en 
la que deberá incluir todas sus acreencias causadas al día inmediatamente anterior a la 
aceptación, conforme al orden de prelación legal previsto en el Código Civil. La ausencia de 
esta actualización se tendrá como manifestación de que la relación presentada con la solicitud 
no ha variado. Cualquier cambio de la situación del deudor que suceda entre la aceptación de 
la negociación de deudas y la apertura de la liquidación patrimonial en relación con los asuntos 
de que trata este numeral deberá ser comunicada a los acreedores a través del conciliador o 
notario o al juez de la liquidación patrimonial, según el caso, a efecto de que aquellos y este lo 
puedan tener en cuenta al momento de tomar las decisiones que les correspondan. Igualmente 
deberá informar cualquier cambio de domicilio, residencia o direcciones física y electrónica de 
notificación. 

5. El deudor no podrá solicitar el inicio de otro procedimiento de insolvencia, hasta que se 
cumpla el término previsto en el artículo 574.  

6. Se interrumpirá el término de prescripción y no operará la caducidad de las acciones respecto 
de los créditos que contra el deudor se hubieren causado antes de la iniciación de dicho trámite.  

7. El pago de impuestos prediales, cuotas de administración, servicios públicos y cualquier otra 
tasa o contribución necesarios para obtener el paz y salvo en la enajenación de inmuebles o 
cualquier otro bien sujeto a registro sólo podrá exigirse respecto de aquellas acreencias 
causadas con posterioridad a la aceptación de la solicitud. Las restantes quedarán sujetas a los 
términos del acuerdo o a las resultas del procedimiento de liquidación patrimonial. Este 
tratamiento se aplicará a toda obligación propter rem que afecte los bienes del deudor.  

8. El deudor admitido a un trámite de insolvencia podrá buscar la renegociación de mutuo 
acuerdo de los contratos de arrendamiento comercial o financiero (leasing) de los que sean 
parte arrendataria o locataria. En caso de no lograr la negociación, podrá dar por terminado el 
contrato unilateralmente con solamente comunicar tal decisión a su contraparte y al conciliador 
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o notario, quedando sujeto a la entrega inmediata del bien en las condiciones previstas en el 
contrato y a las sanciones contractuales o legales del caso, decididas mediante incidente por el 
juez del concurso, las que harán parte del pasivo a negociar o liquidar. 

9. Se extinguirán las acciones penales derivadas de la aplicación del inciso 3 del artículo 402 
del Código Penal, sin perjuicio de los derechos económicos que las entidades fiscales pudieran 
tener contra el deudor en el procedimiento de insolvencia en virtud de la solidaridad prevista 
en las normas tributarias. 

PARÁGRAFO. El solicitante podrá retirar su solicitud de negociación mientras no se hubiere 
hecho efectivo ninguno de los efectos previstos en los numerales 1, 2 y 9 del presente artículo, 
y podrá desistir expresamente del procedimiento, mientras no se haya aprobado el acuerdo. Al 
desistimiento se aplicarán, en lo pertinente, los artículos 314 a 316 del Código General del 
Proceso, pero no habrá lugar a condena en costas, y su aceptación conllevará la reanudación 
inmediata de los procedimientos de ejecución suspendidos y se reactivarán las acciones penales 
extinguidas, para lo cual el conciliador oficiará con destino a los funcionarios y particulares 
correspondientes, al día siguiente de que esta se produzca. La indemnización de perjuicios que 
pretendan los acreedores se tramitarán ante el juez del proceso suspendido o en su defecto 
ante el que señala el artículo 534. 
 

ARTÍCULO 16. Modifíquese el artículo 548 de la Ley 1564 de 2012, el cual quedará así:  

ARTÍCULO 548. COMUNICACIÓN DE LA ACEPTACIÓN. A más tardar al día siguiente a 
aquel en que reciba la información actualizada de las acreencias por parte del deudor, el 
conciliador comunicará a todos los acreedores relacionados por el deudor la aceptación de la 
solicitud, adjuntando copia de la misma y de sus anexos, e indicándoles la fecha en que se 
llevará a cabo la audiencia de negociación de deudas. 

En la misma oportunidad, el conciliador oficiará a los jueces de conocimiento de los procesos 
de ejecución y restitución y a los servidores públicos y empleados privados encargados de los 
cobros coactivos y contractuales y de los descuentos de nómina como mecanismo de pago o 
abono a las obligaciones que se hayan indicado en la solicitud, comunicando el inicio del 
procedimiento de negociación de deudas con el fin de que se sujeten a los efectos de la 
aceptación de la solicitud.  

En el auto o decisión que reconozca la suspensión, el juez, funcionario o particular a cargo del 
cobro realizará el control de legalidad y dejará sin efecto cualquier actuación que se haya 

adelantado en su despacho público o privado o por parte de funcionario comisionado o 
particular mandatario con posterioridad a la aceptación. La suspensión del proceso no implicará 
la de los deberes de los auxiliares de la justicia frente a los bienes que administren, ni las del 
juez frente a dichos auxiliares ni impedirá las actuaciones derivadas del contenido o la ejecución 
del acuerdo que lo afecten. El control de legalidad conllevará la orden de restituir al deudor los 
bienes secuestrados o retenidos a cualquier título derivado del cobro, que se hubiesen 
practicado después de tal aceptación.  

Los centros de conciliación y las notarías dispondrán de una plataforma electrónica para la 
realización de las audiencias y de una dirección electrónica para el envío de las comunicaciones 
y notificaciones a las partes, así como para el recibo de la documentación y observaciones 
correspondientes al proceso.  

PARÁGRAFO. Cuando el deudor manifieste que ignora el lugar donde puede ser citado un 
acreedor, la citación se entenderá cumplida con la inscripción de la decisión de aceptación de 
la solicitud en el Registro Nacional de Personas Emplazadas de que trata el artículo 108 de este 
código. 
 

ARTÍCULO 17. Modifíquese el artículo 549 de la Ley 1564 de 2012, el cual quedará así:  

ARTÍCULO 549. GASTOS DE ADMINISTRACIÓN. Los gastos necesarios para la 
subsistencia del deudor y de las personas a su cargo, así como las obligaciones que este debe 
continuar sufragando durante el procedimiento de insolvencia desde la aceptación de la solicitud 
de negociación de deudas hasta que el acuerdo sea aprobado deberán estar al día al momento 
de la aprobación del mismo y no estarán sujetos al sistema que en el acuerdo de pago se 
establezca para las demás acreencias. 

El deudor no podrá otorgar garantías sin el consentimiento de los acreedores que representen 
más de la mitad más uno de los votos. 

El incumplimiento en el pago de los gastos de administración es causal de fracaso del 
procedimiento de negociación de deudas. En este caso, el acreedor de la obligación en mora 
informará de esta al conciliador de lo cual se correrá traslado al deudor, quien podrá allanarse 
y pagar o convenir con aquel los términos en que solucionará la obligación u oponerse, en cuyo 
caso el conciliador suspenderá la audiencia en los términos del artículo 551 con el objeto de 
que este allegue las pruebas que pretenda hacer valer. Reanudada la audiencia, el conciliador 
resolverá mediante decisión que solamente admite el recurso de reposición que decidirá de 

inmediato. Si la decisión favoreciere al deudor o este solucionare el incumplimiento, continuará 
la audiencia. En caso de que encuentre probado el incumplimiento y el deudor no lo solucione 
o logre un acuerdo con tal fin, el conciliador dejará constancia de todo ello en el acta de fracaso 
y remitirá lo actuado al juez competente, quien decretará la apertura de la liquidación 
patrimonial si está conforme con la conclusión del conciliador. En caso de no estarlo, así lo 
declarará mediante auto que no admite recurso y devolverá la actuación al conciliador para que 
continúe con la audiencia. 

Los titulares de estas acreencias podrán iniciar procesos ejecutivos contra el deudor o de 
restitución cuando esta se funde en la mora en las sumas adeudadas con posterioridad al inicio 
del procedimiento de negociación de deudas.  

En caso de que se decrete la liquidación patrimonial, los gastos de administración insolutos 
podrán presentarse a dicho trámite, y los correspondientes procesos de ejecución iniciados 
contra el deudor estarán sujetos a lo dispuesto en el numeral 7 del artículo 565. 
 

ARTÍCULO 18. Adiciónese al artículo 550 de la Ley 1564 de 2012 un numeral anterior a los 
vigentes, con lo que quedará así: 

 ARTÍCULO 550. DESARROLLO DE LA AUDIENCIA DE NEGOCIACIÓN DE DEUDAS. La 
audiencia de negociación de deudas se sujetará a las siguientes reglas: 

1. El conciliador preguntará a los acreedores si tienen reparos jurídicos que hacer a la decisión 
de aceptación de la solicitud de negociación. En caso afirmativo, oirá las alegaciones de los 
presentes y decidirá de plano si contare con las pruebas que se lo permitan. De lo contrario, 
suspenderá la audiencia en los términos del artículo 551 para que los interesados aporten las 
pruebas que pretendan hacer valer. Reanudada la audiencia, el conciliador resolverá con las 
pruebas documentales con que cuente, mediante decisión contra la que cabe recurso de 
reposición y en subsidio apelación ante el director del centro de conciliación o el notario, quienes 
podrán delegar esta función en subdirectores de insolvencia o asesores jurídicos en insolvencia 
que harán parte del equipo humano del centro o notaría, con los mismos requisitos exigidos 
para ser director de centro o notario, según el caso. Si no se presentan reparos contra la 
aceptación, se considerará saneada cualquier irregularidad que se hubiera presentado en ella y 
se continuará la audiencia, salvo en aquellos casos en que los acreedores no hubieren asistido 
por falta o indebida notificación. 

2. El conciliador pondrá en conocimiento de los acreedores la relación detallada de las 
acreencias y les preguntará si están de acuerdo con la existencia, naturaleza y cuantía de las 
obligaciones relacionadas por parte del deudor y si tienen dudas o discrepancias con relación a 
las propias o respecto de otras acreencias. Si no se presentaren objeciones, ella constituirá la 
relación definitiva de acreencias. 

3. De existir discrepancias, el conciliador propiciará fórmulas de arreglo acordes con la finalidad 
y los principios del régimen de insolvencia, para lo cual podrá suspender la audiencia. 

4. Si reanudada la audiencia las objeciones no fueren conciliadas, el conciliador procederá en 
la forma descrita en los artículos 551 y 552. 

5. Si no hay objeciones o estas fueren conciliadas, habrá lugar a considerar la propuesta del 
deudor. 

6. El conciliador solicitará al deudor que haga una exposición de la propuesta de pago para la 
atención de las obligaciones, que pondrá a consideración de los acreedores con el fin de que 
expresen sus opiniones en relación con ella. 

7. El conciliador preguntará al deudor y a los acreedores acerca de la propuesta y las 
contrapropuestas que surjan y podrá formular otras alternativas de arreglo. 

8. De la audiencia se levantará un acta que será suscrita por el conciliador y el deudor. El 
original del acta y sus modificaciones deberán reposar en los archivos del centro de conciliación 
o de la notaría. En cualquier momento, las partes podrán solicitar y obtener copia del acta que 
allí se extienda. 

PARÁGRAFO. La inasistencia del deudor o su apoderado a dos citaciones a audiencia 
consecutivas, no justificadas dentro de los tres (3) días siguientes, será causal de fracaso de la 
negociación, salvo que la totalidad de los acreedores que hayan asistido disponga que el 
conciliador fije nueva fecha y hora para continuarla. Para efectos de este parágrafo, en caso de 
que aún no haya relación definitiva de acreedores se tendrán por tales los relacionados en la 
solicitud. 
 

ARTÍCULO 19. Modifíquese el artículo 552 de la Ley 1564 de 2012, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 552. DECISIÓN SOBRE OBJECIONES. Si, no se conciliaren las objeciones en 
la audiencia, el conciliador la suspenderá por una única vez, durante diez (10) días, para que 
dentro de los cinco (5) primeros días inmediatamente siguientes a la suspensión, los objetantes 
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presenten ante él y por escrito la objeción, junto con las pruebas que pretendan hacer valer y 
las que pidan al juez. Vencido este término, correrá uno igual para que el deudor o los restantes 
acreedores se pronuncien por escrito sobre la objeción formulada y aporten y pidan las pruebas 
a que hubiere lugar. La sustentación no podrá versar sobre objeciones diferentes a las 
manifestadas de manera precisa en la audiencia. 

Los escritos presentados, junto con el acta correspondiente al día en que las inconformidades 
y objeciones fueron planteadas, serán remitidos de manera inmediata por el conciliador al juez, 
quien, previo decreto y práctica de pruebas, incluidas las que de oficio disponga, las resolverá 
y ordenará la devolución de las diligencias al conciliador. 

Las obligaciones no objetadas en la audiencia y las objetadas y conciliadas en ella quedarán en 
firme al suspenderse la misma, y se considerarán parte de la relación definitiva de acreencias 
desde ese momento. 

Una vez recibida por el conciliador la decisión del juez, se señalará fecha y hora para la 
continuación de la audiencia, que se comunicará en la misma forma prevista para la aceptación 
de la solicitud.  

Si dentro del término a que alude el inciso primero de esta disposición no se sustentaren por 
escrito las objeciones, quedará en firme la relación de acreencias hecha por el conciliador y la 
audiencia continuará al décimo día siguiente a aquel en que se hubiere suspendido y a la misma 
hora en que ella se llevó a cabo.  

PARÁGRAFO.  En la evaluación probatoria, el juez tendrá en cuenta lo dispuesto en el artículo 
167, y valorará las pruebas bajo las reglas de la sana critica la existencia, naturaleza y cuantía 
de las obligaciones. 
 

ARTÍCULO  20. Modifíquese el artículo 553 de la Ley 1564 de 2012, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 553. ACUERDO DE PAGO. El acuerdo de pago estará sujeto a las siguientes 
reglas: 

1. Deberá celebrarse dentro del término previsto en el presente capítulo y dentro de la 
audiencia.  

2. Deberá ser aprobado por dos o más acreedores que representen más del cincuenta por ciento 
(50%) de los votos y deberá contar con la aceptación expresa del deudor.  

Para efectos de la mayoría decisoria se tomarán en cuenta únicamente los valores por capital, 
sin contemplar intereses, multas o sanciones de orden legal o convencional, con corte al día 
inmediatamente anterior a la aceptación de la solicitud. Cuando se trate de deudas contraídas 
en UVR, moneda extranjera o cualquier otra unidad de cuenta, se liquidarán en su equivalencia 
en pesos con corte a esa misma fecha.  

3. Debe comprender a la totalidad de los acreedores objeto de la negociación. No obstante, en 
caso de que no pueda lograrse un acuerdo con todos los acreedores, el deudor podrá realizar, 
en esa misma audiencia, acuerdos bilaterales con acreedores que tengan garantía real o 
arrendamiento financiero sobre el inmueble que sea su vivienda o sobre muebles que 
constituyan un activo necesario para su actividad productiva o su vida de relación tendrán 
plenos efectos entre las partes. En tal caso los créditos y activos de que se trate se excluirán 
de la liquidación patrimonial y aquellos se pagarán por el deudor en los términos contemplados 
en dichos acuerdos, que no podrán ser impugnados sino por la causal de no cumplir los bienes 
con las condiciones previstas en este numeral. 

Los acuerdos bilaterales no podrán realizarse con los cónyuges, compañeros permanentes o 
parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil del 
deudor. 

4. Podrá versar sobre cualquier tipo de obligación patrimonial contraída por el deudor, incluidas 
aquellas en las que el Estado sea acreedor.  

5. Si el acuerdo involucra actos jurídicos que afecten bienes sujetos a registro, se inscribirá 
copia del acta contentiva del acuerdo, sin que sea necesario el otorgamiento de escritura 
pública.  

6. Podrá disponer la enajenación de los bienes del deudor que estuvieren embargados en los 
procesos ejecutivos suspendidos o el pago de acreencias con las sumas de dinero que también 
lo estén, para lo cual el deudor solicitará el levantamiento de la medida cautelar, allegando el 
acta que lo contenga. 

El precio de la venta de bienes que sean objeto de garantías reales se destinará al pago del 
capital de las obligaciones garantizadas y el excedente al de las demás de la misma clase que 
hubiere, en proporción al monto de cada una de ellas; si aún hubiere excedentes, estos se 
destinarán al pago proporcional del capital de las obligaciones de las clases subsiguientes, en 
su orden.  

7. Todos los créditos estatales estarán sujetos a las reglas señaladas en el acuerdo para los 
demás créditos, inclusive en materia de intereses, y no se aplicarán respecto de los mismos las 
disposiciones especiales existentes. Sin embargo, tratándose de créditos fiscales, el acuerdo no 
podrá contener reglas que impliquen condonación o rebajas por impuestos, tasas o 
contribuciones, salvo en los casos que lo permitan las disposiciones fiscales.  

8. Respetará la prelación y privilegios señalados en la ley civil y dispondrá un mismo trato para 
todos los acreedores que pertenezcan a una misma clase o grado. No obstante, con la 
aprobación del 60% de los votos se podrá disponer que los créditos con garantía real y los 
fiscales sean pagados al mismo tiempo, y que se pague a los pequeños acreedores sin respetar 
dicho orden legal de pago. Para tal efecto, se considerarán pequeños los acreedores de más 
baja cuantía cuya suma total no exceda el diez por ciento (10%) de la suma total de las 
acreencias reconocidas y graduadas en la relación definitiva por concepto de capital. No podrán 
beneficiarse de estas excepciones los créditos postergados por cualquier causal. 

Con todo, sin necesidad de una mayoría calificada ni de la aquiescencia del acreedor respectivo, 
en el acuerdo se podrá pactar que una o más obligaciones que se encuentren al día puedan 
seguir siendo atendidas por los codeudores solidarios del insolvente en los términos en que 
fueron pactadas inicialmente, sin sujetarse al orden de pago previsto en el acuerdo para las 
demás obligaciones; en los mismos términos se podrán pactar pagos a los acreedores que así 
lo acepten expresamente, por parte de terceros que se obliguen a ello en el acuerdo. En tales 
casos, el incumplimiento de dichas obligaciones por parte de los codeudores o terceros se 
considerará un incumplimiento del acuerdo por parte del insolvente, y dará lugar al trámite 
previsto para el efecto en el artículo 560. En caso de que se decrete la liquidación patrimonial 
del deudor, los acreedores destinatarios de dichos pagos conservarán sus derechos en la misma, 
sin perjuicio de las acciones que puedan ejercer por fuera de ella contra sus codeudores y 
contra los terceros obligados mediante el acuerdo. Igualmente, sin necesidad de mayoría 
calificada se podrá pactar que se reconozca el pago de intereses de espera a algunas clases de 
menor derecho mientras se paga el capital de otras de mejor derecho. 

9. En ningún caso el acuerdo de pagos implicará novación de obligaciones, salvo pacto en 
contrario aceptado de manera expresa por el deudor y por cada acreedor de manera individual 
o por la totalidad de acreedores.  

10. No podrá preverse en el acuerdo celebrado entre el deudor y sus acreedores ni en sus 
reformas un plazo para la atención del pasivo superior a cinco (5) años contados desde la fecha 
de celebración del acuerdo, salvo que así lo dispongan dos o más acreedores que representen 

más del sesenta por ciento (60%) de los votos, o que originalmente alguna de las obligaciones 
hubiere sido pactada por un término superior a este límite. 

11. Los acuerdos de las personas comerciantes deben contemplar de manera expresa el deber 
del deudor de cumplir rigurosamente con todos los deberes que la ley prevé para ellas, incluida 
la de llevar contabilidad, y la advertencia de que el incumplimiento de cualquiera de ellos será 
causal de incumplimiento del acuerdo, al que se dará el trámite previsto en los artículos 560 y 
561. 

PARÁGRAFO PRIMERO. En caso de que los datos necesarios para que el deudor haga los 
pagos no se encuentren incluidos en el texto del acuerdo, el acreedor podrá informarlos al 
deudor por correo certificado o al correo electrónico que este haya señalado para sus 
notificaciones en la solicitud de negociación de deudas, pero su pago se suspenderá durante el 
tiempo en que no haya cumplido con este deber si dentro del mismo hubiere instalamentos que 
atender a su favor, cuyas fechas de vencimiento se aplazarán consecutivamente. 

PARÁGRAFO SEGUNDO. En caso de que al terminar la audiencia de negociación de deudas 
el deudor no haya sufragado la totalidad de las expensas, el conciliador no suscribirá el acta de 
acuerdo o fracaso que correspondería según el caso, dejará sin efecto la actuación y rechazará 
la solicitud. 

PARÁGRAFO TERCERO. Los acuerdos de negociación de deudas celebrados en los términos 
previstos en el presente artículo serán de obligatorio cumplimiento para el deudor y para todos 
los acreedores, incluyendo a quienes no hubieran participado en la negociación del mismo o 
que, habiéndolo hecho, no hubiesen consentido en él. 
 

ARTÍCULO  21. Modifíquense los numeral 2, 3 y 6 del artículo 554 de la Ley 1564 de 2012, 
los cuales quedarán así: 

2. Los plazos en días, meses o años en que se pagarán las obligaciones objeto de la negociación, 
y los números de cuentas bancarias o lugar exacto en los que el deudor deberá hacer los pagos.  

3. El régimen de intereses al que se sujetarán las distintas obligaciones, incluidas las fiscales, 
y, en caso de que así se convenga, la condonación de los mismos. 

6.  La sustitución o disminución de garantías requerirá el consentimiento expreso del respectivo 
acreedor, al igual que las quitas de capital, que podrán decidirse con la aprobación de al menos 
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el 60% de los votos. Tales quitas no darán lugar a impuesto de ganancia ocasional a cargo del 
deudor beneficiario. 

Las daciones en pago también requerirán el consentimiento expreso del respectivo acreedor. 
Tratándose de bienes que garanticen las obligaciones correspondientes, no se requerirá este 
consentimiento, siempre que el valor estimado de los bienes en el acuerdo no supere el monto 
de las obligaciones, en cuyo caso se continuará adeudando el saldo restante. En este caso, el 
acuerdo debe ser aprobado por la mayoría calificada prevista en este numeral. 
 

ARTÍCULO  22. Modifíquese el artículo 557 de la Ley 1564 de 2012, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 557. IMPUGNACIÓN DEL ACUERDO O DE SU REFORMA. El acuerdo de pago 
podrá ser impugnado cuando: 

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el numeral 8 del artículo 553, contenga cláusulas que violen 
el orden legal de prelación de créditos, sea porque alteren el orden establecido en la 
Constitución y en la ley o dispongan órdenes distintos de los allí establecidos, a menos que 
hubiere mediado renuncia expresa del acreedor afectado con la respectiva cláusula. 

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el numeral 8 del artículo 553, contenga cláusulas que 
establezcan privilegios a uno o algunos de los créditos que pertenezcan a una misma clase u 
orden, o de alguna otra manera vulneren la igualdad entre los acreedores, a menos que hubiere 
mediado renuncia expresa del acreedor afectado con la respectiva cláusula.  

3. No comprenda a todos los acreedores anteriores a la aceptación de la solicitud.  

4. Contenga cualquier otra cláusula que viole la Constitución o la ley. 

5. Su aprobación o la de alguna de sus cláusulas no haya contado con la mayoría necesaria 
para el caso. 

6. Contenga la dación en pago al acreedor garantizado con los bienes objeto de ella, por un 
valor que difiera en más de un diez por ciento (10%) de aquel que defina el juez. 

Los acreedores disidentes deberán impugnar el acuerdo en la misma audiencia en que este se 
haya votado, anunciando concretamente sus reparos al texto aprobado. El impugnante 
sustentará su inconformidad por escrito ante el conciliador dentro de los cinco (5) días 
siguientes a la audiencia, limitando sus alegatos a los motivos presentados en la audiencia y 
allegando las pruebas que pretenda hacer valer, so pena de ser considerada desierta. Vencido 

este término, correrá uno igual para que el deudor y los demás acreedores se pronuncien por 
escrito sobre la sustentación y aporten las pruebas documentales a que hubiere lugar. Los 
escritos presentados serán remitidos de manera inmediata por el conciliador al juez, quien 
resolverá sobre la impugnación. En tratándose de la causal número 6, si lo considera necesario, 
el juez podrá decretar prueba pericial a costa del impugnante, y condenará al deudor, si resulta 
vencido, a su reembolso de preferencia a las demás obligaciones en el acuerdo o en la 
liquidación patrimonial, según sea el caso. 

Si el juez no encuentra probada la nulidad, o si esta puede ser saneada por vía de interpretación, 
así lo declarará en la providencia que resuelva la impugnación y devolverá las diligencias al 
conciliador para que se inicie la ejecución del acuerdo de pago. En caso contrario el juez 
declarará la nulidad del acuerdo, expresando las razones que tuvo para ello y lo devolverá al 
conciliador para que en un término de diez (10) días se corrija el acuerdo. Si dentro de dicho 
plazo el acuerdo se corrige con el cumplimiento de los requisitos para su celebración, el 
conciliador deberá remitirlo inmediatamente al juez para su confirmación. En caso de que el 
juez lo encuentre ajustado, procederá a ordenar su ejecución, a partir del mes siguiente a la 
fecha en que se realice la audiencia en la que el conciliador de a conocer a los acreedores su 
decisión.  

En el evento de que el acuerdo no fuere corregido dentro del plazo mencionado el conciliador 
informará de dicha circunstancia al juez para que decrete la apertura del proceso de liquidación 
patrimonial y remitirá las diligencias. De igual manera, habrá lugar al decreto de liquidación 
patrimonial cuando pese a la corrección, subsistan las falencias que dieron lugar a la nulidad.  

PARÁGRAFO PRIMERO. El juez resolverá sobre la impugnación atendiendo el principio de 
conservación del acuerdo. Si la nulidad es parcial, y pudiere ser saneada sin alterar la base del 
acuerdo, el juez lo interpretará y señalará el sentido en el cual este no contraríe el 
ordenamiento. En todo caso, las nulidades relativas solamente podrán ser decretadas cuando 
hayan sido alegadas en la audiencia y sustentadas por escrito. 

PARÁGRAFO SEGUNDO. Los acreedores ausentes no podrán impugnar el acuerdo. 

PARÁGRAFO TERCERO. De igual forma, en la audiencia el deudor podrá impugnar la 
manifestación del conciliador de que el acuerdo no obtuvo la mayoría de los votos necesaria 
para su aprobación, y a tal manifestación se le dará el trámite previsto en este artículo para la 
impugnación del acuerdo. 

ARTÍCULO  23. Adiciónese al artículo 558 de la Ley 1564 de 2012 un parágrafo con el siguiente 
texto: 

PARÁGRAFO. El deudor podrá solicitar al conciliador la verificación y certificación del 
cumplimiento del acuerdo respecto de algunos acreedores, en particular, con el objeto de 
terminar procesos que se encontraren suspendidos, o cualquier otra finalidad. En tales casos, 
el conciliador no solamente verificará el pago de las obligaciones relacionadas con el proceso 
de cuya terminación se trate, o con la finalidad buscada por el deudor, sino el cumplimento del 
acuerdo en todo lo que haya sido pactado hasta la fecha de la verificación. 
 

ARTÍCULO  24. Modifíquese el artículo 559 de la Ley 1564 de 2012, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 559. FRACASO DE LA NEGOCIACIÓN. Si transcurrido el término previsto en el 
artículo 544 no se celebra el acuerdo de pago, el conciliador declarará el fracaso de la 
negociación e inmediatamente remitirá las diligencias al juez civil de conocimiento, para que 
decrete la apertura del proceso de liquidación patrimonial.  

El conciliador también declarará el fracaso cuando en el transcurso de la audiencia se haya 
efectuado una votación formal que no alcance la mayoría de los votos, a menos que el deudor 
manifieste que mejorará su propuesta de pago, y el término previsto en el citado artículo 544 
no haya vencido. 
 

ARTÍCULO  25. Modifíquese y adiciónese el artículo 560 de la Ley 1564 de 2012, el cual 
quedará así: 

ARTÍCULO 560. INCUMPLIMIENTO DEL ACUERDO. Si el deudor no cumple las 
obligaciones convenidas en el acuerdo de pago, cualquiera de los acreedores o el mismo 
deudor, informarán por escrito de dicha situación al conciliador, dando cuenta precisa de los 
hechos constitutivos de incumplimiento. Dentro de los diez (10) días hábiles siguientes al recibo 
de dicha solicitud el conciliador citará a audiencia a fin de revisar y estudiar por una sola vez la 
reforma del acuerdo de pago, de conformidad con el procedimiento previsto en el artículo 556. 

Si en la audiencia se presentaren diferencias en torno a la ocurrencia de los eventos de 
incumplimiento del acuerdo, y estas no fueren conciliadas, el conciliador dispondrá la 
suspensión de la audiencia, para que quien haya alegado el incumplimiento lo formule por 
escrito dentro de los cinco (5) días siguientes, junto con la sustentación del mismo y las pruebas 
que pretenda hacer valer. Vencido este término, correrá uno igual para que el deudor o los 

restantes acreedores se pronuncien por escrito sobre el incumplimiento alegado y aporten las 
pruebas a que hubiere lugar. Los escritos presentados serán remitidos de manera inmediata 
por el conciliador al juez, quien resolverá de plano sobre el asunto, mediante auto que no 
admite ningún recurso.  

Si dentro del término a que alude el inciso anterior no se presentare el escrito de sustentación, 
se entenderá desistida la inconformidad y se continuará la ejecución del acuerdo.  

En caso de no hallar probado el incumplimiento, el juez ordenará que se devuelvan las 
diligencias al conciliador, quien comunicará de ello a las partes para que se continúe con la 
ejecución del acuerdo.  

En caso de encontrar probado el incumplimiento, en el mismo auto que lo declare, el juez 
ordenará que se devuelvan las diligencias al conciliador, para que se proceda a estudiar la 
reforma del acuerdo.  

Si al cabo de la audiencia de reforma no se modifica el acuerdo, el conciliador remitirá el proceso 
al juez civil de conocimiento para que decrete la apertura del proceso de liquidación patrimonial. 
De igual manera, habrá lugar al decreto de liquidación patrimonial cuando, pese a la corrección, 
subsistan las falencias que dieron lugar a la nulidad.   

Si, pactada la modificación, el deudor incumple nuevamente, se seguirá el trámite previsto en 
este mismo artículo, pero, en caso de encontrar el juez probado el incumplimiento, en el mismo 
auto que lo declare decretará la apertura del proceso de liquidación patrimonial.  

Los costos en que hayan incurrido los acreedores con el fin de activar la actuación del centro 
de conciliación o notaría para estos efectos serán incluidos en el acuerdo reformado o en la 
liquidación patrimonial en primer orden de pago después de las obligaciones por alimentos, a 
menos que se demuestre que el deudor no tuvo responsabilidad alguna en el incumplimiento o 
que hubo concurrencia de culpas, en cuyo caso el juez decidirá la proporción en que deba 
contribuir cada culpable. 

Parágrafo. Los acuerdos parciales que se celebren en virtud de lo dispuesto en el numeral 3 
del artículo 553 también se regirán por las reglas previstas en este artículo. 
 

ARTÍCULO  26. Modifíquese el artículo 561 de la Ley 1564 de 2012, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 561. EFECTOS DEL FRACASO DE LA NEGOCIACIÓN, DE LA NULIDAD DEL 
ACUERDO O DE SU INCUMPLIMIENTO. El fracaso de la negociación de deudas y la 
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declaración de nulidad del acuerdo de pagos o de su incumplimiento, que no fueren subsanadas 
a través de los mecanismos previstos en este capítulo darán lugar a la apertura del 
procedimiento de liquidación patrimonial previsto en el capítulo IV del presente título. 
 

ARTÍCULO  27. Modifíquese el numeral 6 del artículo 562 de la Ley 1564 de 2012, el cual 
quedará así: 

ARTÍCULO 562. CONVALIDACIÓN DEL ACUERDO PRIVADO. La persona natural que por 
la pérdida de su empleo, la liquidación de la sociedad conyugal o patrimonial, el cierre del 
negocio o por otras causas similares enfrente dificultades para la atención de su pasivo, que se 
traduzcan en una cesación de pagos dentro de los siguientes 120 días, podrá solicitar que se 
convalide el acuerdo privado que hubiere celebrado con un número plural de acreedores que 
representen más del sesenta por ciento (60%) del monto total del capital de sus obligaciones. 

Este procedimiento de negociación de deudas seguirá las siguientes reglas especiales:  

6. La decisión del juez de no convalidar el acuerdo impedirá que el deudor presente una nueva 
solicitud de convalidación durante el término previsto en el artículo 574. No obstante, podrá 
solicitar la apertura de un procedimiento de negociación de deudas si se encuentra en cesación 
de pagos.  
 

ARTÍCULO  28. Modifíquese el artículo 563 de la Ley 1564 de 2012, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 563. APERTURA DE LA LIQUIDACIÓN PATRIMONIAL. La liquidación 
patrimonial del deudor persona natural se iniciará en los siguientes eventos: 

1. Por fracaso de la negociación del acuerdo de pago.  

2. Como consecuencia de la nulidad no saneada del acuerdo de pago o de su reforma forzada 
por un primer incumplimiento, declarada en el trámite de impugnación previsto en el artículo 
557 de este Título.  

3. Por incumplimiento del acuerdo de pago que no pudo ser subsanado en los términos del 
artículo 560. 

4. Por solicitud de la persona natural al juez competente, independientemente de si tiene o no 
bienes o de si estos son suficientes o no para cubrir su pasivo total. En este caso, a la solicitud 
le serán aplicables los artículos 539, excepto su numeral 2, y 539A, excepto su parágrafo.  

PARÁGRAFO PRIMERO. Cuando la liquidación patrimonial se dé como consecuencia de la 
nulidad o el incumplimiento del acuerdo de pago, el juez decretará su apertura en el mismo 
auto en que declare tales situaciones.  

En caso de fracaso de la negociación, el conciliador remitirá las actuaciones al juez, quien 
decretará de plano la apertura del procedimiento liquidatorio, para lo que solamente verificará: 
(i) que en el expediente de la negociación de deudas obra un acta de fracaso expedida por un 
conciliador o por un notario; (ii) que, si es un conciliador este haga parte de la lista de 
conciliadores de un centro de conciliación o de una notaría, y (iii) que, si es un conciliador de 
un centro de conciliación, el centro de conciliación este tenga autorización del Ministerio de 
Justicia y del Derecho. En caso de que la anterior información no esté completa, el juez requerirá 
al conciliador o notario remitente, a efecto de que allegue las pruebas que hagan falta. En caso 
de que no se dé alguno de los anteriores requisitos, el juez devolverá la documentación recibida 
a su remitente. Satisfechos los mencionados presupuestos, el juez decretará la apertura de la 
liquidación, a menos que de la documentación completa concluya que no es competente para 
conocer de la liquidación patrimonial del deudor, de conformidad con las reglas sobre 
competencia por el factor territorial previstas en este título, en cuyo caso remitirá los 
documentos al que lo sea. 

En caso de solicitud directa por parte del deudor, el juez decidirá sobre ella bajo los parámetros 
establecidos en el artículo 542 para el conciliador frente a la solicitud de negociación de deudas, 
comunicará la apertura a las autoridades, entidades y personas a que se refiere el numeral 13 
del artículo 537 a fin de que se sujeten a sus efectos, y durante el proceso aplicará las 
disposiciones contempladas en los artículos 121 y 317.  

PARÁGRAFO SEGUNDO. La apertura de liquidaciones patrimoniales derivadas del fracaso de 
la negociación de deudas que fueron negadas o anuladas antes de la vigencia de la presente 
ley con fundamento en motivos distintos a los señalados en este artículo se decretará a solicitud 
del deudor o de cualquiera de los acreedores por el juez de reparto competente a la fecha de 
la solicitud. En los casos en que la liquidación se hubiere abierto y después se hubiera dejado 
sin valor ni efecto, el despacho que así lo hizo deberá reabrirla y continuarla ajustándola, en lo 
pertinente, a las disposiciones contenidas en la presente ley. 

PARÁGRAFO TERCERO. La liquidación patrimonial derivada del incumplimiento no saneado 
de acuerdos parciales obtenidos en virtud de lo dispuesto en el numeral 3 del artículo 553 se 
acumularán a la que se hubiere iniciado por el fracaso del acuerdo general, siempre que en 
esta aún no se hubiere realizado la audiencia de adjudicación; a tal situación se aplicarán las 

reglas de la acumulación de procesos. En caso contrario, el mismo despacho judicial dará 
apertura a una nueva liquidación. 
 

ARTÍCULO  29. Modifíquese el artículo 564 de la Ley 1564 de 2012, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 564. PROVIDENCIA DE APERTURA. El juez, al proferir la providencia de 
apertura, dispondrá: 

1. El nombramiento del liquidador y dos suplentes  y la fijación de sus honorarios provisionales 
de conformidad con lo regulado al respecto por el Consejo Superior de la Judicatura. 

A solicitud del propio deudor, el juez lo designará como liquidador conjuntamente con un 
profesional del derecho o con un consultorio jurídico de facultad de derecho,  en los casos en 
que fuera procedente el amparo de pobreza o cuando la solicitud esté coadyuvada por dos o 
más acreedores que representen más del cincuenta por ciento (50%) del monto total del capital 
adeudado, según (i) la relación definitiva de las acreencias determinada en la negociación de 
deudas; (ii) el saldo de las mismas por cumplimiento parcial del acuerdo certificado por el 
conciliador o (iii) la relación suministrada por el deudor en su solicitud de liquidación patrimonial, 
según el caso. También lo designará cuando hasta el momento no aparezca prueba de la 
existencia de bienes de los que sea titular o cuando hayan transcurrido cinco (5) meses sin que 
se haya posesionado ninguno de los liquidadores designados, siempre que él así lo solicite. 
Hecha la designación, el deudor asumirá el cargo de secuestre de sus propios bienes sin 
necesidad de posesión formal y no recibirá remuneración por su trabajo.  En todo caso, respecto 
de sus funciones de liquidador y de secuestre estará sujeto a las normas que las regulan y a 
sus regímenes sancionatorios. 

En los demás casos, el juez designará al liquidador entre quienes figuren para tal función en las 
listas de los auxiliares de la justicia para la rama judicial, dando preferencia a quienes hayan 
aprobado un Programa de Formación en Insolvencia que incluya la intensidad horaria en 
liquidación patrimonial que señale el reglamento. Las Entidades Avaladas para impartir tales 
programas enviarán al Consejo Superior de la Judicatura las listas de las personas que obtengan 
la certificación de conciliadores en insolvencia, a efecto de que este los incluya en las listas de 
liquidadores de los juzgados del circuito de su domicilio. 

El cargo de liquidador es de forzosa aceptación, salvo excusa aceptada por el juez, so pena de 
exclusión de las listas de liquidadores a que se refiere el presente artículo. 

En cualquier caso, el liquidador podrá ser removido de su cargo por incumplimiento de sus 
funciones, mediante decisión motivada del juez en la que se citará a sus suplentes para que se 
posesionen o excusen y, en su defecto, se harán nuevas designaciones, sin perjuicio del trámite 
disciplinario correspondiente. 

A menos que en el inventario hubiera recursos en efectivo que pudieran destinarse al efecto, el 
deudor correrá con los gastos de la liquidación y al respecto se podrán aplicar las causales y el 
trámite correspondientes al desistimiento tácito para que el juez termine el proceso, aunque 
este no se haya iniciado a solicitud del deudor. 

2. La orden al liquidador para que dentro de los cinco (5) días siguientes a su posesión 
notifíquese por aviso a los acreedores del deudor incluidos en la relación definitiva de acreencias 
o en la solicitud de liquidación patrimonial directa, según el caso, y al cónyuge o compañero 
permanente, si fuere el caso, acerca de la existencia del proceso y para que publique un aviso 
en un periódico de amplia circulación nacional en el que se convoque a los acreedores del 
deudor, a fin de que se hagan parte en el proceso. Cuando se trate de la liquidación patrimonial 
de una persona comerciante, también dispondrá la inscripción de la providencia de apertura en 
el registro mercantil de la cámara de comercio del domicilio del deudor, dentro de dicho término. 

3. La orden al liquidador para que dentro de los veinte (20) días siguientes a su posesión 
actualice el inventario valorado de los bienes del deudor.  

Para el efecto, el liquidador tomará como base la relación presentada por el deudor en la 
solicitud de negociación de deudas o de liquidación directa y las actualizaciones de información 
que este hubiere hecho entre la primera y el auto de apertura en cumplimiento de lo dispuesto 
al respecto en el numeral 4 del artículo 545. Para la valoración de inmuebles y automotores, 
tomará en cuenta lo dispuesto en los numerales 4 y 5 del artículo 444.  

4. Oficiar a todos los jueces que adelanten procesos ejecutivos contra el deudor para que los 
remitan a la liquidación, salvo aquellos que se adelanten por concepto de alimentos, los que, 
de todas formas, harán parte de la liquidación, con preferencia sobre todos los demás créditos. 
La incorporación deberá darse antes del traslado para objeciones de los créditos so pena de ser 
considerados estos créditos como extemporáneos.  

5. La prevención a todos los deudores del concursado de obligaciones anteriores a la fecha de 
apertura de la liquidación patrimonial para que sólo paguen al liquidador, advirtiéndoles de la 
ineficacia de todo pago hecho a persona distinta, salvo que el liquidador sea el mismo deudor, 
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en cuyo caso el pago deberá hacerse a través de un depósito judicial a órdenes del juez del 
concurso. 

PARÁGRAFO. El requisito de publicación de la providencia de apertura se entenderá cumplido 
con la inscripción de la providencia en el Registro Nacional de Personas Emplazadas del que 
trata el artículo 108 del presente código. 
 

ARTÍCULO  30.  Modifíquense los numerales 2, 3, 4 y 7 y el parágrafo del artículo 565 de la 
Ley 1564 de 2012, los cuales quedarán así: 

2.  La destinación exclusiva de los bienes que el deudor posea a la fecha a pagar las obligaciones 
anteriores al inicio del procedimiento de liquidación patrimonial. Los bienes e ingresos que el 
deudor adquiera con posterioridad sólo podrán ser perseguidos por los acreedores de 
obligaciones contraídas después de esa fecha, salvo cuando se trate de procesos ejecutivos de 
alimentos, en los que se podrán perseguir independientemente de su fecha de causación.  

3. La incorporación de todas las obligaciones a cargo del deudor que hayan nacido con 
anterioridad a la providencia de apertura, sin perjuicio de la continuación de los procesos por 
alimentos. 

Las obligaciones de carácter alimentario tendrán prelación sobre todas las demás. Los gastos 
de administración del procedimiento de negociación de deudas se pagarán de preferencia sobre 
las acreencias incorporadas en la relación definitiva de acreedores que se hubiere elaborado en 
este.  

4. La integración de la masa de los activos del deudor, que se conformará por los bienes y 
derechos de los cuales el deudor sea titular al momento de la apertura de la liquidación 
patrimonial y los que se hayan reintegrado a su patrimonio en virtud de acciones revocatorias 
que hubieran prosperado. El auto de apertura dispondrá el embargo y secuestro de dichos 
bienes, que el juez dejará en depósito gratuito en manos del deudor. Cuando el liquidador sea 
el mismo deudor no se requerirá diligencia de secuestro para que se perfeccione la medida, 
pero el deudor allegará al expediente constancia detallada, en lo posible acompañada de fotos 
o videos, del estado en que los bienes se encuentren. 

No se contarán dentro de la masa de la liquidación los bienes de su cónyuge o compañero 
permanente, ni aquellos sobre los cuales haya constituido patrimonio de familia inembargable, 
los que se hubieren afectado a vivienda familiar, así como aquellos que tengan la condición de 
inembargables. El juez de la liquidación resolverá mediante incidente cualquier solicitud de que 

se embarguen inmuebles afectados a vivienda familiar o que constituyan patrimonio de familia 
que haga un acreedor que alegue tener derecho a perseguir dichos bienes. 

7. La remisión de todos los procesos o trámites públicos o privados de ejecución, de jurisdicción 
coactiva,  de cobro de obligaciones dinerarias, de ejecución especial que estén siguiéndose 
contra el deudor por obligaciones anteriores a la fecha de apertura de la liquidación patrimonial, 
salvo los que se lleven por concepto de alimentos y los de restitución de bienes que no hayan 
de continuarse de conformidad con el parágrafo segundo de este artículo. Las medidas 
cautelares que se hubieren decretado en estos sobre los bienes del deudor serán puestas a 
disposición del juez que conoce de la liquidación patrimonial, quien ordenará la cesación de los 
embargos de salarios, prestaciones, pensiones y cualquier otro emolumento que devengue 
periódicamente el concursado a partir de la fecha de apertura de la liquidación, así como la 
devolución inmediata al deudor de las sumas y bienes embargados después de la fecha de 
aceptación de la negociación de deudas si, por cualquier razón, tales embargos no los hubiere 
suspendido el juez de conocimiento o funcionario administrativo o mandatario particular en 
virtud de lo dispuesto al respecto en los artículos 545, numeral 1, y 548, y la de los pagos que 
se hubieren producido en tales procesos a partir de esta última fecha y de las sumas que le 
hubieren sido descontadas al deudor de sus ingresos en contravención a lo dispuesto en el 
numeral 2 de dicho artículo 545. 

Los procesos ejecutivos que se incorporen a la liquidación patrimonial estarán sujetos a la suerte 
de esta y deberán incorporarse antes del traslado para objeciones a los créditos, so pena de 
extemporaneidad. Cuando en el proceso ejecutivo no se hubiesen decidido aún las excepciones 
de mérito propuestas, estas se considerarán objeciones y serán resueltas como tales.  

En los procesos ejecutivos que se sigan en contra de codeudores o cualquier clase de garante 
se aplicarán las reglas previstas para el procedimiento de negociación de deudas. 

PARÁGRAFO PRIMERO. En el caso en que la liquidación patrimonial se hubiere iniciado por 
solicitud directa del deudor, habrá lugar al efecto previsto en numeral 9 del artículo 545. 

PARÁGRAFO SEGUNDO. Los procesos de restitución de tenencia de los bienes entregados 
en leasing contra el deudor continuarán su curso. Los créditos insolutos que dieron origen al 
proceso de restitución se sujetarán a las reglas de la liquidación. 
 

ARTÍCULO 31. Modifíquese el parágrafo del artículo 566 de la Ley 1564 de 2012 y adiciónese 
otro, los cuales quedarán así: 

PARÁGRAFO PRIMERO. Los acreedores que hubieren sido incluidos en el procedimiento de 
negociación de deudas se tendrán reconocidos en la clase, grado y cuantía dispuestos en la 
relación definitiva de acreedores; ellos no podrán objetar los créditos que hubieren sido objeto 
de la negociación, pero sí podrán contradecir las nuevas reclamaciones que se presenten 
durante el procedimiento de liquidación patrimonial. Los titulares de los créditos relacionados 
en la solicitud de liquidación patrimonial directa no tienen necesidad de presentarse al proceso 
en la forma prevista en el inciso primero de este artículo para hacer parte del mismo, pero 
podrán ser objetados en los términos del inciso segundo. 

PARÁGRAFO SEGUNDO. Las obligaciones causadas con posterioridad a la fecha de apertura 
de la liquidación patrimonial podrán ser demandadas ejecutivamente contra el deudor, incluidas 
aquellas propter rem que afecten a los bienes objeto de adjudicación. 
 

ARTÍCULO 32. Modifíquese el artículo 567 de la Ley 1564 de 2012, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 567. INVENTARIO VALORADO DE LOS BIENES DEL DEUDOR. Del inventario 
valorado presentado por el liquidador el juez correrá traslado a las partes por diez (10) días por 
medio de auto que no admite recursos, para que presenten observaciones y, si lo estimen 
pertinente, alleguen un avalúo diferente. De tales observaciones inmediatamente se correrá 
traslado por secretaría a las demás partes interesadas, por el término de cinco (5) días, para 
que se pronuncien sobre las observaciones presentadas. El juez resolverá  sobre el inventario 
valorado en el mismo auto que cita a audiencia de adjudicación. 
 

ARTÍCULO 33. Modifíquese el artículo 568 de la Ley 1564 de 2012, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 568. PROVIDENCIA DE RESOLUCIÓN DE OBJECIONES, APROBACIÓN DE 
INVENTARIOS Y AVALÚOS Y CITACIÓN A AUDIENCIA. Una vez surtido el trámite previsto 
en los dos artículos anteriores, el juez en un mismo auto resolverá sobre: 

1. Los créditos presentados y las objeciones que se hubieren propuesto contra ellos.  

2. El inventario valorado presentado por el liquidador y las observaciones que se hubieren 
formulado frente a ellos. 

3. Las acciones revocatorias o de simulación o cualquier otro asunto que esté pendiente de 
decisión. 

4. Los derechos de voto de los acreedores como se exige al conciliador en la parte final de 
numeral 12 del artículo 537 para la reforma del acuerdo, teniendo en cuenta, además, los 
créditos aceptados al resolver sobre el numeral 1 del presente artículo. 

En la misma providencia el juez citará a audiencia de adjudicación a realizarse dentro de los 
treinta (30) días siguientes, y ordenará al liquidador que presente un proyecto de adjudicación 
dentro de los diez (10) días siguientes. El proyecto de adjudicación permanecerá en la secretaría 
a disposición de las partes interesadas, quienes podrán consultarlo antes de la celebración de 
la audiencia.  

PARÁGRAFO PRIMERO. En caso de que en el inventario se encuentren bienes sujetos a 
registro que estén garantizando obligaciones de las que no sea deudor el concursado, el juez 
le comunicará al acreedor la existencia del proceso de liquidación patrimonial para los efectos 
previstos en el artículo 462 de este código. El acreedor garantizado solamente podrá hacer valer 
sus derechos dentro de este proceso con arreglo a las normas de prelación establecidas en el 
Código Civil. 

PARÁGRAFO SEGUNDO. Si no hubiere bienes que adjudicar, el juez omitirá la audiencia de 
adjudicación y declarará terminado el proceso, señalando expresamente los mismos efectos 
previstos en el artículo 571 de la presente ley, según el caso. 
 

ARTÍCULO 34. Modifíquese el artículo 569 de la Ley 1564 de 2012, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 569. ACUERDO DE NEGOCIACIÓN DE DEUDAS DENTRO DE LA 
LIQUIDACIÓN PATRIMONIAL. En cualquier momento de la liquidación y antes de la 
celebración de la audiencia de adjudicación el deudor y un número plural de acreedores que 
representen más del cincuenta por ciento (50%) de los votos determinados en la liquidación o, 
en su defecto, de las que consten en la relación definitiva de acreencias de la negociación 
podrán celebrar un acuerdo de negociación de deudas dentro de la liquidación patrimonial. El 
acuerdo deberá reunir los mismos requisitos exigidos en los artículos 553 y 554, y quedará 
sujeto, en todo, a lo previsto sobre el mismo en el presente título, para su aprobación y 
verificación de legalidad. Igualmente, podrá convenirse el acuerdo parcial de que trata la 
segunda parte del numeral 3 del artículo 553, en los términos y con la consecuencia en él 
prevista. 

Una vez presentado ante el juez que conoce de la liquidación patrimonial, este verificará su 
legalidad, para lo cual tendrá las mismas facultades previstas en el artículo 557. 
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El auto que no apruebe el acuerdo ordenará que se continúe con la liquidación, sin perjuicio de 
que se presente un nuevo acuerdo dentro del término señalado.  

El auto que apruebe el acuerdo dispondrá la suspensión de la liquidación durante el término 
previsto para su cumplimiento. En caso de que alguna de las partes de la liquidación denuncie 
su incumplimiento, se seguirá en lo pertinente, el procedimiento previsto en el artículo 560, y 
si lo encuentra probado, en el mismo auto el juez ordenará que se reanude la liquidación, para 
lo cual adoptará las medidas que se requiera para ajustar el saldo insoluto de las obligaciones, 
en caso de que haya habido cumplimiento parcial del acuerdo, o el inventario y su valoración, 
en caso de que haya cambiado. 

PARÁGRAFO. El liquidador tendrá entre sus funciones la de promover activamente, en la 
medida de lo posible, un acuerdo de negociación de deudas, para lo cual se reunirá con el 
deudor y los acreedores de la manera que considere conveniente en tanto vea posibilidades 
serias de lograrlo. 
 

ARTÍCULO 35. Adiciónese al Código General del Proceso el artículo 569A, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 569A. ACUERDO DE ADJUDICACIÓN.  Dentro del término de consulta del 
proyecto de adjudicación presentado por el liquidador, las partes podrán presentar un acuerdo 
de adjudicación aprobado por un número plural de personas que representen más del cincuenta 
por ciento (50%) del monto total de las obligaciones por capital con vocación de pago más los 
derechos del deudor al remanente, si lo hubiere.  

El acuerdo deberá respetar las reglas previstas en el artículo 571, a menos que los acreedores 
desfavorecidos consientan de manera expresa en la no aplicación de algunas de ellas.  

El acuerdo de adjudicación permanecerá en la secretaría a disposición de las partes interesadas, 
quienes podrán consultarlo antes de la celebración de la audiencia.  
 

ARTÍCULO 36. Modifíquese el artículo 570 de la Ley 1564 de 2012, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 570. AUDIENCIA DE ADJUDICACIÓN. Si se hubiere presentado un acuerdo de 
adjudicación, el juez oirá las alegaciones que las partes no firmantes del mismo tengan respecto 
de su aprobación o contenido, y decidirá sobre su legalidad, siguiendo los lineamientos previstos 
en este artículo, con la salvedad contemplada en el inciso 2 del artículo 569A, y aplicando las 
facultades de saneamiento por vía de interpretación del acuerdo y el principio de conservación 

del mismo que se prevén en el artículo 557 para el acuerdo de negociación de deudas. Los 
interesados podrán modificar el acuerdo dentro de la misma audiencia a fin de sanear los 
reparos legales que en ella haga el juez, si están presentes o representados los votos necesarios 
para tenerlo por aprobado. 

En caso de que no se haya presentado un acuerdo de adjudicación o este no sea aprobado por 
el juez ni saneado a su satisfacción en la audiencia, este oirá las alegaciones que las partes 
tengan respecto del proyecto de adjudicación presentado por el liquidador, y a continuación 
proferirá la providencia de adjudicación, que seguirá las siguientes reglas: 

1. Determinará la forma en que serán atendidas con los bienes del deudor las obligaciones 
incluidas en la liquidación, en el orden de prelación legal de créditos.  

2. Comprenderá la totalidad de los bienes a adjudicar, incluyendo el dinero existente, será 
repartido con sujeción a la prelación legal de créditos.  

3. Respetará la igualdad entre los acreedores, adjudicando en lo posible a todos y cada uno de 
la misma clase, en proporción a su respectivo crédito, cosas de la misma naturaleza y calidad.  

4. En primer lugar será repartido el dinero, enseguida los inmuebles, posteriormente los bienes 
muebles corporales y finalmente las cosas incorporales.  

5. Habrá de preferirse la adjudicación en bloque, de acuerdo con la naturaleza de los activos. 
Si no pudiera hacerse en tal forma, los bienes serán adjudicados en forma separada, procurando 
siempre la generación del mayor valor.  

6. La adjudicación de bienes a varios acreedores será realizada en común y proindiviso en la 
proporción que corresponda a cada uno.  

7. El juez hará la adjudicación aplicando criterios de semejanza, igualdad y equivalencia entre 
los bienes, con el propósito de obtener el resultado más equitativo posible.  

8. So pena de tener la adjudicación por rechazada, la misma deberá ser aceptada de manera 
expresa por cada acreedor, dentro de la audiencia o mediante comunicación remitida al juzgado 
con anterioridad en la que se manifieste el interés en recibir ciertos bienes y no otros o su 
aceptación de lo que sea que se le adjudique. El juez, de manera inmediata, procederá a 
adjudicar los bienes rechazados a los acreedores restantes respetando el orden de prelación.  

9. Los bienes no recibidos por sus adjudicatarios se ofrecerán por el liquidador a los acreedores 
que acepten la adjudicación hasta concurrencia del saldo de sus créditos reconocidos, 

respetando las prelaciones de ley y la igualdad de los acreedores de una misma clase o grado. 
De esta gestión el liquidador informará al juez, para que formalice, mediante auto, las 
adjudicaciones a los acreedores que hayan acrecido. 

10. Si quedaren remanentes, estos serán adjudicados al deudor. 

PARÁGRAFO PRIMERO. Sea que hubieren aceptado y recibido los bienes o no, los acreedores 
se tendrán por pagados en el valor inicialmente adjudicado y en el posteriormente acrecido. 

PARÁGRAFO SEGUNDO. En ningún caso podrán adjudicarse bienes por un valor menor al 
definido en este proceso. 

PARÁGRAFO TERCERO. Si hubiere lugar a la adjudicación de una cuota parte de inmuebles 
afectados a vivienda familiar o que constituyan patrimonio de familia a un acreedor con derecho 
a ello, la cuota parte restante se adjudicará exclusivamente al deudor y esta no será objeto de 
adjudicaciones adicionales. 

PARÁGRAFO CUARTO. Las obligaciones que se deriven para el adjudicatario por recaer sobre 
los bienes adjudicados serán las que se causen a partir de la ejecutoria de la providencia que 
apruebe o decrete la adjudicación, siempre y cuando el liquidador haya cumplido con la entrega 
en los términos legales. 
 

ARTÍCULO 37. Modifíquese el artículo 571 de la Ley 1564 de 2012, el cual quedara así: 

ARTÍCULO 571. EFECTOS DE LA ADJUDICACIÓN. La providencia de adjudicación produce 
los siguientes efectos:  

1. El saldo total o parcial de las obligaciones comprendidas por la liquidación mutarán a 
obligaciones naturales y producirán los efectos previstos por el artículo 1527 del Código Civil. 
Tal mutación no dará lugar a impuesto por ganancia ocasional. 

 No habrá lugar a este efecto si, mediante incidente promovido por cualquier acreedor, el juez 
encuentra que el deudor dolosamente omitió información que claramente se pudiera considerar 
relevante para la toma de decisiones por parte de los acreedores, como ingresos, bienes o 
créditos, los ocultó o simuló deudas o se abstuvo de actualizar dicha información como lo 
dispone la parte final del numeral 4 del artículo 545. Tampoco habrá lugar a aplicar dicha regla 
si prosperan las acciones revocatorias o de simulación que se propongan en el curso de los 
procedimientos, ni respecto de los saldos insolutos por obligaciones alimentarias. Igualmente 
perderá tal beneficio el deudor que con dolo o culpa grave hubiera ocasionado el deterioro de 

los activos que componen el inventario a adjudicar o lo hubiere permitido habiendo podido 
evitarlo, a menos que antes de iniciarse la audiencia de adjudicación o durante su desarrollo 
compense en dinero efectivo el perjuicio causado a sus acreedores o llegue con ellos a un 
acuerdo sobre la forma de hacerlo. 

Salvo en procesos de alimentos, los acreedores insatisfechos del deudor no podrán perseguir 
los bienes que el deudor adquiera con posterioridad al inicio del procedimiento de liquidación.  

2. Para la transferencia del derecho de dominio de bienes sujetos a registro, bastará la 
inscripción de la providencia de adjudicación en el correspondiente registro, sin necesidad de 
otorgar ningún otro documento. Dicha providencia será considerada sin cuantía para efectos 
de impuestos y derechos de registro, sin que al nuevo adquirente se le puedan hacer exigibles 
las obligaciones que pesen sobre los bienes adjudicados o adquiridos, como impuestos 
prediales, valorizaciones, cuotas de administración, servicios públicos o en general aquellas 
derivadas de la condición de propietario.  

PARÁGRAFO. El efecto previsto en el numeral 1 de este artículo también se aplicará a los 
deudores personas naturales comerciantes que adelanten un proceso de liquidación judicial en 
los términos establecidos en la Ley 1116 de 2006, en el decreto legislativo 772 de 2020 o en 
cualquier otro régimen liquidatorio empresarial.  
 

ARTÍCULO 38. Adiciónese a la Ley 1564 de 2012 el siguiente artículo: 

ARTÍCULO 571A. ENTREGA DE LOS BIENES A LOS ADJUDICATARIOS. Salvo lo 
dispuesto en el numeral 1 del presente artículo, el liquidador procederá a la entrega material 
de los bienes muebles e inmuebles dentro de los treinta (30) días siguientes a la ejecutoria de 
la providencia de adjudicación, en el estado en que se encuentren, de conformidad con las 
siguientes reglas: 

1. Del dinero se hará entrega directamente por el juez, mediante fraccionamiento de los 
certificados de depósito judicial, según corresponda.  

2. Dentro de los tres (3) días siguientes a la ejecutoria de la providencia de adjudicación, el 
liquidador comunicará al deudor y a los acreedores adjudicatarios de cada uno de ellos el día, 
la hora y el lugar en que se les hará entrega de los bienes muebles e inmuebles, a efecto de 
que el concursado los ponga a disposición y colabore con la diligencia, de la que se levantará 
acta que deberán firmar todos los que en ella intervengan.  
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3. Los adjudicatarios que no concurran a la diligencia estarán representados en ella por el 
liquidador, quien recibirá los bienes como su agente oficioso, y contarán con un (1) mes para 
reclamarle a este la entrega de lo recibido en su nombre, la que se hará en los términos que 
entre ellos convengan, de lo cual dejarán constancia escrita. Para tal efecto,  dentro de los tres 
días siguientes a la realización de la diligencia prevista en el numeral precedente, el liquidador 
enviará a las direcciones de notificación física y electrónica de cada uno de ellos copia del acta 
que de la misma da cuenta y le pondrá de presente a cada destinatario la consecuencia de la 
no reclamación de que trata el presente. Ante el silencio de los acreedores requeridos, el 
liquidador reiterará una semana después su llamado por los mismos medios y cualquier otro 
que llegare a encontrar en las redes sociales o donde su iniciativa le aconseje, y lo hará de 
nuevo otra semana más tarde. 

En firme la providencia de adjudicación adicional, el liquidador procederá a hacer las nuevas 
entregas en la forma descrita en el numeral 2, pero sin el concurso del deudor.  

4. En caso de que el deudor no concurra a la diligencia de entrega o en ella se niegue a entregar 
los bienes a los adjudicatarios y/o al liquidador, este lo informará al juez de inmediato, quien 
ordenará la inmovilización de los vehículos y el secuestro de los muebles e inmuebles 
embargados que estén en poder del deudor, para lo que fijará fecha mediante auto contra el 
que no procederá recurso alguno. El liquidador irá entregando a los adjudicatarios los bienes 
que vaya recibiendo, como quedó descrito en el numeral anterior.  

En caso de que el liquidador sea el mismo deudor contumaz, el juez designará nuevo liquidador 
mediante auto contra el que no procederá ningún recurso y pondrá en conocimiento de la 
Fiscalía General de la Nación los hechos a efecto de que ella adelante la investigación penal 
correspondiente.  

5. Cumplidas las diligencias anteriores, el liquidador rendirá las cuentas finales de su gestión, 
quien resolverá sobre ellas, previo traslado por tres (3) días a las partes, y declarará terminado 
el procedimiento de liquidación patrimonial. 
 

ARTÍCULO 39. Adiciónese a la Ley 1564 de 2012 el siguiente artículo: 

ARTÍCULO 572A. CRÉDITOS LEGALMENTE POSTERGADOS. En cualquier procedimiento 
de insolvencia, los siguientes créditos serán atendidos una vez pagados los demás, y, salvo los 
correspondientes al numeral 1, no tendrán derecho de voto:  

1. Las deudas cuyos titulares sean el cónyuge o los parientes del deudor, hasta el cuarto grado 
de consanguinidad, segundo de afinidad o único civil. 

2. Las deudas por servicios públicos y demás contratos de tracto sucesivo de que trata el 
numeral 3 del artículo 545, si el acreedor se niega a restablecer los servicios contratados, 
cuando hayan sido suspendidos sin atender lo dispuesto en la norma citada. 

3. Créditos cuyos titulares se hayan pagado o hayan intentado hacerlo por su propia cuenta a 
costa de bienes o derechos del deudor, o que incumplan las obligaciones que hayan contraído 
en el acuerdo de negociación o del proceso de liquidación patrimonial. 

4. Los intereses, sanciones legales o pactadas contractualmente y costas de otros procesos. En 
el acuerdo de negociación de deudas estas obligaciones se podrán condonar con el voto de la 
mayoría prevista en el numeral 2 del artículo 553, y en la liquidación patrimonial solamente se 
podrán reclamar los intereses incluidos en la relación definitiva de acreencias, los no pagados 
en el cumplimiento parcial del acuerdo o los adeudados a la fecha de apertura directa del 
proceso, según el caso. 

5. Créditos cuyos titulares, cesionarios o mandatarios hubieran adelantado reiteradamente 
diligencias judiciales o extrajudiciales de cobranza teniendo el titular o cesionario conocimiento 
de que el deudor ya estaba admitido a un procedimiento de insolvencia. 

6. Créditos a favor de los acreedores que, debidamente notificados, no asistan al proceso de 
negociación. Se excluyen de tal consecuencia los créditos a favor de menores y de personas en 
estado de vulnerabilidad. 

PARÁGRAFO. Tanto en el acuerdo de negociación como en la liquidación patrimonial, al 
interior de los créditos postergados se respetarán las reglas de pago y adjudicación que rigen 
cada procedimiento.  
 

ARTÍCULO 40. Modifíquese el artículo 573 de la Ley 1564 de 2012, el cual quedara así: 

ARTÍCULO 573. INFORMACIÓN CREDITICIA. Dentro del término previsto en el artículo 
548, el conciliador o el juez deberán reportar a las entidades que administren bases de datos 
de carácter financiero, crediticio, comercial y de servicios, la información relativa a la aceptación 
de la solicitud de negociación de deudas, la celebración del acuerdo de pago y su cumplimiento, 
el inicio del procedimiento de convalidación del acuerdo privado o la apertura del procedimiento 
de liquidación patrimonial y su terminación. 

A partir de la fecha de recibo de la noticia de inicio de alguno de los procedimientos de 
insolvencia, los datos referentes a la situación de incumplimiento de las obligaciones anteriores 
a la fecha de la misma se limitarán a los contenidos en la información suministrada por el 
conciliador o el juez y deberá reflejarse el tiempo de mora que tenía antes del inicio del proceso 
de insolvencia. En caso de que la liquidación se hubiera iniciado por fracaso, nulidad o 
incumplimiento del acuerdo, se tendrá por mora la corrida hasta el día anterior a la aceptación 
de la solicitud de negociación de deudas o de convalidación de acuerdo privado. 

A partir de la fecha de la celebración del acuerdo de pago, se empezará a computar el tiempo 
de permanencia en los términos previstos en el artículo 13 de la Ley 1266 de 2008 de forma 
que los usuarios no puedan acceder o consultar dicha información, y, mientras no haya recibido 
noticia del juez sobre la apertura de la liquidación por su incumplimiento, la información 
disponible para los usuarios deberá señalar el hecho de haberse tramitado la negociación, y 
haberse aprobado un acuerdo. 

Recibida la noticia de cumplimiento del acuerdo de pago, el operador retirará de la base de 
datos cualquier información negativa respecto de las obligaciones incluidas en el mismo. 

Recibida la noticia de la apertura de la liquidación patrimonial, los datos referentes a la situación 
de incumplimiento de las obligaciones anteriores a la fecha de la misma que podrá incluir el 
operador en las bases de datos para consulta de los usuarios se limitarán a los días de mora y 
a la situación de estar el deudor tramitando dicha liquidación. 

Recibida la noticia de terminación de la liquidación patrimonial, el operador retirará de la base 
de datos cualquier información negativa respecto de las obligaciones que hubieren sido 
totalmente pagadas durante el proceso liquidatorio.  

Si, con posterioridad a la terminación de la liquidación patrimonial, el deudor paga los saldos 
que hubieren quedado insolutos, el acreedor informará a la entidad que administre la base de 
datos respectiva para que el dato sea eliminado en forma inmediata. 
 

ARTÍCULO 41. Modifíquese el artículo 574 de la Ley 1564 de 2012, el cual quedara así: 

ARTÍCULO 574. SOLICITUD DE UN NUEVO PROCEDIMIENTO DE INSOLVENCIA. El 
deudor que cumpla un acuerdo de pago, solo podrá solicitar un nuevo procedimiento de 
insolvencia una vez transcurridos cinco (5) años desde la fecha de cumplimiento total del 
acuerdo anterior, con base en la certificación expedida por el conciliador. Igual término aplicará 

para el deudor que desista del procedimiento de negociación de deudas, contado a partir de la 
fecha de la decisión en la que se aceptó el desistimiento. 

Las personas naturales que se beneficien de la regla prevista en el numeral 1 del artículo 571 
solo podrán presentar una nueva solicitud de liquidación judicial o patrimonial a los diez (10) 
años de iniciado el anterior proceso de liquidación, y las que hayan cubierto con sus bienes el 
total reconocido dentro del proceso podrán hacerlo transcurridos cinco (5) años. 

Las personas naturales a las que se haya negado tal beneficio no podrán acceder nuevamente 
a ningún proceso de insolvencia. 
 

ARTÍCULO 42. Adiciónese un parágrafo al artículo 575 de la Ley 564 de 2012, el cual quedará 
así: 

PARÁGRAFO: Autorícese al Ministerio de Justicia y del Derecho y a la Superintendencia de 
Sociedades a incorporar los recursos necesarios para que se financien productos audiovisuales 
cortos con perfil multiplataforma que instruya a las personas sobre los procedimientos de 
insolvencia de la persona natural comerciante y no comerciante y las alternativas que estos 
ofrecen en caso de requerir su utilización. 
 

ARTÍCULO 43. Adiciónese la Ley 1564 de 2012, con un artículo, el número 576A, el cual 
quedará así: 

ARTÍCULO 576A. APLICACIÓN DE LA LEY 2213 DE 2022. A los procedimientos previstos 
en este título se aplicará, en lo pertinente, lo dispuesto en la ley 2213 de 2022 y en las que la 
sustituyan, modifiquen, adicionen o complementen y los decretos que las reglamenten, para lo 
cual las solicitudes de negociación de deudas, convalidación de acuerdos privados y liquidación 
patrimonial directa se asimilarán a la demanda, su aceptación a la admisión de la demanda y 
la comunicación de esta a la notificación de la demanda. 
 

ARTÍCULO 44. VIGENCIA. La presente ley rige a partir del momento de su promulgación y 
deroga las disposiciones normativas que le sean contrarias. 

 
Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, 
me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado de la República 
del día 12 de diciembre de 2023 al PROYECTO DE LEY No. 269 DE 2022 SENADO “POR 
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MEDIO DE LA CUAL SE MODIFICA EL TÍTULO IV DE LA LEY 1564 DE 2012, 
REFERENTE A LOS PROCEDIMIENTOS DE INSOLVENCIA DE LA PERSONA NATURAL 
NO COMERCIANTE Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 
 
Cordialmente, 
 
 
 
GERMAN BLANCO ALVAREZ 
Senador Ponente 
  
 
El presente Texto Definitivo, fue aprobado sin modificaciones en Sesión Plenaria del Senado de 
la República del día 12 de diciembre de 2023, de conformidad con el articulado propuesto. 
 
 
 
 
GREGORIO ELJACH PACHECO 
Secretario General 

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA MIXTA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 14 DE DICIEMBRE DE 2023 AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 276 

DE 2023 SENADO

por medio de la cual se aprueba el “Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y otros tratos 
o penas crueles, inhumanos o degradantes”, adoptado en Nueva York, el 18 de diciembre de 2002, mediante 

Resolución A/RES/57/199 de la Asamblea General de las Naciones Unidas.

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA MIXTA DEL SENADO 
DE LA REPÚBLICA DEL DÍA 14 DE DICIEMBRE DE 2023 AL PROYECTO DE 
LEY No. 276 DE 2023 SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE APRUEBA EL 

«PROTOCOLO FACULTATIVO DE LA CONVENCIÓN CONTRA LA TORTURA Y 
OTROS TRATOS O PENAS CRUELES, INHUMANOS O DEGRADANTES», 

ADOPTADO EN NUEVA YORK, EL 18 DE DICIEMBRE DE 2002, MEDIANTE 
RESOLUCIÓN A/RES/57/199 DE LA ASAMBLEA GENERAL DE LAS NACIONES 

UNIDAS”. 
 

EL CONGRESO DE COLOMBIA  

DECRETA: 

ARTÍCULO PRIMERO: Apruébese el «Protocolo Facultativo de la Convención Contra la 
Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes», adoptado en Nueva 
York, el 18 de diciembre de 2002, mediante Resolución A/RES/57/199 de la Asamblea 
General de las Naciones Unidas. 

ARTÍCULO SEGUNDO: De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la Ley 7ª 
de 1944, el «Protocolo Facultativo de la Convención Contra la Tortura y Otros Tratos o 
Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes», adoptado en Nueva York, el 18 de diciembre 
de 2002, mediante Resolución A/RES/57/199 de la Asamblea General de las Naciones 
Unidas, que por el artículo primero de esta Ley se aprueba, obligará a la República de 
Colombia a partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo internacional respecto del 
mismo.  

ARTÍCULO TERCERO: La presente Ley rige a partir de la fecha de su publicación. 

 
Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992, me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado 
de la República del día 14 de diciembre de 2023 AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 
276 DE 2023 SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE APRUEBA EL 
«PROTOCOLO FACULTATIVO DE LA CONVENCIÓN CONTRA LA TORTURA Y 
OTROS TRATOS O PENAS CRUELES, INHUMANOS O DEGRADANTES», 

ADOPTADO EN NUEVA YORK, EL 18 DE DICIEMBRE DE 2002, MEDIANTE 
RESOLUCIÓN A/RES/57/199 DE LA ASAMBLEA GENERAL DE LAS NACIONES 
UNIDAS”. 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
JAEL QUIROGA CARRILLO    IVAN CEPEDA CASTRO 
Coordinadora Ponente     Senador Ponente 
 
 
 
 
 

GLORIA INÉS FLÓREZ SCHNEIDER 
Senadora Ponente 

 
El presente Texto Definitivo, fue aprobado sin modificaciones en Sesión Plenaria Mixta 
del Senado de la República del día 14 de diciembre de 2023, de conformidad con el 
texto propuesto para segundo debate. 
 
 
 
 
 
GREGORIO ELJACH PACHECO 
Secretario General 
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TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 04 DE DICIEMBRE DE 2023 AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 329 

DE 2023 SENADO – 050 DE 2022 CÁMARA

por medio de la cual se eliminan beneficios y subrogados penales para quienes sean condenados o estén 
cumpliendo detención preventiva por el delito de feminicidio.

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 04 DE DICIEMBRE DE 2023 AL PROYECTO DE LEY 

No.329 DE 2023 SENADO – 050 DE 2022 CÁMARA “POR MEDIO DE LA CUAL 
SE ELIMINAN BENEFICIOS Y SUBROGADOS PENALES PARA QUIENES SEAN 

CONDENADOS O ESTEN CUMPLIENDO DETENCION PREVENTIVA POR EL 
DELITO DE FEMINICIDIO” 

 
 

EL CONGRESO DE COLOMBIA  

D E C R E T A: 
 

Artículo 1°. Modifíquese el segundo   inciso del artículo 68-A de la Ley 599 de 2000, 
el cual quedará   así: 

ARTICULO 68A.  EXCLUSIÓN DE LOS BENEFICIOS Y SUBROGADOS 
PENALES. No se concederán; la suspensión condicional   de   la ejecución    de   la 
pena; la prisión domiciliaria como   sustitutiva de la prisión; ni habrá   lugar a ningún 
otro beneficio, judicial   o administrativo, salvo los beneficios   por colaboración  
regulados   por la ley, siempre que, esta sea efectiva, cuando   la persona haya sido 
condenada   por delito doloso dentro de los cinco (5) años anteriores. 

Tampoco quienes hayan sido condenados por delitos dolosos contra la Administración 
Pública;  delitos contra  las personas y bienes protegidos  por el Derecho Internacional  
Humanitario; delitos  contra   la libertad,   integridad   y formación   sexual; estafa  y 
abuso  de  confianza   que  recaiga   sobre  los bienes  del  Estado;  captación masiva  
y  habitual    de   dineros;   utilización   indebida    de   información   privilegiada; 
concierto para   delinquir   agravado; lavado de   activos; soborno   transnacional; 
violencia   intrafamiliar; hurto  calificado; abigeato enunciado en el inciso  tercero  del 
artículo  243; extorsión; homicidio   agravado   contemplado   en el numeral  6 del 
artículo 104; lesiones causadas con agentes  químicos,  ácidos  y/o sustancias 
similares; violación ilícita de comunicaciones;  violación   ilícita de comunicaciones  o 
correspondencia  de carácter    oficial;  trata  de  personas;  apología   al  genocidio;  

lesiones  personales por pérdida   anatómica    o funcional   de  un órgano   o miembro;  
desplazamiento  forzado; tráfico de migrantes;     testaferrato; enriquecimiento  ilícito  
de particulares; apoderamiento   de  hidrocarburos, sus derivados,   biocombustibles  
o mezclas  que  los contengan;  receptación;  instigación  a delinquir;  empleo  o 
lanzamiento de sustancias u  objeto   peligrosos; fabricación,   importación,   tráfico,  
posesión   o  uso  de   armas químicas,     biológicas     y    nucleares;     delitos  
relacionados    con     el    tráfico     de estupefacientes  y otras infracciones;  espionaje;  
rebelión;  y desplazamiento  forzado; usurpación  de inmuebles,  falsificación   de 
moneda   nacional  o extranjera;  exportación o importación   ficticia;  evasión  fiscal; 
negativa   de  reintegro;  contrabando   agravado; contrabando    de   hidrocarburos  
y  sus derivados;   ayuda   e  instigación   al  empleo, producción   y transferencia de 
minas antipersonales y feminicidio   simple o agravado. 

Artículo 2°. Modifíquese   el parágrafo   del artículo 314 de la Ley 906 de 2004, el 
cual quedará   así: 

Artículo 314. Sustitución de la detención preventiva. La detención preventiva 
en establecimiento carcelario   podrá sustituirse por la del lugar de la residencia en los 
siguientes eventos:  

1.  Cuando    para   el cumplimiento   de   los fines previstos   para   la medida    de 
aseguramiento sea suficiente la reclusión en el lugar de residencia, aspecto que 
será fundamentado   por quien solicite la sustitución y decidido   por el juez en la 
respectiva   audiencia    de imposición, en atención   a la vida personal, laboral, 
familiar o social del imputado. 

2.  Cuando   el imputado    o acusado   fuere mayor de sesenta y cinco (65) años, 
siempre   que su personalidad, la naturaleza   y modalidad    del delito   hagan 
aconsejable   su reclusión en el lugar de residencia. 

3.  Cuando a la procesada le falten tres (3) meses o menos para el parto, y hasta los 
seis (6) meses después del nacimiento. 

4.  Cuando   el imputado   o acusado   estuviere en estado grave por enfermedad, 

previo dictamen    de médicos   oficiales.    

El juez determinará    si el imputado    o acusado   deberá   permanecer   en su 
lugar de residencia, en clínica u hospital. 

5.  Cuando   la procesada   fuere mujer cabeza de familia de hijo menor o que sufriere 
incapacidad     permanente, o tenga a u adulto mayor o una persona que no pueda 
valerse por sí misma bajo su cuidado. La persona que haga sus veces podrá acceder 
a la misma medida. En estos eventos, el juez atenderá especialmente a las 
necesidades de protección de la unidad familiar y a la garantía de los derechos de 
las personas que se encuentren bajo su dependencia. 

 La detención    en el lugar   de   residencia   comporta    los permisos necesarios 
para los controles médicos de rigor, la ocurrencia   del parto, y para trabajar en la 
hipótesis del numeral 5. 

En todos los eventos  el beneficiario   suscribirá un acta   en la cual  se compromete  
a permanecer    en  el lugar  o lugares  indicados,   a no cambiar   de  residencia  sin 
previa autorización,    a    concurrir     ante    las   autoridades     cuando     fuere  
requerido     y, adicionalmente,   podrá   imponer   la obligación    de  someterse  a  
los mecanismos   de control  y vigilancia   electrónica    o de  una  persona  o institución  
determinada,    según lo disponga  el juez. 

El control del cumplimiento    de la detención   en el lugar de residencia   estará a 
cargo del lNPEC, el cual realizará un control periódico   sobre el cumplimiento   de la 
detención domiciliaria   y reportará   a la Fiscalía sobre sus resultados   para que si se 
advierten violaciones a   las  condiciones     impuestas    por   el   Juez   se  puedan  
adoptar las correspondientes  acciones. 

PARÁGRAFO.    No procederá   la sustitución  de  la detención    preventiva   en  
establecimiento   carcelario, por detención   domiciliaria   cuando   la imputación   se 
refiera  a los siguientes delitos: Los de competencia     de  los jueces  penales  del  
circuito  especializados   o quien  haga sus veces,  tráfico  de migrante   (C. P. artículo  
188); acceso  carnal  o actos  sexuales con incapaz  de resistir (C. P. artículo  210); 

violencia   intrafamiliar   (C. P. artículo  229); hurto calificado   (C. P. artículo  240); 
hurto agravado    (C. P. artículo  241, numerales  7, 8,11, 12 y 15); abigeato    (C. P. 
artículo  243); abigeato    agravado    (C. P. artículo  243-A); estafa agravada    (C. P. 
artículo  247); uso de  documentos    falsos relacionados    con  medios motorizados  
hurtados   (C. P. artículo  291); fabricación,    tráfico   y porte  de  armas  de fuego  o 
municiones  de uso personal,  cuando   concurra  con el delito  de concierto   para 
delinquir  (C. P. artículos 340 y 365), o los imputados   registren sentencias 
condenatorias vigentes  por los mismos delitos; fabricación,    tráfico  y porte  de 
armas y municiones  de uso privativo   de  las Fuerzas Armadas   (C. P. artículo  366); 
fabricación,    importación, tráfico,  posesión y uso de  armas químicas,  biológicas   y 
nucleares   (C. P. artículo  367); peculado    por  apropiación     en  cuantía   superior  
a  cincuenta    (50) salarios  mínimos legales  mensuales  (C. P. artículo  397); 
concusión   (C. P. artículo  404); cohecho   propio (C. P. artículo  405); cohecho  
impropio   (C. P. artículo  406); cohecho   por dar  u ofrecer (C. P. artículo  407); 
enriquecimiento   ilícito  (C. P. artículo  412); soborno  transnacional (C. P. artículo  
433); interés indebido   en la celebración    de contratos   (C. P. artículo  409); contrato 
sin cumplimiento   de requisito legales  (C. P. artículo  410); tráfico  de influencia (C.P. 
artículo  411); receptación    repetida,   continua   (C. P. artículo  447, inciso  10 y 3°); 
receptación    para  ocultar  o encubrir  el delito  de  hurto calificado,   la receptación  
para ocultar   o encubrir   el hurto  calificado    en  concurso   con  el concierto    para  
delinquir, receptación    sobre  medio   motorizado   o sus partes  esenciales,  o sobre 
mercancía   o combustible   que  se lleve en  ellos (C. P. artículo  447, inciso 2°) y 
feminicidio   simple o agravado   (C.P. artículos  104A y 104B.). 

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 38G de la ley 599 de 2000, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 38G.  La ejecución de la pena privativa de la libertad se cumplirá en el 
lugar de residencia o morada del condenado cuando haya cumplido la mitad de la 
condena y concurran los presupuestos contemplados en los numerales 3 y 4 del 
artículo 38B del presente código, excepto en los casos en que el condenado pertenezca 
al grupo familiar de la víctima o en aquellos eventos en que fue sentenciado por alguno 
de los siguientes delitos del presente código: genocidio; contra el derecho 



Gaceta del Congreso  08	 Miércoles, 24 de enero de 2024	 Página 33

Gaceta número 08 - Miércoles, 24 de enero de 2024
SENADO DE LA REPÚBLICA

TEXTOS DE PLENARIA
Texto definitivo aprobado en sesión plenaria del Senado 

de la República del día 06 de diciembre de 2023 al 
Proyecto de Ley número 19 de 2023 Senado, por la 
cual se reducen las barreras para la adquisición de 
vivienda, por medio de los créditos hipotecarios, 
se promueve la utilización de energías limpias para 
vivienda y se dictan otras disposiciones -Vivienda 
al alcance de todos-....................................................	 1

Texto definitivo aprobado en sesión plenaria del Senado 
de la República del día 04 de diciembre de 2023 al 
Proyecto de Ley número 105 de 2022 Senado, por 
medio de la cual se establecen los cargos, oficios o 
profesiones susceptibles de aplicación de la inhabilidad 
por delitos sexuales contra menoresy se dictan 
otras disposiciones. “Entornos seguros”....................	 3

Texto definitivo aprobado en sesión plenaria del Senado 
de la República del día 12 de diciembre de 2023 
al Proyecto de Ley número 106 de 2023 Senado, 
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internacional humanitario; desaparición forzada; secuestro extorsivo; tortura; 
desplazamiento forzado; tráfico de menores; uso de menores de edad para la comisión 
de delitos; tráfico de migrantes; trata de personas; delitos contra la libertad, integridad 
y formación sexuales; extorsión; concierto para delinquir agravado; lavado de activos; 
terrorismo; usurpación y abuso de funciones públicas con fines terroristas; financiación 
del terrorismo y de actividades de delincuencia organizada; administración de recursos 
con actividades terroristas y de delincuencia organizada; financiación del terrorismo y 
administración de recursos relacionados con actividades terroristas; fabricación, tráfico 
y porte de armas y municiones de uso restringido, uso privativo de las fuerzas armadas 
o explosivos; delitos relacionados con el tráfico de estupefacientes, salvo los 
contemplados en el artículo 375 y el inciso 2 del artículo 376; peculado por apropiación; 
concusión; cohecho propio; cohecho impropio; cohecho por dar u ofrecer; interés 
indebido en la celebración de contratos; contrato sin cumplimientos de requisitos 
legales; acuerdos restrictivos de la competencia; tráfico de influencias de servidor 
público; enriquecimiento ilícito; prevaricato por acción; falso testimonio; soborno; 
soborno en la actuación penal; amenazas a testigo; ocultamiento, alteración o 
destrucción de elemento material probatorio; en los delitos que afecten el patrimonio 
del Estado: feminicidio. 

PARÁGRAFO. Los particulares que hubieran participado en los delitos de peculado por 
apropiación, concusión, cohecho propio, cohecho impropio, cohecho por dar u ofrecer, 
interés indebido en la celebración de contrato, contrato sin cumplimiento de requisitos 
legales, acuerdos restrictivos de la competencia, tráfico de influencias de servidor 
público, enriquecimiento ilícito, prevaricato por acción, falso testimonio, soborno, 
soborno en la actuación penal, amenaza a testigos, ocultamiento, alteración, 
destrucción material probatorio, no tendrán el beneficio de que trata este artículo. 

Artículo 4°. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación   y deroga  
las disposiciones que le sean contrarias. 

Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992, me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado 
de la República del día 04 de diciembre de 2023 al PROYECTO DE LEY No. 329 DE 
2023 SENADO – 050 DE 2022 CÁMARA “POR MEDIO DE LA CUAL SE 
ELIMINAN BENEFICIOS Y SUBROGADOS PENALES PARA QUIENES SEAN 
CONDENADOS O ESTEN CUMPLIENDO DETENCION PREVENTIVA POR EL 
DELITO DE FEMINICIDIO”. 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
MARIA FERNANDA CABAL MOLINA 
Senadora Ponente 
           
 
El presente Texto Definitivo, fue aprobado con modificaciones en Sesión Plenaria del 
Senado de la República del día 04 de diciembre de 2023, de conformidad con el 
articulado propuesto. 
 
 
 
GREGORIO ELJACH PACHECO 
Secretario General 
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